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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación que celebran la Secretaría de Gobernación y el Instituto de Ciencia, Tecnología e 
Innovación del Estado de Chiapas, para promover la adopción, el uso y la certificación de la Clave Única de 
Registro de Población (CURP), entre los usuarios del ICTIECH. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO 
DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ “GOBERNACIÓN”, 
REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, DIRECTOR GENERAL DEL 
REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD, Y POR LA OTRA PARTE, EL INSTITUTO DE CIENCIA, 
TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ  
“EL ICTIECH”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR HELMER FERRAS COUTIÑO, DIRECTOR GENERAL DEL 
INSTITUTO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS; A QUIENES ACTUANDO 
CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, 
DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) en los artículos 1 y 4 determina que 
todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; y que toda persona tiene derecho a la identidad y a 
ser registrado de manera inmediata a su nacimiento; el Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. 
Por lo que, el derecho a la identidad es un derecho humano que toda persona debe gozar. 

Asimismo, la CPEUM en el artículo 36, fracción I, establece como obligación de los ciudadanos de la 
República, inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que determinen las leyes, 
siendo la organización y el funcionamiento permanente del mismo, la expedición del documento que acredite 
la ciudadanía mexicana, servicios de interés público, y, por tanto, responsabilidad que corresponde al Estado 
y a los ciudadanos en los términos que establezca la Ley. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en el artículo 27, fracción VI, dispone que a 
“GOBERNACIÓN” le corresponde formular y conducir la política de población e interculturalidad y operar el 
Servicio Nacional de Identificación Personal (SNIP), en términos de las leyes aplicables; y tiene a su cargo el 
registro y acreditación de la identidad de todas las personas residentes en el país y de los nacionales 
que residan en el extranjero, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 85 de la Ley General de 
Población (LGP). 

La LGP establece en el artículo 86, que el Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a 
cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar 
fehacientemente su identidad. 

Asimismo, en su artículo 91, establece que, al incorporar a una persona en el Registro Nacional de 
Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población (CURP), la cual 
servirá para registrarla e identificarla en forma individual. 

“GOBERNACIÓN” coordinará los métodos de identificación y registro de las dependencias de la 
Administración Pública Federal (APF), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 92 de la LGP. 

Por su parte, el artículo 94 de la LGP establece que las autoridades de la Federación, de los estados y de 
los municipios, serán auxiliares de la Secretaría de Gobernación en las funciones que a ésta correspondan en 
materia de registro de población. 

El Reglamento de la LGP en su artículo 82, establece que las dependencias y entidades de la APF tienen 
la obligación de proporcionar al Registro Nacional de Población, cuando éste lo solicite, la información de las 
personas incorporadas en sus respectivos registros; “GOBERNACIÓN”, deberá celebrar convenios con 
las administraciones públicas estatales y municipales, así como con instituciones privadas, para los efectos 
antes señalados. 

El 23 de octubre de 1996, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el “Acuerdo para la 
Adopción y Uso por la Administración Pública Federal de la Clave Única de Registro de Población”, que en su 
artículo 1o. establece que la CURP se asignará a todas las personas físicas domiciliadas en el territorio 
nacional, así como a los nacionales domiciliados en el extranjero y conforme al artículo 3o., corresponde la 
asignación de la misma a “LA DGRNPI” de “GOBERNACIÓN”. 
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La CURP, es la única clave que se emite para todas las personas mexicanas por nacimiento, por 
naturalización, y repatriadas sin registro previo, así como a las personas extranjeras solicitantes de la 
condición de refugiado y protección complementaria, solicitantes de asilo político, con condición de estancia 
de visitantes y con condición de estancia de residentes temporales o permanentes, sean menores o mayores 
de edad, y su establecimiento y adopción como una clave única y homogénea en los registros de personas a 
cargo de las dependencias y entidades de la APF constituye un elemento de apoyo para el diseño y 
conducción de una adecuada política de población, pues la amplitud de su cobertura y carácter obligatorio la 
hacen un instrumento de registro y acreditación fehaciente y confiable en la identidad de la población, en 
términos del Instructivo Normativo para la asignación de la Clave Única de Registro de Población publicado en 
el DOF el 18 de junio de 2018, y modificado el 18 de octubre de 2021. 

El Registro Nacional de Población, como instrumento para la identificación de las personas que componen 
la población del país, es indispensable para que las dependencias y entidades que integran diversos registros 
de personas, adopten la CURP, e intercambien información con “GOBERNACIÓN” que permita validarla; 
logrando con ello por un lado, que las personas ejerciten sus derechos y, por el otro, que “EL ICTIECH” agilice 
los trámites que efectúa, en el ámbito de su competencia; por lo que, “EL ICTIECH” y “GOBERNACIÓN” 
deberán celebrar convenios para los efectos antes señalados. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, contempla en su 
apartado “I. Política y Gobierno”, punto cuatro “Cambio de paradigma en seguridad”, Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública, objetivo 8 “Articular la seguridad nacional, la seguridad pública y la paz” el objetivo 
estratégico “Construir las bases para la creación de un Documento Único de Identificación Nacional 
biometrizado”. 

El Programa Sectorial de Gobernación 2020-2024, publicado en el DOF el 25 de junio de 2020, prevé en 
su Objetivo prioritario 4, Estrategia prioritaria 4.4, las Acciones Puntuales siguientes: 4.4.2 Impulsar 
instrumentos normativos de colaboración con el sector público de los tres órdenes de gobierno y el sector 
privado, encaminados a consolidar el Registro Nacional de Población y 4.4.7 Consolidar e impulsar la 
adopción y uso de la CURP en los sectores público y privado para que constituya la llave primaria y el 
elemento de interoperabilidad en los programas y servicios que brinda a la población. 

Por su parte, “EL ICTIECH” fue creado mediante Decreto número 026, publicado en el Periódico Oficial, 
Órgano de Difusión Oficial del Estado Libre y Soberano de Chiapas, el 28 de diciembre de 2018 (en adelante 
DECRETO), como un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, con 
personalidad jurídica y patrimonios propios, autonomía administrativa, presupuestal, técnica, de gestión, de 
operación y de ejecución que tiene como objeto la promoción y el desarrollo de la ciencia, tecnología e 
innovación en la Entidad; así también en las tecnologías de la información y firma electrónica avanzada en el 
Estado; regular, proponer e implementar las políticas en materia de tecnologías de información, sistemas y 
comunicaciones de la Administración Pública Estatal, así como emitir las normas y lineamientos sobre las 
mismas, con el fin de mejorar los procesos técnicos y administrativos de los organismos públicos del Ejecutivo 
del Estado; impulsar la estrategia de gobierno digital, mediante el establecimiento de la norma y diseño de 
todos los sitios de internet, aplicaciones móviles y sistemas de información en las Dependencias y Entidades 
Paraestatales, así como la integración de los servicios gubernamentales, con el propósito de que se brinde un 
canal eficaz y eficiente de comunicación entre el Gobierno y los ciudadanos; promover la implementación de 
una plataforma única de base de datos de la Administración Pública Estatal, así como administrar y coordinar 
la recolección de datos, almacenamiento, procesamiento, compilación, análisis y resguardo de la información 
que se genere para la misma; entre otras, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1 y 3 del 
DECRETO, y 3 del Reglamento Interior del Instituto de Ciencia, Tecnología e Innovación, publicado en el 
Periódico Oficial, Órgano de Difusión Oficial del Estado Libre y Soberano de Chiapas el 18 de septiembre de 
2019 (en adelante REGLAMENTO). 

Para el cumplimiento de su objeto, “EL ICTIECH” tiene, entre otras, las atribuciones de desarrollar 
soluciones tecnológicas innovadoras que tengan un impacto transversal en la Administración Pública Estatal, 
con el fin de mejorar los procesos y servicios que se brindan; dirigir y coordinar la gestión y mejora continua 
de los procesos tecnológicos-administrativos del Poder Ejecutivo del Estado, siendo el ente rector que guíe la 
implementación de proyectos en materia tecnológica y científica, que tienen como fin el fortalecimiento 
económico-social y que incida en la calidad de vida de los ciudadanos; celebrar convenios, contratos y 
acuerdos con Dependencias y Entidades federales, estatales y municipales, así como con personas físicas y 
morales, de los sectores social y privado, organismos nacionales y extranjeros, a fin de llevar a cabo las 
acciones relacionadas con su objeto y sus atribuciones; tal y como lo establece el artículo 4 del DECRETO. 
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Por lo que “EL ICTIECH” se crea como órgano rector de las áreas de informática de la Administración 
Pública Estatal, haciendo más eficiente con ello su funcionamiento; además de homologar los sistemas que se 
utilizan en el Estado, con el fin de agilizar los trámites y servicios que se otorgan a la ciudadanía, haciendo 
una promoción efectiva de la ciencia en la Entidad, en beneficio de la población Chiapaneca, de conformidad 
con el párrafo cuarto del apartado “Considerando” del DECRETO. 

El Plan Estatal de Desarrollo Chiapas 2019-2024, en el Eje 3. Educación, Ciencia y Cultura, último párrafo, 
establece que la ciencia, tecnología, innovación y comunicaciones son elementos que fortalecen el desarrollo 
sostenible, por lo que deben incorporarse a la dinámica de crecimiento de las sociedades, a fin de promover la 
inversión y la formación de recursos humanos de alto nivel, al estimular las capacidades que contribuyan 
a mejorar las condiciones de bienestar de la población, por lo que en su Tema 3.3. Ciencia y tecnología, y en 
su Subtema Política pública 3.3.1. Ciencia, tecnología, innovación y comunicaciones para el desarrollo, señala 
en su Objetivo Elevar el desarrollo en ciencia, tecnología, innovación y comunicaciones, y se prevén las 
Estrategias 3.3.1.1. Vincular a la comunidad académica y científica de los sectores público y privado; 3.3.1.2. 
Ampliar la difusión y divulgación en materia de ciencia, tecnología e innovación; 3.3.1.3. Aumentar la 
investigación científica y tecnológica y; 3.3.1.4. Fortalecer la infraestructura tecnológica y de comunicaciones 
en los organismos públicos. 

En este contexto, “EL ICTIECH”, a través de la Dirección de Innovación y Desarrollo Tecnológico, hará uso 
de los servicios CURP con el objetivo de validar la CURP de los usuarios de los sistemas del Gobierno del 
Estado de Chiapas; y así sistematizar, automatizar o digitalizar los procesos, trámites y servicios del Gobierno 
del Estado de Chiapas, a través de “EL ICTIECH”. 

Ahora bien, para efectos del presente instrumento jurídico, se entenderá por usuarios de “EL ICTIECH” a 
las personas físicas que solicitan los trámites y servicios que brinda el Gobierno del Estado de Chiapas, 
a través de “EL ICTIECH”. 

Por lo que, con la finalidad de fortalecer a la APF, en el registro e identificación personal, “LAS PARTES” 
manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1. Es una dependencia de la APF Centralizada, en los términos de los artículos 90 de la CPEUM; 1o., 
2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 85 de la LGP y 1o. 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, en lo sucesivo RISEGOB, teniendo entre 
sus atribuciones el registro y la acreditación de la identidad de las personas residentes en el país y 
de los nacionales que residan en el extranjero. 

I.2. En términos del artículo 58, fracciones I, II y III del RISEGOB, “LA DGRNPI” tiene entre sus 
atribuciones organizar, integrar y administrar el Registro Nacional de Población, operar el SNIP y 
asignar la CURP. 

I.3. Jorge Leonel Wheatley Fernández, Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, 
cuenta con facultades para la suscripción del presente instrumento jurídico, de conformidad con los 
artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 9, 10, fracción V y 58 del RISEGOB. 

I.4. Señala como domicilio para los efectos legales del presente instrumento, el ubicado en Abraham 
González número 48, Edificio Anexo, Sótano, Colonia Juárez, Código Postal 06600, Demarcación 
Territorial Cuauhtémoc, Ciudad de México. 

II.  “EL ICTIECH”, declara que: 

II.1. Es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, autonomía administrativa, presupuestal, técnica, de gestión, de 
operación y de ejecución, mismo que atenderán los asuntos de su Decreto, su Reglamento Interior y 
demás normativa aplicable le señalen, así como los que le instruya el Titular del Poder Ejecutivo, en 
términos de los dispuesto en los artículos 1 del DECRETO y 2 del REGLAMENTO. 

II.2.  Helmer Ferras Coutiño, Director General del Instituto de Ciencia, Tecnología e Innovación del Estado 
de Chiapas, cuenta con las atribuciones y facultades suficientes para suscribir el presente 
instrumento, en términos de lo estipulado por los artículos 22 y 23, fracciones I y VIII del DECRETO; 
12 y 14, fracción II del REGLAMENTO, quien acredita su personalidad con el nombramiento otorgado 
a su favor por el Gobernador del Estado, el 01 de enero de 2019. 
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II.3. Su clave de Registro Federal de Contribuyentes es: ICT181228JY7. 

II.4. Señala como domicilio para los efectos del presente instrumento, el ubicado en Calzada Cerro Hueco 
número 3000, Colonia Cerro Hueco, Código Postal 29044, Tuxtla Gutiérrez, Estado de Chiapas. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1. Se reconocen mutuamente la existencia y personalidad jurídica con que se ostentan, manifestando 
que a su firma no existen vicios del consentimiento. 

III.2.  Es su voluntad coordinarse de la forma más amplia y respetuosa para el cumplimiento y desarrollo 
del objeto y las actividades que se deriven del presente Convenio de Coordinación. 

III.3.  Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, coordinación y 
apoyo para la consecución del objeto de este instrumento al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto establecer la coordinación entre 
“LAS PARTES” para promover la adopción, el uso y la certificación de la CURP, entre los usuarios 
de “EL ICTIECH” descritos en los Antecedentes del presente instrumento, con la finalidad de que se encuentre 
en posibilidad de consultar, validar e intercambiar información con “LA DGRNPI”, en términos del Anexo 
Técnico que forma parte integrante del presente instrumento jurídico. 

SEGUNDA.- LÍNEAS DE ACCIÓN.- En los términos del presente instrumento y derivado de las acciones 
de trabajo que serán acordadas por escrito entre “LAS PARTES”, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, se desarrollarán, de manera enunciativa mas no limitativa, las actividades siguientes: 

I. “GOBERNACIÓN” a través de “LA DGRNPI”, proporcionará a “EL ICTIECH” el servicio web de CURP 
a efecto de que “EL ICTIECH” valide en línea y en tiempo real, los registros contenidos en sus bases 
de datos y cuente en todo momento con el estatus de la CURP vigente, en los términos del Anexo 
Técnico correspondiente; 

II. “LA DGRNPI” realizará las confrontas de datos que le solicite “EL ICTIECH” con aquellos contenidos 
en la Base de Datos Nacional de la Clave Única de Registro de Población (BDNCURP) para verificar 
los datos de identidad legal de sus usuarios; 

III. “EL ICTIECH”, adoptará la CURP, como elemento de identificación individual en los registros de los 
usuarios, en los casos que resulte aplicable conforme al presente instrumento y su Anexo Técnico; 

IV. “EL ICTIECH” presentará a “LA DGRNPI” los registros de sus usuarios que haya conformado con 
anterioridad a la firma del presente Convenio, para su confronta en la BDNCURP y previa verificación 
de los datos de identidad contenidos en los mismos, integrar la CURP de sus usuarios; 

V. “EL ICTIECH” coadyuvará con “LA DGRNPI” para mantener permanentemente actualizadas las 
bases de datos que integran el Registro Nacional de Población; para ello, “EL ICTIECH” verificará 
que la CURP de sus usuarios se encuentre certificada por el Registro Civil; en caso contrario, cuando 
su proceso técnico-operativo lo permita, “EL ICTIECH” orientará a sus usuarios para que acudan 
ante la Oficialía del Registro Civil que corresponda, en alguno de los 32 Estados integrantes de la 
Federación, a realizar los trámites procedentes y lograr su certificación; 

VI. “EL ICTIECH” enviará a “LA DGRNPI”, dentro de los primeros 5 (cinco) días de cada mes, el informe 
del consumo de consultas de la CURP que haya realizado en el mes inmediato anterior; 

VII. “LA DGRNPI”, en cualquier momento de la vigencia del presente instrumento jurídico, realizará 
verificaciones a las acciones que realice “EL ICTIECH” respecto del cumplimiento del objeto del 
presente Convenio; 

VIII. “EL ICTIECH” declara y reconoce expresamente que utilizará exclusivamente los servicios CURP, 
materia del presente instrumento jurídico para el cumplimiento del objeto del presente Convenio, en 
apego a sus atribuciones legales; 

IX. Para tal efecto, el servicio será utilizado por las áreas adscritas a “EL ICTIECH”, conforme su 
estructura orgánica, a través de las personas autorizadas para ello, las cuales se obligan a cumplir 
con las obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico y su Anexo Técnico; y 

X. Las demás que sean acordadas por “LAS PARTES” para la consecución del objeto del 
presente instrumento. 
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TERCERA.- COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- “LAS PARTES” acuerdan que para llevar a 
cabo el pleno cumplimiento del presente instrumento, se instalará un Comité de Seguimiento y Evaluación, 
mismo que estará integrado por dos representantes de cada una de “LAS PARTES”. 

“LAS PARTES” designan, como responsables del seguimiento y evaluación de las actividades, a: 

Por “LA DGRNPI” Por “EL ICTIECH” 

● La persona titular de la Coordinación de 
Registro Poblacional. 

● La persona titular de la Dirección de Innovación 
de Desarrollo Tecnológico. 

● La persona titular de la Dirección del Registro 
de Clave Única de Población. 

● La persona titular de la Dirección de 
Normatividad Tecnológica. 

 

Los responsables designados participarán dentro del ámbito de su competencia, en la realización de 
acciones encaminadas al cumplimiento del objeto de este instrumento jurídico. 

“LAS PARTES” acuerdan que los responsables podrán designar a las personas con el nivel jerárquico 
inmediato inferior, para que los asistan en las funciones encomendadas o, en su caso, los suplan en sus 
ausencias, previa comunicación escrita de aceptación por cada una de “LAS PARTES”. 

CUARTA.- FUNCIONES DEL COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- Dicho Comité tendrá las 
siguientes funciones: 

● Establecer un Programa de Trabajo y los mecanismos de seguimiento correspondientes; 

● Dar seguimiento a las acciones que se desarrollen con motivo del cumplimiento al objeto del 
presente instrumento; 

● Elaborar y revisar los proyectos que atiendan las actividades mencionadas en el objeto del presente 
instrumento jurídico, así como los resultados de las acciones derivadas de la ejecución del 
presente Convenio; 

● Dirimir y resolver cualquier controversia sobre la interpretación, ejecución, operación, cumplimiento, 
suspensión del servicio o terminación anticipada del presente Convenio o de los instrumentos que de 
él se deriven; y 

● Las demás que acuerden de manera conjunta y que permitan el mejor desarrollo de las 
funciones anteriores. 

El Comité de Seguimiento y Evaluación podrá sesionar en cualquier tiempo a solicitud de “LAS PARTES”, 
con la finalidad de discutir y, en su caso, aprobar las propuestas de trabajo que éstas presenten, así como 
atender y resolver las controversias que llegaren a suscitarse. 

QUINTA.- ANEXO TÉCNICO.- “LAS PARTES” apoyarán al cumplimiento del objeto del presente 
instrumento jurídico, por lo que suscribirán el Anexo Técnico citado en las Cláusulas Primera y Segunda, 
mediante el cual se determinan las particularidades técnicas de su operación y ejecución, por lo que deberán 
apegarse a su contenido. 

SEXTA.- CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS.- “LAS PARTES” se comprometen a determinar las 
características técnicas, alcances, términos y condiciones en los que se llevarán a cabo las acciones de 
trabajo que no se contemplen en el Anexo Técnico, las cuales serán acordadas y resueltas por escrito entre 
“LAS PARTES” a través del Comité de Seguimiento y Evaluación y formarán parte integrante del presente 
Convenio, en cuyo caso se identificarán por versiones de aquel, sin que sea necesaria la celebración de 
instrumentos jurídicos modificatorios. 

SÉPTIMA.- CONFIDENCIALIDAD.- “LAS PARTES” se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, y demás disposiciones que resulten aplicables. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio, “LAS PARTES” que 
llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra Parte, por este medio se 
obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del Convenio;  
(ii) abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte;  
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(iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y las demás disposiciones aplicables;  
(iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir los datos personales 
objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio (vi) abstenerse de transferir los datos personales a 
persona física o moral diversa a las que intervienen en la suscripción del presente instrumento jurídico ya sea 
entidad, dependencia, institución u organismo autónomo del sector público en cualquiera de sus órdenes o 
niveles de gobierno, o sector privado o financiero, dentro del territorio nacional o fuera de éste y  
(vii) abstenerse de autorizar, participar, ejecutar o permitir el uso de los servicios de CURP a ningún ente, 
institución, organismo o asociación de los sectores público, privado o financiero en cualquiera de sus niveles y 
órdenes de gobierno que no intervengan en el presente Convenio. 

Lo anterior, en razón del reconocimiento expreso de que este servicio es únicamente para uso exclusivo 
de “EL ICTIECH”. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

“EL ICTIECH” deberá informar a “LA DGRNPI” cuando ocurra una vulneración a los datos personales que 
trata con motivo del objeto del presente instrumento jurídico o cuando detecte que sus servicios de 
infraestructura o de cómputo han sido vulnerados y pueda ocasionar una sustracción, alteración, daño, 
pérdida o destrucción de datos y/o de información materia del presente instrumento jurídico. 

“EL ICTIECH” previo a la transmisión de la información de los datos personales de sus usuarios, deberá 
comunicar a “LA DGRNPI” el aviso de privacidad y dar a conocer la finalidad a la que se encuentra sujeto el 
tratamiento de los datos que posee, cumpliendo asimismo con las obligaciones que le corresponden conforme 
al Capítulo II del Título Segundo de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados. 

Las obligaciones contempladas en esta Cláusula permanecerán vigentes y serán exigibles aún en el caso 
de que “LAS PARTES” dieran por terminado el presente Convenio. 

OCTAVA.- DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL.- “LAS PARTES” acuerdan que apoyarán los programas y 
acciones que se implementen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento, con sus respectivos 
recursos humanos, materiales y en la medida de su respectiva disponibilidad presupuestaria. 

NOVENA.- DERECHOS DE AUTOR Y PROPIEDAD INDUSTRIAL.- “LAS PARTES” acuerdan 
reconocerse recíprocamente la titularidad de los derechos de autor y de propiedad industrial que cada una 
tiene sobre patentes, marcas, modelos, dibujos industriales y derechos de autor, obligándose a mantenerlos 
vigentes durante la ejecución de este Convenio de Coordinación, pactando desde ahora, que los derechos 
que deriven de la ejecución del mismo, pertenecerán a la Parte que los genere; asimismo corresponderá a la 
Parte, cuyo personal haya realizado el trabajo que sea objeto de publicación, dándole el debido 
reconocimiento a quienes hayan intervenido en la realización del mismo. Si la producción se realizara 
conjuntamente los derechos corresponderán a “LAS PARTES”, en términos de las disposiciones jurídicas 
aplicables. 

DÉCIMA.- CESIÓN DE DERECHOS.- Ninguna de “LAS PARTES”, podrá ceder, transferir, enajenar o 
gravar por ningún acto jurídico a terceras personas, los derechos y obligaciones derivadas de la suscripción 
del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA PRIMERA.- AVISOS Y COMUNICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que realicen con motivo de la ejecución del objeto del presente instrumento, 
se llevarán a cabo por escrito, en los domicilios establecidos para tal efecto en las declaraciones o a través del 
correo electrónico que sea reconocido y acreditado expresamente por “LAS PARTES”, con acuse de recibo en 
todos los casos para que sea válida su exigibilidad como medio de notificación. 
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En caso de que “LAS PARTES” cambien su domicilio, deberán notificarlo por escrito con acuse de recibo a 
la otra Parte, con 10 (diez) días naturales de anticipación a la fecha en que se pretenda que surta efecto el 
cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán válidamente hechas en los domicilios 
señalados por “LAS PARTES”. 

En lo anterior se observará lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL.- El personal que cada una de “LAS PARTES” comisione, 
designe o contrate para la instrumentación, ejecución y operación de cualquier actividad relacionada con el 
presente Convenio, permanecerá en todo momento bajo la subordinación, dirección y dependencia de la Parte 
que lo designó o contrató, por lo que en ningún momento existirá relación laboral o administrativa alguna entre 
una Parte y el personal designado o contratado por la otra, ni operará la figura jurídica de patrón sustituto o 
solidario; independientemente de que dicho personal preste sus servicios fuera de las instalaciones de la 
Parte que lo designó o contrató, o preste dichos servicios en las instalaciones de la otra Parte, deslindándola 
desde ahora de cualquier responsabilidad que por éstos conceptos se le pretendiese fincar en materia 
administrativa, civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier otra índole, debiendo la institución 
que contrató al trabajador de que se trate, sacar en paz y a salvo a la otra Parte. 

DÉCIMA TERCERA.- MODIFICACIONES.- El presente instrumento podrá modificarse o adicionarse total 
o parcialmente durante su vigencia por acuerdo de “LAS PARTES”, a petición expresa y por escrito que 
cualquiera de ellas dirija a la otra a través de los responsables designados en la Cláusula Tercera, con al 
menos 30 (treinta) días naturales de anticipación a la fecha que se proponga la modificación o adición, en los 
términos previstos en el mismo. Las modificaciones o adiciones deberán constar por escrito y formarán parte 
del presente instrumento jurídico mediante Convenio Modificatorio, sin que ello implique la novación de 
aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación o adición. 

DÉCIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR.- Ninguna de “LAS PARTES” será 
responsable de cualquier retraso o incumplimiento de sus obligaciones en la realización del presente 
instrumento que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. 

En este supuesto la parte afectada deberá notificarlo a la otra tan pronto como le sea posible, así como 
tratar de tomar las previsiones que se requieran para remediar la situación. 

En el caso de que desaparezcan las causas que dieron origen al retraso o incumplimiento referido, 
inmediatamente se restaurará la ejecución del presente instrumento en la forma y términos que acuerden 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA QUINTA.- VIGENCIA.- El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de su 
suscripción y por tiempo indefinido. 

DÉCIMA SEXTA.- SUSPENSIÓN DEL SERVICIO.- En caso de que “EL ICTIECH” incumpla alguna de las 
obligaciones previstas en este instrumento jurídico o que “GOBERNACIÓN” detecte alguna actividad anormal 
en la consulta de los datos de registros de personas, se suspenderá inmediatamente el acceso al servicio y 
contraseña de consulta que se otorga mediante el presente instrumento. 

“GOBERNACIÓN” a través de la “DGRNPI” notificará por escrito o mediante el correo electrónico que sea 
reconocido por “LAS PARTES” el hecho o situación que originó la suspensión del servicio, a efecto de que se 
instale el Comité de Seguimiento y Evaluación a que se refieren las Cláusulas Tercera y Cuarta, en un término 
no mayor a 5 (cinco) días hábiles desde que se realizó la suspensión del servicio, a fin de dirimir y solucionar 
dicha situación. 

En caso de que la actividad anormal se haya debido a un hackeo o vulneración en la infraestructura 
o servicios de cómputo de “EL ICTIECH”, se acreditará que no existió dolo en un uso anormal del servicio 
y la suspensión del servicio se levantará hasta en tanto “EL ICTIECH”, acredite a plena satisfacción 
de “LA DGRNPI” que ha corregido la vulneración a su infraestructura y que ha reforzado sus medidas de 
seguridad técnicas y administrativas que eviten cualquier daño, sustracción, robo o mal uso de los datos 
de CURP. 

En caso de que se acredite que “EL ICTIECH” participó, autorizó, realizó o ejecutó en una o algunas de las 
causales descritas en la Cláusula siguiente, la suspensión del servicio se mantendrá vigente hasta en tanto, 
se ejecute la terminación anticipada de este instrumento jurídico. 
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DÉCIMA SÉPTIMA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA.- “LAS PARTES” acuerdan que cualquiera de ellas 
podrá dar por terminada su participación en el presente Convenio, trayendo como consecuencia la 
cancelación de acceso al servicio y contraseña de la consulta objeto del presente Convenio. 

La terminación se hará mediante notificación escrita con al menos 30 (treinta) días naturales anteriores a 
la fecha en que se pretenda dar por terminado el presente instrumento jurídico; en caso de existir actividades 
que se estén realizando o ejecutando con motivo del cumplimiento del presente instrumento, se les dará 
continuidad hasta su conclusión. 

Son causales para la terminación anticipada de este Convenio, de manera enunciativa mas no limitativa, 
las siguientes: 

1. Que cualquiera de “LAS PARTES” por voluntad propia y expresa notifique su deseo de dar por 
terminado dicho Convenio. 

2. “EL ICTIECH” incumpla con cualquiera de las obligaciones contraídas en este Convenio. 

3. Utilizar el servicio que se otorga para algún beneficio económico que implique lucro o pago por el 
mismo a favor de “EL ICTIECH”. 

4. Utilizar el servicio en favor de un tercero o permitir el acceso a los servicios CURP sin autorización de 
“LA DGRNPI”. 

5. Utilizar los servicios para un fin distinto al autorizado, o proporcionar los resultados de la consulta del 
servicio y compartir la contraseña que se otorga para ejecutar el mismo, por cualquier medio, a 
terceras personas, entendidas éstas como las personas morales de carácter privado, social o público 
y las personas físicas a las que “LA DGRNPI” no les haya otorgado ninguna autorización. 

6. Utilizar la consulta de la CURP o de los datos que se derivan de ella, para fines distintos a los 
estrictamente previstos en sus atribuciones o no se cumpla con la restricción de confidencialidad o 
reserva y no difusión de la información intercambiada, conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables al respecto. 

7. Cuando, ante una controversia, no exista acuerdo entre “LAS PARTES” que la resuelva. 

La terminación anticipada de este instrumento jurídico será independiente a las consecuencias legales, 
tanto penales como civiles, que pudieran derivarse de dicha acción, deslindando a “GOBERNACIÓN” y al 
personal de ésta, desde ahora, de cualquier responsabilidad que por estos conceptos se le pretendiese fincar 
en materia administrativa, civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier otra índole, debiendo 
“EL ICTIECH” sacar en paz y a salvo a “GOBERNACIÓN”. 

DÉCIMA OCTAVA.- PUBLICACIÓN.- El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el Periódico 
Oficial, Órgano de Difusión Oficial del Estado Libre y Soberano de Chiapas en términos de lo dispuesto por el 
artículo 13, fracción IV de la Ley Estatal del Periódico Oficial. 

DÉCIMA NOVENA.- INTERPRETACIÓN Y CONTROVERSIAS.- “LAS PARTES” están de acuerdo en que 
el presente instrumento jurídico es producto de la buena fe, por lo cual los conflictos que llegasen a 
presentarse por cuanto hace a su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento serán 
resueltos de común acuerdo a través del Comité de Seguimiento y Evaluación a que se refieren las Cláusulas 
Tercera y Cuarta, sin transgredir lo dispuesto en la legislación aplicable. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México, renunciando expresamente a 
cualquier otro fuero o legislación que pudiera corresponderles por razón de sus domicilios presentes o futuros 
o por cualquier otra causa. 

Leído que fue por las partes el presente instrumento jurídico y enteradas de su contenido, valor y alcance 
legal, lo firman por quintuplicado en la Ciudad de México el 18 de febrero de 2022.- Por Gobernación: 
el Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- 
Rúbrica.- Por el ICTIECH: el Director General del Instituto de Ciencia, Tecnología e Innovación del Estado de 
Chiapas, Helmer Ferras Coutiño.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación que celebran la Secretaría de Gobernación y el Instituto de Información e 
Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del Estado de México, para promover la adopción, el uso y la 
certificación de la Clave Única de Registro de Población (CURP), entre los usuarios del IGECEM. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO 

DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ “GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS 

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD, EN LO SUCESIVO 

“LA DGRNPI”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, DIRECTOR 

GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD, Y POR LA OTRA PARTE, EL INSTITUTO DE 

INFORMACIÓN E INVESTIGACIÓN GEOGRÁFICA, ESTADÍSTICA Y CATASTRAL DEL ESTADO DE MÉXICO, A QUIEN 

EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ “IGECEM”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR ÓSCAR SÁNCHEZ GARCÍA, 

EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO DE INFORMACIÓN E INVESTIGACIÓN GEOGRÁFICA, 

ESTADÍSTICA Y CATASTRAL DEL ESTADO DE MÉXICO; A QUIENES ACTUANDO CONJUNTAMENTE SE LES 

DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS 

SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) en los artículos 1 y 4 determina que 
todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; y que toda persona tiene derecho a la identidad y a 
ser registrado de manera inmediata a su nacimiento; el Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. 
Por lo que, el derecho a la identidad es un derecho humano que toda persona debe gozar. 

Asimismo, la CPEUM en el artículo 36, fracción I, establece como obligación de los ciudadanos de la 
República, inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que determinen las leyes, 
siendo la organización y el funcionamiento permanente del mismo, la expedición del documento que acredite 
la ciudadanía mexicana, servicios de interés público, y por tanto, responsabilidad que corresponde al Estado y 
a los ciudadanos en los términos que establezca la Ley. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en el artículo 27, fracción VI, dispone que a 
“GOBERNACIÓN” le corresponde formular y conducir la política de población e interculturalidad y operar el 
Servicio Nacional de Identificación Personal (SNIP), en términos de las leyes aplicables; y tiene a su cargo 
el registro y acreditación de la identidad de todas las personas residentes en el país y de los nacionales 
que residan en el extranjero, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 85 de la Ley General de 
Población (LGP). 

La LGP establece en el artículo 86 que el Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a 
cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar 
fehacientemente su identidad. 

Asimismo, en su artículo 91, establece que al incorporar a una persona en el Registro Nacional de 
Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población (CURP), la cual 
servirá para registrarla e identificarla en forma individual. 

“GOBERNACIÓN” coordinará los métodos de identificación y registro de las dependencias de la 
Administración Pública Federal (APF), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 92 de la LGP. 

Por su parte, el artículo 94 de la LGP establece que las autoridades de la Federación, de los estados y de 
los municipios, serán auxiliares de la Secretaría de Gobernación en las funciones que a ésta correspondan en 
materia de registro de población. 

El Reglamento de la LGP en su artículo 82 establece, que las dependencias y entidades de la APF tienen 
la obligación de proporcionar al Registro Nacional de Población, cuando éste lo solicite, la información de las 
personas incorporadas en sus respectivos registros; “GOBERNACIÓN”, deberá celebrar convenios con 
las administraciones públicas estatales y municipales, así como con instituciones privadas, para los efectos 
antes señalados. 

El 23 de octubre de 1996, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el “Acuerdo para la 
Adopción y Uso por la Administración Pública Federal de la Clave Única de Registro de Población”, que en su 
artículo 1o. establece que la CURP se asignará a todas las personas físicas domiciliadas en el territorio 
nacional, así como a los nacionales domiciliados en el extranjero y conforme al artículo 3o., corresponde la 
asignación de la misma a “LA DGRNPI” de “GOBERNACIÓN”. 
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La CURP, es la única clave que se emite para las personas mexicanas por nacimiento, por naturalización, 
y repatriadas sin registro previo, así como a las personas extranjeras solicitantes de la condición de refugiado 
y protección complementaria, solicitantes de asilo político, con condición de estancia de visitantes y con 
condición de estancia de residentes temporales o permanentes, sean menores o mayores de edad, y su 
establecimiento y adopción como una clave única y homogénea en los registros de personas a cargo de las 
dependencias y entidades de la APF constituye un elemento de apoyo para el diseño y conducción de una 
adecuada política de población, pues la amplitud de su cobertura y carácter obligatorio la hacen un 
instrumento de registro y acreditación fehaciente y confiable en la identidad de la población, en términos del 
Instructivo Normativo para la asignación de la Clave Única de Registro de Población publicado en el DOF el 
18 de junio de 2018, y modificado el 18 de octubre de 2021. 

El Registro Nacional de Población, como instrumento para la identificación de las personas que componen 
la población del país, es indispensable para que las dependencias y entidades que integran diversos registros 
de personas, adopten la CURP, e intercambien información con “GOBERNACIÓN” que permita validarla; 
logrando con ello, por un lado, que las personas ejerciten sus derechos y, por el otro, que el “IGECEM” agilice 
los trámites que efectúa, en el ámbito de su competencia; por lo que, el “IGECEM” y “GOBERNACIÓN” 
deberán celebrar convenios para los efectos antes señalados. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, contempla en su 
apartado “I. Política y Gobierno”, punto cuatro “Cambio de paradigma en seguridad”, Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública, objetivo 8 “Articular la seguridad nacional, la seguridad pública y la paz” el objetivo 
estratégico “Construir las bases para la creación de un Documento Único de Identificación Nacional 
biometrizado”. 

El Programa Sectorial de Gobernación 2020-2024, publicado en el DOF el 25 de junio de 2020, prevé en 
su Objetivo prioritario 4, Estrategia prioritaria 4.4, las Acciones Puntuales siguientes: 4.4.2 Impulsar 
instrumentos normativos de colaboración con el sector público de los tres órdenes de gobierno y el sector 
privado, encaminados a consolidar el Registro Nacional de Población y 4.4.7 Consolidar e impulsar la 
adopción y uso de la CURP en los sectores público y privado para que constituya la llave primaria y el 
elemento de interoperabilidad en los programas y servicios que brinda a la población. 

Por su parte, el “IGECEM” surge de la necesidad de crear un organismo con capacidad funcional y 
jerárquica para realizar las funciones inherentes a la generación de información estadística y geográfica, 
y facilitar su operación como una entidad globalizadora dentro del Poder Ejecutivo Estatal. 

Fue hasta el 26 de diciembre de 1991 que la LI Legislatura del Estado de México aprobó por unanimidad 
la Ley de Información e Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del Estado de México (LIGECEM), 
por Decreto Número 47, mediante la cual se creó el Instituto de Información e Investigación Geográfica, 
Estadística y Catastral del Estado de México, de conformidad con lo establecido en el artículo 26 de 
dicha Ley. 

El 22 de agosto de 2005 fue publicado en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno”, el Decreto número 
152 de la LV Legislatura del Estado de México por el que se abrogó la LIGECEM y se adicionó el Libro 
Décimo Cuarto al Código Administrativo del Estado de México (CÓDIGO), que en su artículo 14.1 señala que 
ese Libro tiene por objeto, establecer las bases para la captación, generación, integración, organización y 
divulgación de la información e investigación geográfica, estadística y catastral en el Estado de México y 
establecer la estructura orgánica necesaria para el efecto. 

El “IGECEM” tiene por objeto —entre otros—; planear, crear, desarrollar, establecer, operar, resguardar, 
conservar y actualizar el Sistema Estatal, para apoyar al Sistema de Planeación Democrática para el 
Desarrollo del Estado de México y Municipios; y prestar el Servicio Estatal para satisfacer los requerimientos 
de información geográfica, estadística y catastral de las dependencias y entidades de los poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, de los ayuntamientos y del público en general, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 14.3, fracción I y 14.44, fracciones I y II del CÓDIGO. 

En términos del artículo 14.45, fracciones X, XVI y XVIII del CÓDIGO entre las atribuciones del “IGECEM” 
se encuentran: realizar el acopio, procesamiento, edición, publicación y divulgación de información geográfica, 
estadística y catastral; ejecutar los trabajos catastrales y ejercer las atribuciones en la materia; y difundir y 
prestar el servicio público de información. 
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Asimismo, corresponde al Director General del “IGECEM” promover acciones para la modernización 

administrativa, mejora regulatoria, gobierno digital y gestión de la calidad en los trámites y servicios que presta 

el “IGECEM”, así como vigilar su ejecución y cumplimiento; según lo estipulado en el artículo 10, fracción XIV 

del Reglamento Interior del Instituto de Información e Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del 

Estado de México (RIIGECEM). 

En este contexto, el “IGECEM”, en cumplimiento a la atribución prevista en el artículo 10, fracción XIV del 

RIIGECEM, y como medida de adaptación a la dinámica de atención al público mediante servicios digitales de 

vanguardia y acercamiento a la ciudadanía, ha determinado que para la gestión y seguimiento de los trámites 

y servicios en materia geográfica, estadística y/o catastral que brinda el “IGECEM”, se utilice la CURP como 

medio de acceso de sus usuarios a los servicios digitales antes mencionados; por tanto, el “IGECEM” requiere 

verificar la CURP de sus usuarios, validando sus datos, a través de los servicios de consulta web de CURP 

que otorga “LA DGRNPI”. 

Ahora bien, para efectos del presente instrumento jurídico, se entenderá por usuarios del “IGECEM” a las 

personas físicas que solicitan los productos y servicios que éste brinda, mediante el acceso a la Ventanilla 

Única de Atención, dentro de la página web institucional https://igecem.edomex.gob.mx que tiene a su cargo 

el “IGECEM” en materia geográfica, estadística y/o catastral. 

Por lo que, con la finalidad de fortalecer a la APF, en el registro e identificación personal, “LAS PARTES” 

manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1. Es una dependencia de la APF Centralizada, en los términos de los artículos 90 de la CPEUM; 1o., 

2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 85 de la LGP y 1o. 

del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, en lo sucesivo RISEGOB, teniendo entre 

sus atribuciones el registro y la acreditación de la identidad de las personas residentes en el país y 

de los nacionales que residan en el extranjero. 

I.2. En términos del artículo 58 fracciones I, II y III del RISEGOB, “LA DGRNPI” tiene entre sus 

atribuciones organizar, integrar y administrar el Registro Nacional de Población, operar el SNIP y 

asignar la CURP. 

I.3. Jorge Leonel Wheatley Fernández, Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, 

cuenta con facultades para la suscripción del presente instrumento jurídico, de conformidad con los 

artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 9, 10, fracción V y 58 del RISEGOB. 

I.4.  Señala como domicilio para los efectos legales del presente instrumento, el ubicado en Roma 

número 41, Colonia Juárez, Código Postal 06600, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, Ciudad 

de México. 

II.  El “IGECEM”, declara que: 

II.1.  Es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, tal y como lo 

estipula el artículo 14.43 del CÓDIGO. 

II.2. Óscar Sánchez García, en su carácter de Director General del Instituto de Información e 

Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del Estado de México, cuenta con las atribuciones y 

facultades suficientes para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad con los artículos 

1.5, fracción VI, 1.40, 14.4, fracción IV, 14.8, fracciones I y IX, y 14.47, fracción II del CÓDIGO; y 6, 

fracción II y 10, fracción XIV del RIIGECEM y acredita su personalidad con el nombramiento otorgado 

a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado de México, el 01 de noviembre de 2021. 

II.3. Su clave de Registro Federal de Contribuyentes es III9112263A8. 

II.4.  Señala como domicilio para los efectos legales del presente instrumento, el ubicado en Avenida 

Alfredo Del Mazo, número 1135, interior B, Colonia La Magdalena, Código Postal 50010, Toluca de 

Lerdo, Estado de México. 
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III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1. Se reconocen mutuamente la existencia y personalidad jurídica con que se ostentan, manifestando 
que a su firma no existen vicios del consentimiento. 

III.2.  Es su voluntad coordinarse de la forma más amplia y respetuosa para el cumplimiento y desarrollo 
del objeto y las actividades que se deriven del presente Convenio de Coordinación. 

III.3.  Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, coordinación y 
apoyo para la consecución del objeto de este instrumento al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio de Coordinación tiene por objeto establecer la coordinación 
entre “LAS PARTES” para promover la adopción, el uso y la certificación de la CURP, entre los usuarios del 
“IGECEM” descritos en los antecedentes del presente instrumento, con la finalidad de que el “IGECEM” se 
encuentre en posibilidad de consultar, validar e intercambiar información con “LA DGRNPI”, en términos 
del Anexo Técnico que forma parte integrante del presente instrumento jurídico. 

SEGUNDA.- LÍNEAS DE ACCIÓN.- En los términos del presente instrumento y derivado de las acciones 
de trabajo que serán acordadas por escrito entre “LAS PARTES”, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, se desarrollarán, de manera enunciativa mas no limitativa, las actividades siguientes: 

I. “GOBERNACIÓN” a través de “LA DGRNPI”, proporcionará al “IGECEM” el servicio web de CURP a 
efecto de que el “IGECEM” valide en línea y en tiempo real, los registros contenidos en sus bases de 
datos y cuente en todo momento con el estatus de la CURP vigente, en los términos del Anexo 
Técnico correspondiente; 

II. “LA DGRNPI” realizará las confrontas de datos que le solicite el “IGECEM” con aquellos contenidos 
en la Base de Datos Nacional de la Clave Única de Registro de Población (BDNCURP) para verificar 
los datos de identidad legal de sus usuarios; 

III. EL “IGECEM”, adoptará la CURP, como elemento de identificación individual en los registros de los 
usuarios, en los casos que resulte aplicable conforme al presente instrumento y su Anexo Técnico; 

IV. El “IGECEM” presentará a “LA DGRNPI” los registros de sus usuarios que haya conformado con 
anterioridad a la firma del presente Convenio, para su confronta en la BDNCURP y previa verificación 
de los datos de identidad contenidos en los mismos, integrar la CURP de sus usuarios; 

V. El “IGECEM” coadyuvará con “LA DGRNPI” para mantener permanentemente actualizadas las bases 
de datos que integran el Registro Nacional de Población; para ello, el “IGECEM” verificará que la 
CURP de sus usuarios se encuentre certificada por el Registro Civil; en caso contrario, cuando su 
proceso técnico-operativo lo permita, el “IGECEM” orientará a sus usuarios para que acudan ante 
la Oficialía del Registro Civil que corresponda, en alguno de los 32 Estados integrantes de la 
Federación, a realizar los trámites procedentes y lograr su certificación; 

VI. El “IGECEM” enviará a “LA DGRNPI”, dentro de los primeros 5 (cinco) días de cada mes, el informe 
del consumo de consultas de la CURP que haya realizado en el mes inmediato anterior; 

VII. “LA DGRNPI”, en cualquier momento de la vigencia del presente instrumento jurídico, realizará 
verificaciones a las acciones que realice el “IGECEM” respecto del cumplimiento del objeto del 
presente Convenio; 

VIII. El “IGECEM” declara y reconoce expresamente que utilizará exclusivamente los servicios CURP, 
materia del presente instrumento jurídico para el cumplimiento del objeto del presente convenio, en 
apego a sus atribuciones legales; 

IX. Para tal efecto, el servicio será utilizado por las áreas adscritas al “IGECEM”, conforme su estructura 
orgánica, a través de las personas autorizadas para ello, las cuales se obligan a cumplir con las 
obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico y su Anexo Técnico; y 

X. Las demás que sean acordadas por “LAS PARTES” para la consecución del objeto del 
presente instrumento. 
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TERCERA.- COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- “LAS PARTES” acuerdan que para llevar a 
cabo el pleno cumplimiento del presente instrumento, se instalará un Comité de Seguimiento y Evaluación, 
mismo que estará integrado por dos representantes de cada una de “LAS PARTES”. 

“LAS PARTES” designan, como responsables del seguimiento y evaluación de las actividades, a: 

Por “LA DGRNPI” Por el “IGECEM” 

● La persona Titular de la Coordinación de 
Registro Poblacional. 

● La persona Titular de la Dirección del Registro 
de Clave Única de Población. 

● La persona Titular de la Coordinación de 
Informática. 

● La persona Titular de la Dirección de 
Servicios de Información. 

 

Los responsables designados participarán dentro del ámbito de su competencia, en la realización de 
acciones encaminadas al cumplimiento del objeto de este instrumento jurídico. 

“LAS PARTES” acuerdan que los responsables podrán designar a las personas con el nivel jerárquico 
inmediato inferior, para que los asistan en las funciones encomendadas o, en su caso, los suplan en sus 
ausencias, previa comunicación escrita de aceptación por cada una de “LAS PARTES”. 

CUARTA.- FUNCIONES DEL COMITÉ DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.- Dicho Comité tendrá las 
siguientes funciones: 

● Establecer un Programa de Trabajo y los mecanismos de seguimiento correspondientes; 

● Dar seguimiento a las acciones que se desarrollen con motivo del cumplimiento al objeto del 
presente instrumento; 

● Elaborar y revisar los proyectos que atiendan las actividades mencionadas en el objeto del presente 
instrumento jurídico, así como los resultados de las acciones derivadas de la ejecución del 
presente Convenio; 

● Dirimir y resolver cualquier controversia sobre la interpretación, ejecución, operación, cumplimiento, 
suspensión del servicio o terminación anticipada del presente Convenio o de los instrumentos que de 
él se deriven; y 

● Las demás que acuerden de manera conjunta y que permitan el mejor desarrollo de las 
funciones anteriores. 

El Comité de Seguimiento y Evaluación podrá sesionar en cualquier tiempo a solicitud de “LAS PARTES”, 
con la finalidad de discutir y, en su caso, aprobar las propuestas de trabajo que éstas presenten, así como 
atender y resolver las controversias que llegaren a suscitarse. 

QUINTA.- ANEXO TÉCNICO.- “LAS PARTES” apoyarán al cumplimiento del objeto del presente 
instrumento jurídico, por lo que suscribirán el Anexo Técnico citado en las Cláusulas Primera y Segunda, 
mediante el cual se determina las particularidades técnicas de su operación y ejecución, por lo que deberán 
apegarse a su contenido. 

SEXTA.- CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS.- “LAS PARTES” se comprometen a determinar las 
características técnicas, alcances, términos y condiciones en los que se llevarán a cabo las acciones de 
trabajo que no se contemplen en el Anexo Técnico, las cuales serán acordadas y resueltas por escrito entre 
“LAS PARTES” a través del Comité de Seguimiento y Evaluación y formarán parte integrante del presente 
Convenio, en cuyo caso se identificarán por versiones de aquél, sin que sea necesaria la celebración de 
instrumentos jurídicos modificatorios. 

SÉPTIMA.- CONFIDENCIALIDAD.- “LAS PARTES” se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, y demás disposiciones que resulten aplicables. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio, “LAS PARTES” que 
llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra Parte, por este medio se 
obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del Convenio;  
(ii) abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte;  
(iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
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Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y las demás disposiciones aplicables; 
(iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir los datos personales 
objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio (vi) abstenerse de transferir los datos personales a 
persona física o moral diversa a las que intervienen en la suscripción del presente instrumento jurídico 
ya sea entidad, dependencia, institución u organismo autónomo del sector público en cualquiera de sus 
órdenes o niveles de gobierno, o sector privado o financiero, dentro del territorio nacional o fuera de éste y 
(vii) abstenerse de autorizar, participar, ejecutar o permitir el uso de los servicios de CURP a ningún ente, 
institución, organismo o asociación de los sectores público, privado o financiero en cualquiera de sus niveles y 
órdenes de gobierno que no intervengan en el presente Convenio. 

Lo anterior, en razón del reconocimiento expreso de que este servicio es únicamente para uso exclusivo 
del “IGECEM”. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

El “IGECEM” deberá informar a “LA DGRNPI” cuando ocurra una vulneración a los datos personales que 
trata con motivo del objeto del presente instrumento jurídico o cuando detecte que sus servicios de 
infraestructura o de cómputo han sido vulnerados y pueda ocasionar una sustracción, alteración, daño, 
pérdida o destrucción de datos y/o de información materia del presente instrumento jurídico. 

El “IGECEM” previo a la transmisión de la información de los datos personales de sus usuarios, deberá 
comunicar a “LA DGRNPI” el aviso de privacidad y dar a conocer la finalidad a la que se encuentra sujeto el 
tratamiento de los datos que posee, cumpliendo asimismo con las obligaciones que le corresponden conforme 
al Capítulo II del Título Segundo de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados. 

Las obligaciones contempladas en esta Cláusula permanecerán vigentes y serán exigibles aún en el caso 
de que “LAS PARTES” dieran por terminado el presente Convenio. 

OCTAVA.- DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL.- “LAS PARTES” acuerdan que apoyarán los programas y 
acciones que se implementen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento, con sus respectivos 
recursos humanos, materiales y en la medida de su respectiva disponibilidad presupuestaria. 

NOVENA.- DERECHOS DE AUTOR Y PROPIEDAD INDUSTRIAL.- “LAS PARTES” acuerdan 
reconocerse recíprocamente la titularidad de los derechos de autor y de propiedad industrial que cada una 
tiene sobre patentes, marcas, modelos, dibujos industriales y derechos de autor, obligándose a mantenerlos 
vigentes durante la ejecución de este Convenio de Coordinación, pactando desde ahora, que los derechos 
que deriven de la ejecución del mismo, pertenecerán a la Parte que los genere; asimismo corresponderá a la 
Parte, cuyo personal haya realizado el trabajo que sea objeto de publicación, dándole el debido 
reconocimiento a quienes hayan intervenido en la realización del mismo. Si la producción se realizara 
conjuntamente los derechos corresponderán a “LAS PARTES”, en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

DÉCIMA.- CESIÓN DE DERECHOS.- Ninguna de “LAS PARTES”, podrá ceder, transferir, enajenar o 
gravar por ningún acto jurídico a terceras personas, los derechos y obligaciones derivadas de la suscripción 
del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA PRIMERA.- AVISOS Y COMUNICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que realicen con motivo de la ejecución del objeto del presente instrumento, 
se llevarán a cabo por escrito, en los domicilios establecidos para tal efecto en las declaraciones o a través del 
correo electrónico que sea reconocido y acreditado expresamente por “LAS PARTES”, con acuse de recibo en 
todos los casos para que sea válida su exigibilidad como medio de notificación. 
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En caso de que “LAS PARTES” cambien su domicilio, deberán notificarlo por escrito con acuse de recibo a 
la otra Parte, con 10 (diez) días naturales de anticipación a la fecha en que se pretenda que surta efecto el 
cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán válidamente hechas en los domicilios 
señalados por “LAS PARTES”. 

En lo anterior se observará lo dispuesto por el artículo 35, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL.- El personal que cada una de “LAS PARTES” comisione, 
designe o contrate para la instrumentación, ejecución y operación de cualquier actividad relacionada con el 
presente Convenio, permanecerá en todo momento bajo la subordinación, dirección y dependencia de la Parte 
que lo designó o contrató, por lo que en ningún momento existirá relación laboral o administrativa alguna entre 
una Parte y el personal designado o contratado por la otra, ni operará la figura jurídica de patrón sustituto o 
solidario; independientemente de que dicho personal preste sus servicios fuera de las instalaciones de la parte 
que lo designó o contrató, o preste dichos servicios en las instalaciones de la otra Parte, deslindándola desde 
ahora de cualquier responsabilidad que por éstos conceptos se le pretendiese fincar en materia administrativa, 
civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier otra índole, debiendo la institución que contrató al 
trabajador de que se trate, sacar en paz y a salvo a la otra Parte. 

DÉCIMA TERCERA.- MODIFICACIONES.- El presente instrumento podrá modificarse o adicionarse total 
o parcialmente durante su vigencia por acuerdo de “LAS PARTES”, a petición expresa y por escrito que 
cualquiera de ellas dirija a la otra a través de los responsables designados en la cláusula Tercera, con al 
menos 30 (treinta) días naturales de anticipación a la fecha que se proponga la modificación o adición, en los 
términos previstos en el mismo. Las modificaciones o adiciones deberán constar por escrito y formarán parte 
del presente instrumento jurídico mediante Convenio Modificatorio, sin que ello implique la novación de 
aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación o adición. 

DÉCIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR.- Ninguna de “LAS PARTES” será 
responsable de cualquier retraso o incumplimiento de sus obligaciones en la realización del presente 
instrumento que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. 

En este supuesto la parte afectada deberá notificarlo a la otra tan pronto como le sea posible, así como 
tratar de tomar las previsiones que se requieran para remediar la situación. 

En el caso de que desaparezcan las causas que dieron origen al retraso o incumplimiento referido, 
inmediatamente se restaurará la ejecución del presente instrumento en la forma y términos que acuerden 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA QUINTA.- VIGENCIA.- El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de su 
suscripción y por tiempo indefinido. 

DÉCIMA SEXTA.- SUSPENSIÓN DEL SERVICIO.- En caso de que el “IGECEM” incumpla alguna de las 
obligaciones previstas en este instrumento jurídico o que “GOBERNACIÓN” detecte alguna actividad anormal 
en la consulta de los datos de registros de personas, se suspenderá inmediatamente el acceso al servicio y 
contraseña de consulta que se otorga mediante el presente instrumento. 

“GOBERNACIÓN” a través de la “DGRNPI” notificará por escrito o mediante el correo electrónico que sea 
reconocido por “LAS PARTES” el hecho o situación que originó la suspensión del servicio, a efecto de que se 
instale el Comité de Seguimiento y Evaluación a que se refieren las Cláusulas Tercera y Cuarta, en un término 
no mayor a 5 (cinco) días hábiles desde que se realizó la suspensión del servicio, a fin de dirimir y solucionar 
dicha situación. 

En caso de que la actividad anormal se haya debido a un hackeo o vulneración en la infraestructura 
o servicios de cómputo del “IGECEM”, se acreditará que no existió dolo en un uso anormal del servicio 
y la suspensión del servicio se levantará hasta en tanto el “IGECEM”, acredite a plena satisfacción 
de “LA DGRNPI” que ha corregido la vulneración a su infraestructura y que ha reforzado sus medidas de 
seguridad técnicas y administrativas que eviten cualquier daño, sustracción, robo o mal uso de los datos 
de CURP. 

En caso de que se acredite que el “IGECEM” participó, autorizó, realizó o ejecutó en una o algunas de las 
causales descritas en la cláusula siguiente, la suspensión del servicio se mantendrá vigente hasta en tanto, se 
ejecute la terminación anticipada de este instrumento jurídico. 
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DÉCIMA SÉPTIMA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA.- “LAS PARTES” acuerdan que cualquiera de ellas 
podrá dar por terminada su participación en el presente Convenio, trayendo como consecuencia la 
cancelación de acceso al servicio y contraseña de la consulta objeto del presente Convenio. 

La terminación se hará mediante notificación escrita con al menos 30 (treinta) días naturales anteriores a 
la fecha en que se pretenda dar por terminado el presente instrumento jurídico; en caso de existir actividades 
que se estén realizando o ejecutando con motivo del cumplimiento del presente instrumento, se les dará 
continuidad hasta su conclusión. 

Son causales para la terminación anticipada de este Convenio, de manera enunciativa mas no limitativa, 
las siguientes: 

1. Que cualquiera de “LAS PARTES” por voluntad propia y expresa notifique su deseo de dar por 
terminado dicho Convenio. 

2. El “IGECEM” incumpla con cualquiera de las obligaciones contraídas en este Convenio. 

3. Utilizar el servicio que se otorga para algún beneficio económico que implique lucro o pago por el 
mismo a favor del “IGECEM”. 

4. Utilizar el servicio en favor de un tercero o permitir el acceso a los servicios CURP sin autorización de 
“LA DGRNPI”. 

5. Utilizar los servicios para un fin distinto al autorizado, o proporcionar los resultados de la consulta del 
servicio y compartir la contraseña que se otorga para ejecutar el mismo, por cualquier medio, a 
terceras personas, entendidas éstas como las personas morales de carácter privado, social o público 
y las personas físicas a las que “LA DGRNPI” no les haya otorgado ninguna autorización. 

6. Utilizar la consulta de la CURP o de los datos que se derivan de ella, para fines distintos a los 
estrictamente previstos en sus atribuciones o no se cumpla con la restricción de confidencialidad o 
reserva y no difusión de la información intercambiada, conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables al respecto. 

7. Cuando, ante una controversia, no exista acuerdo entre “LAS PARTES” que la resuelva. 

La terminación anticipada de este instrumento jurídico será independiente a las consecuencias legales, 
tanto penales como civiles, que pudieran derivarse de dicha acción, deslindando a “GOBERNACIÓN” y al 
personal de ésta, desde ahora, de cualquier responsabilidad que por estos conceptos se le pretendiese fincar 
en materia administrativa, civil, laboral, penal, fiscal, judicial, sindical o de cualquier otra índole, debiendo el 
“IGECEM” sacar en paz y a salvo a “GOBERNACIÓN”. 

DÉCIMA OCTAVA.- PUBLICACIÓN.- El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y en el Periódico 
Oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado de México, en términos de lo estipulado en el artículo 5, fracción III 
de la Ley del Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado de México.  

DÉCIMA NOVENA.- INTERPRETACIÓN Y CONTROVERSIAS.- “LAS PARTES” están de acuerdo en que 
el presente instrumento jurídico es producto de la buena fe, por lo cual los conflictos que llegasen a 
presentarse por cuanto hace a su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento serán 
resueltos de común acuerdo a través del Comité de Seguimiento y Evaluación a que se refieren las Cláusulas 
Tercera y Cuarta, sin transgredir lo dispuesto en la legislación aplicable. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México, renunciando expresamente a 
cualquier otro fuero o legislación que pudiera corresponderles por razón de sus domicilios presentes o futuros 
o por cualquier otra causa. 

Leído que fue por las partes el presente instrumento jurídico y enteradas de su contenido, valor y alcance 
legal, lo firman en cinco ejemplares en la Ciudad de México el 25 de febrero de 2022.- Por Gobernación: 
el Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- 
Rúbrica.- Por el IGECEM: el Director General del Instituto de Información e Investigación Geográfica, 
Estadística y Catastral del Estado de México, Óscar Sánchez García.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE 
Y RECURSOS NATURALES 

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente, en materia de ordenamiento ecológico del territorio nacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 

Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, EN MATERIA DE ORDENAMIENTO ECOLÓGICO DEL TERRITORIO NACIONAL. 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 1o., fracción IX; 20 Bis 2, tercer párrafo y 20 Bis 5, fracción III; 
se adicionan la fracción VII al artículo 19; tres párrafos al artículo 20 Bis 1 y un artículo 20 Bis 8 a la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1o.- ... 

I.- a VIII.- ... 

IX.- El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción y concertación entre autoridades, 
entre éstas y las Instituciones académicas y de investigación, los sectores social y privado, así como con 
personas y grupos sociales, en materia ambiental; 

X.- ... 

... 

ARTÍCULO 19.- ... 

I.- a IV.- ... 

V.- El impacto ambiental de nuevos asentamientos humanos, vías de comunicación y demás obras o 
actividades; 

VI.- Las modalidades que de conformidad con la presente Ley, establezcan los decretos por los que se 
constituyan las áreas naturales protegidas, así como las demás disposiciones previstas en el programa de 
manejo respectivo, en su caso, y 

VII.- Las cuencas hidrográficas e hidrológicas y acuíferos existentes reguladas por los ordenamientos 
respectivos. 

ARTÍCULO 20 BIS 1.- ... 

... 

Los programas de ordenamiento ecológico regional y ordenamiento ecológico local, contarán con Comités 
de ordenamiento ecológico territorial, como órganos de participación social, y espacios de concertación, 
colaboración, transparencia y rendición de cuentas. 

Para la integración de los Comités, la Secretaría, las entidades federativas, los Municipios y 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México promoverán la participación de personas, organizaciones, 
grupos e instituciones de los sectores público, privado, social, académico y de investigación, con el fin de 
obtener su opinión técnica sobre la congruencia de planes, programas y acciones sectoriales en el área  
de estudio. 

Los Comités a que hace referencia el presente artículo, se ajustarán a lo que se determine en los 
convenios de coordinación y concertación respectivos. En los convenios referidos se determinará si las 
opiniones de los Comités podrán ser vinculantes a las políticas públicas, los planes, programas y 
presupuestos de las autoridades ejecutivas correspondientes, en materia de ordenamiento  
ecológico territorial. 
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ARTÍCULO 20 BIS 2.- ... 

... 

Cuando un programa de ordenamiento ecológico regional incluya un área natural protegida, competencia 
de la Federación, o parte de ella, el programa deberá ser elaborado y aprobado en forma conjunta por la 
Secretaría y los gobiernos de las entidades federativas y Municipios o demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, previa opinión emitida por los Comités de ordenamiento ecológico territorial 
correspondientes, en que se ubique, según corresponda. 

ARTÍCULO 20 BIS 5.- ... 

I.- y II.- ... 

III.- Las previsiones contenidas en los programas de ordenamiento ecológico local del territorio, mediante 
las cuales se regulen los usos del suelo, se referirán únicamente a las áreas localizadas fuera de los límites 
de los centros de población. En los programas de ordenamiento ecológico local del territorio se establecerán 
límites geográficos hasta donde se pueden extender las áreas urbanizables de los centros de población en el 
territorio ordenado. Cuando en dichas áreas se pretenda la ampliación de un centro de población o la 
realización de proyectos de desarrollo urbano, se deberá cumplir con lo que establezca el programa de 
ordenamiento ecológico respectivo, el cual sólo podrá modificarse mediante el procedimiento que establezca 
la legislación local en la materia; 

IV.- a VIII.- ... 

ARTÍCULO 20 BIS 8.- La Secretaría promoverá el proceso de consulta previa, libre e informada y la 
participación de las comunidades indígenas y afromexicanas, las comunidades equiparables y de los 
propietarios y poseedores de la tierra en los procesos de elaboración, observancia, revisión y modificación de 
los Ordenamientos Ecológicos Territoriales, Ordenamientos Ecológicos Regionales y Ordenamientos 
Ecológicos Locales. 

Transitorio 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Ciudad de México, a 2 de marzo de 2022.- Dip. Sergio Carlos Gutiérrez Luna, Presidente.- Sen. Olga 
Sánchez Cordero Dávila, Presidenta.- Dip. María Macarena Chávez Flores, Secretaria.- Sen. Verónica 
Delgadillo García, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 16 de marzo de 2022.- Andrés Manuel López 
Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo 
Forestal Sustentable. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE. 

Artículo Único.- Se reforman el primer párrafo del artículo 70; el artículo 83; el primer párrafo del  
artículo 92; la fracción XIV del artículo 155; y las fracciones I y III del artículo 157; se adicionan un artículo 
92 Bis; y una fracción XXIX, recorriéndose en su orden la actual que pasa a ser la fracción XXX, al artículo 
155; y se deroga el segundo párrafo del artículo 70 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, para 
quedar como sigue: 
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Artículo 70. La Secretaría y la Comisión a solicitud expresa del interesado, realizarán los trámites 
necesarios para el otorgamiento de la documentación que acredite la legal procedencia y la transportación de 
los productos forestales y las materias primas obtenidos en términos de esta Ley y su Reglamento. 

(Se deroga) 

Artículo 83. El titular del aviso de plantación forestal comercial deberá informar anualmente a la 
Secretaría, los volúmenes de materias primas que obtenga del aprovechamiento, en los términos  
del Reglamento. 

Artículo 92. Para el funcionamiento de centros de almacenamiento y transformación de materias primas 
forestales y de centros no integrados a un centro de transformación primaria, se requiere de autorización de la 
Secretaría de acuerdo con los requisitos y procedimientos previstos en el Reglamento de esta Ley, o en las 
Normas Oficiales Mexicanas que para tal efecto se expidan, los que comprenderán aspectos relacionados con 
contratos, cartas de abastecimiento, balances oferta-demanda, libros de registro de entradas y salidas e 
inscripciones en el registro. Lo anterior, con independencia de las licencias, autorizaciones o permisos que 
deban otorgar las autoridades locales. 

... 

Artículo 92 Bis. Los propietarios de los centros de almacenamiento y transformación de materias primas y 
productos forestales, deberán presentar durante los primeros diez días hábiles de los meses de julio y enero, 
un informe sobre los movimientos registrados durante el semestre anterior a la presentación del informe. En el 
Reglamento se determinarán los términos de su presentación. 

La omisión en la presentación de dos informes semestrales, la Secretaría revocará la autorización de 
funcionamiento de los centros de almacenamiento y transformación de materias primas y productos forestales; 
la misma medida se aplicará para aquellos centros que proporcionen información falsa a la Secretaría. 

Artículo 155. ... 

I. a XIII. ... 

XIV. Incumplir con la obligación de presentar en tiempo y forma los avisos o presentar los informes a 
que se refiere esta Ley; 

XV. a XXVIII. ... 

XXIX. Proporcionar información falsa a la Secretaría y a la Comisión, y 

XXX. Cualquier otra contravención a lo dispuesto en la presente Ley. 

Artículo 157. ... 

I.  Con el equivalente de 40 a 1000 veces la Unidad de Medida y Actualización, a quien cometa las 
infracciones señaladas en las fracciones V, VI, XIV, XVI, XVII, XX y XXX del artículo 155  
de esta Ley; 

II. ... 

III.  Con el equivalente de 150 a 30,000 veces la Unidad de Medida y Actualización, a quien cometa 
las infracciones señaladas en las fracciones IX, XII, XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV y XXIX del 
artículo 155 de esta Ley. 

... 

... 

... 

Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

Segundo.- La Secretaría deberá actualizar y publicar en un plazo no mayor de ciento ochenta días 
naturales, contados a partir de la publicación de este Decreto, todas aquellas disposiciones reglamentarias y 
administrativas que se opongan al presente Decreto. 

Ciudad de México, a 2 de marzo de 2022.- Dip. Sergio Carlos Gutiérrez Luna, Presidente.- Sen. Olga 
Sánchez Cordero Dávila, Presidenta.- Dip. María Macarena Chávez Flores, Secretaria.- Sen. Verónica 
Delgadillo García, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 16 de marzo de 2022.- Andrés Manuel López 
Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL 

SUSTENTABLE. 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 2, fracción XIII; 7, fracciones XLIV, LXI, LXVII; 10, fracciones 
XXXVIII y XL; 11, fracciones VII y XXXIII; 13, fracción VII; 14, fracciones II, III, VII, XII, XIII y XVI; 16; 20, 
fracción VII; 21, primer párrafo; 34, fracción II y último párrafo; la denominación de la Sección Segunda; 42; 
43; 54, párrafos primero, segundo, actuales tercero y quinto; 55, primer y tercer párrafos; 56; 58; 59; 61; 62, 
primer y tercer párrafos; 63, primer párrafo; 64, primer párrafo; 65, primer párrafo; 66; 67; 68; 69; 71; 74; 81, 
primer párrafo; 83, primer párrafo; 88; 106; 113, cuarto párrafo; 117, primer párrafo; 124, primer y tercer 
párrafos; 126; 127; 132; 154; 156, fracción II; 157, fracciones I, II, III y el tercer y cuarto párrafos; 159, primer 
párrafo; 160 y el artículo Tercero Transitorio; se adicionan las fracciones I Bis, III Bis, III Bis 1, LXVI Bis y 
LXXX Bis al artículo 7; las fracciones XVII, XVIII y XIX, recorriéndose la subsecuente, al artículo 14; una 
fracción XLI, recorriéndose la subsecuente, al artículo 20; un segundo y tercer párrafos al artículo 21; un 
segundo párrafo al artículo 26; una fracción III al artículo 34; una fracción XI, recorriéndose la subsecuente, al 
artículo 38; una Sección Segunda, que comprende los artículos 41 Bis y 41 Bis 1; un tercer párrafo, 
recorriéndose los subsecuentes, al artículo 54; un segundo párrafo al artículo 58; un artículo 61 Bis; un 
artículo 74 Bis; un segundo párrafo al artículo 81; un segundo párrafo al artículo 83; un tercer párrafo al 
artículo 93; una Sección Octava, que comprende el artículo 100 Bis; un quinto párrafo al artículo 113; un 
artículo 122 Bis; un artículo 138 Bis; un segundo, tercer y cuarto párrafos al artículo 156; un artículo 156 Bis, y 
se deroga el artículo 44 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, para quedar como sigue: 

Artículo 2. Son objetivos generales de esta Ley: 

I. a XII. ... 

XIII. Respetar, en el ámbito de la Ley, los derechos de las comunidades indígenas, afromexicanas 
y equiparables, así como el uso y disfrute de sus recursos forestales en los términos de 
normatividad nacional aplicable y los instrumentos internacionales vinculantes. Así como 
fomentar mecanismos de manejo y protección de los ecosistemas forestales de conformidad a 
sus prácticas y perspectivas, salvaguardando el conocimiento de las mismas, respetando sus 
derechos de consulta libre, previa e informada y su derecho de conocimiento fundamentado 
previo, según corresponda. 

Artículo 7. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. ... 

I Bis. Acahual: Asociación vegetal que se ubica en terrenos de uso agropecuario y tradicional que 
recupera la cobertura vegetal en sus periodos de descanso, debido al proceso de sucesión 
ecológica y que presenta diferencias de composición, tamaño o densidad con respecto a 
selvas y/o bosques como se definen en la presente Ley y que pueden utilizarse para el 
desarrollo de actividades silvícolas. 

 En el Reglamento y las demás disposiciones que resulten aplicables se determinarán los 
criterios y lineamientos técnicos y/o bioculturales para su identificación y registro en términos 
de la presente Ley. 

II. y III. ... 

III Bis. Árbol: Planta leñosa perenne con un solo tronco principal o, en el caso del monte bajo con 
varios tallos, que tengan una copa más o menos definida; 
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III Bis 1. Arbusto: Planta leñosa perenne con una altura que sobrepasa generalmente los 0.5 metros 
pero no alcanza los 5 metros a su madurez y sin un solo vástago principal, ni una copa 
definida; 

IV. a XLIII. ... 

XLIV. Programa de Manejo del Fuego: Instrumento de planeación que permite una gestión integrada 
del fuego, definiendo los objetivos y alcances de la prevención, detección, combate, e 
información relacionada con los incendios forestales, y que contempla la coordinación y 
concertación de las entidades públicas de los gobiernos federal, de las Entidades Federativas, 
de los Municipios, Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México, de las comunidades 
indígenas, afromexicanas y equiparables, de los propietarios y poseedores del recurso 
forestal, de la academia, del sector social y del privado, y de la sociedad civil en general; 

XLV. a LX. ... 

LXI. Servicios ambientales: Beneficios que brindan los ecosistemas forestales de manera natural o 
por medio del manejo forestal sustentable, que pueden ser servicios de provisión, de 
regulación, de soporte o culturales, y que son necesarios para la supervivencia del sistema 
natural y biológico en su conjunto, y que proporcionan beneficios al ser humano. Los 
ecosistemas forestales funcionan como sumideros de carbono prestando servicios 
ambientales de absorción, secuestro, fijación y almacenamiento del dióxido de carbono; 

LXII. a LXVI. ... 

LXVI Bis. Sistema Nacional de Gestión Forestal: Es el instrumento de la Secretaría que permite la 
evaluación, controlar, sistematizar y dar seguimiento de los actos administrativos previstos en 
esta Ley; 

LXVII. Sistema Nacional de Información Forestal: Es el instrumento de política nacional que tiene 
como objetivo, registrar, integrar, organizar y difundir la información relacionada con la materia 
forestal; 

LXVIII. a LXXX. ... 

LXXX Bis. Vegetación Forestal de Zonas Áridas: Aquella que se desarrolla en forma espontánea en 
zonas de clima seco y muy seco. Se incluyen todos los tipos de matorral, selva baja espinosa 
y chaparral de la clasificación del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, así como 
cualquier otro tipo de vegetación espontánea arbórea o arbustiva que ocurra en zonas con 
precipitación media anual inferior a 600 milímetros; 

LXXXI. a LXXXIV. ... 

Artículo 10. Son atribuciones de la Federación: 

I. a XXXVII. ... 

XXXVIII. Expedir los avisos y permisos según corresponda para el combate y control de plagas y 
enfermedades forestales, así como los certificados y demás documentación fitosanitaria para 
la exportación e importación de materias primas, productos y subproductos forestales; 

XXXIX. ... 

XL. Expedir las autorizaciones para el funcionamiento de centros de almacenamiento y de 
transformación de materias primas forestales y centros no integrados a un centro de 
transformación primaria, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a las autoridades 
locales; 

XLI. y XLII. ... 

Artículo 11. Corresponde a las Entidades Federativas, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las 
leyes locales en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. a VI. ... 

VII. Integrar el Sistema Estatal de Información Forestal e incorporar su contenido al Sistema 
Nacional de Información Forestal; 

VIII. a XXXII. ... 
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XXXIII. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al titular del Ejecutivo Federal a través de la 
Secretaría, el establecimiento, modificación o levantamiento de vedas; 

XXXIV. a XXXVII. ... 

Artículo 13. Corresponde a los Municipios y a las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México, de 
conformidad con esta Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. a VI. ... 

VII. Expedir previo a su instalación, las licencias o permisos, para el establecimiento de centros de 
almacenamiento y de transformación de materias primas forestales, así como de los centros 
no integrados a un centro de transformación primaria en el ámbito de su competencia, 
considerando los criterios de política forestal; 

VIII. a XXV. ... 

Artículo 14. La Secretaría ejercerá las siguientes atribuciones: 

I. ... 

II. Diseñar los instrumentos de política forestal a que se refiere esta Ley, así como operar y 
ejecutar los que correspondan a su competencia; 

III. Elaborar el Programa Estratégico Forestal Nacional, con la participación de la Comisión, 
gobiernos de las Entidades Federativas, Municipios, las Demarcaciones Territoriales de la 
Ciudad de México, comunidades agrarias, indígenas y afromexicanas y la población 
interesada, así como ejecutarlo en el ámbito de su competencia; 

IV. a VI. ... 

VII. Establecer los lineamientos para elaborar e integrar el Sistema Nacional de Información 
Forestal y el Sistema Nacional de Gestión Forestal; 

VIII. a XI. ... 

XII. Imponer medidas de seguridad, investigar, inspeccionar, vigilar, verificar y sancionar a los 
infractores en materia forestal, así como hacer del conocimiento y en su caso, denunciar los 
delitos en dicha materia ante las autoridades competentes; 

XIII. Otorgar, modificar, revocar, suspender y declarar la extinción o la caducidad de las 
autorizaciones, avisos y demás actos a que se refiere esta Ley; 

XIV. y XV. ... 

XVI. Regular, expedir y validar la documentación con la que se acredite la legal procedencia de 
materias primas y productos forestales; 

XVII. Validar los estudios, que a su solicitud elabore la Comisión, para recomendar al Ejecutivo 
Federal el establecimiento, modificación o levantamiento de vedas forestales; 

XVIII. Definir instrumentos para promover un mercado de bienes y servicios ambientales; 

XIX. Regular, establecer, integrar, operar y mantener actualizado el Registro de la reducción o 
absorción de emisiones derivadas de la deforestación y degradación forestal, así como 
autorizar las transferencias de éstas a los mecanismos cooperativos y de comercio 
internacional de carbono, y 

XX. Las demás que le confieren la presente Ley y el Reglamento. 

Artículo 16. La Comisión tendrá su domicilio en la zona metropolitana de la ciudad de Guadalajara, 
Jalisco, pudiendo establecer promotorías, delegaciones o gerencias regionales, estatales, así como 
representaciones estatales, o en el extranjero que sean necesarias para cumplir con su objeto conforme a sus 
requerimientos y disponibilidad presupuestal. 

Artículo 20. ... 

... 

I. a VI. ... 
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VII. Elaborar e integrar, bajo los lineamientos que determine la Secretaría, el Sistema Nacional de 
Información Forestal para incorporarlo en el Sistema Nacional de Información Ambiental y de 
los Recursos Naturales, y a los sistemas de información estadísticos y de información 
geográfica y documental; 

VIII. a XL. ... 

XLI. Participar en el diseño, instrumentación y operación de los mecanismos cooperativos de 
reducción de emisiones en el sector forestal de acuerdo con los criterios y protocolos emitidos 
por la Secretaría para este objeto, y 

XLII. Las demás que le señale la presente Ley, el Reglamento y demás disposiciones legales 
aplicables. 

Artículo 21. La Federación, a través de la Secretaría o de la Comisión, en el ámbito de las atribuciones 
que les corresponde a cada una, podrá suscribir convenios o acuerdos de coordinación, con el objeto de que 
los gobiernos de las Entidades Federativas, con la participación, en su caso, de los Municipios, y 
comunidades indígenas y afromexicanas, en el ámbito territorial de su competencia, asuman las siguientes 
funciones: 

I. a VIII. ... 

En los mismos términos podrá la Secretaría convenir con la Comisión que ésta asuma cualquiera de las 
atribuciones antes descritas. 

Los actos y procedimientos que se realicen al amparo de este artículo deberán de efectuarse de acuerdo 
con esta Ley, su Reglamento y las disposiciones que expida la Secretaría, debiéndose garantizar la plena 
integralidad con el Sistema Nacional de Gestión Forestal. 

Artículo 26. ... 

La Comisión operará los Centros de Educación y Capacitación Forestal para brindar educación técnica 
media superior alineada a los objetivos de esta Ley y con los contenidos necesarios para que los egresados 
participen en la prestación de servicios forestales de calidad, de conformidad con la normatividad aplicable. 

Artículo 34. Son instrumentos de la política nacional en materia forestal, los siguientes: 

I. ... 

II. El Sistema Nacional de Información Forestal; 

III. El Sistema Nacional de Gestión Forestal; 

IV. a VIII. ... 

... 

La Secretaría y la Comisión, en el ámbito de sus atribuciones, garantizarán la participación de 
comunidades agrarias, indígenas y afromexicanas y la sociedad en la planeación, aplicación y evaluación 
de los instrumentos de política forestal, conforme a lo previsto en la presente Ley. 

Sección Segunda 

Del Sistema Nacional de Información Forestal 

Artículo 38. ... 

I. a IX. ... 

X. Sobre proyectos de aprovechamiento forestal que no se basen exclusivamente en la 
explotación de recursos maderables; 

XI. El contenido de los programas integrales de prevención y combate a la extracción  
y tala ilegal, y 

XII. Las demás que se consideren estratégicas para la planeación y evaluación del desarrollo 
forestal sustentable. 

... 
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Sección Segunda Bis 

Del Sistema Nacional de Gestión Forestal 

Artículo 41 Bis. El Sistema Nacional de Gestión Forestal será establecido, integrado y operado por la 
Secretaría. 

En caso de que se suscriban los convenios a los que hace referencia el artículo 21 de esta Ley, las 
dependencias y entidades que coadyuven con la Secretaría en la gestión de los actos previstos en esta Ley 
deberán integrar la información correspondiente al Sistema Nacional de Gestión Forestal en los términos y 
bajo las directrices técnicas que señale la Secretaría. 

Artículo 41 Bis 1. La Secretaría incorporará la información del Sistema Nacional de Gestión Forestal en el 
Sistema Nacional de Información Forestal de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento. 

Sección Tercera 

Del Registro Forestal Nacional 

Artículo 42. La Secretaría establecerá, integrará, organizará y mantendrá actualizado el Registro Forestal 
Nacional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se inscribirán: 

I. Las autorizaciones de aprovechamiento de recursos forestales maderables, las 
modificaciones y sus refrendos; 

II. Los avisos de plantaciones forestales comerciales; 

III. Las autorizaciones de cambio de uso de suelo de los terrenos forestales; 

IV. Los certificados de inscripción de los prestadores de servicios forestales y auditores técnicos 
forestales; 

V. Los decretos que establezcan áreas naturales protegidas que incluyan terrenos forestales o 
preferentemente forestales; 

VI. Los decretos que establezcan zonas de restauración en terrenos forestales; 

VII. Los decretos que establezcan vedas forestales; 

VIII. Avisos de colecta de germoplasma forestal con fines de conservación y restauración; 

IX. Las unidades productoras de germoplasma forestal; 

X. Autorizaciones y avisos de colecta de recursos biológicos forestales y genéticos forestales; 

XI. Autorizaciones y avisos de aprovechamientos no maderables; 

XII. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de almacenamiento y transformación de 
materias primas forestales, incluyendo los centros de transformación móviles; 

XIII. Los informes anuales sobre la ejecución y desarrollo de los aprovechamientos forestales y de 
producción de plantaciones forestales; 

XIV. Los estudios y programas regionales forestales; 

XV. Las modificaciones, revocaciones, suspensiones y declaraciones de extinción o de caducidad 
de las autorizaciones, avisos y demás actos inscritos en el Registro; a que se refieren los 
artículos 68 y 69 de esta Ley; 

XVI. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de comercialización y los no integrados a un 
centro de transformación primaria; 

XVII. El padrón de los prestadores de servicios forestales y los titulares de aprovechamientos a los 
que se refieren los artículos 73 y 104 de esta Ley; 

XVIII. Las unidades de manejo forestal; 

XIX. Los árboles históricos y notables del país; 

XX. Los avisos para el registro de acahuales y, en su caso, de aprovechamiento de recursos 
forestales provenientes de acahuales, y 

XXI. Los demás actos y documentos que se señalen en esta Ley y en su Reglamento. 



26 DIARIO OFICIAL Lunes 11 de abril de 2022 

Artículo 43. El Reglamento determinará los procedimientos para la inscripción, modificación de datos y 
otorgamiento de constancias de actos y documentos inscritos en el Registro. 

Los actos de transferencia de dominio, uso o usufructo de las autorizaciones o avisos se considerarán 
como una modificación de datos en el Registro. 

La Secretaría estará obligada a proporcionar la información a todo solicitante, sin más exigencia que su 
previa identificación, y el pago de los derechos que en su caso correspondan, en los términos de las 
disposiciones legales aplicables. 

Artículo 44. Se deroga. 

Artículo 54. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en esta Ley, sólo se otorgarán a 
los propietarios y poseedores de los terrenos que legalmente tengan derecho a ello. 

Cuando la solicitud de una autorización o aviso en materia forestal sobre terrenos propiedad de un ejido o 
comunidad agraria, comunidad indígena o afromexicana sea presentada por un tercero, éste deberá acreditar 
el consentimiento del núcleo agrario o de la comunidad indígena o afromexicana mediante el acuerdo de 
asamblea que lo autorice, de conformidad con la Ley Agraria y la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo que corresponde a comunidades indígenas y afromexicanas. 

Las disposiciones de este capítulo serán aplicables para la Comisión en los procedimientos que realice, 
así como para otras autoridades que en el marco de esta Ley asuman atribuciones de la Federación en 
materia forestal. 

La Secretaría, con la participación del Consejo correspondiente, podrá habilitar mecanismos de apoyo al 
dictamen de las solicitudes, avisos y atención de contingencias conforme a lo que establezca el Reglamento, 
incluyendo la conformación de cuerpos colegiados multidisciplinarios e interinstitucionales que apoyen estos 
procesos. De igual forma, la Secretaría, con el apoyo de la Comisión, proporcionarán la información de 
campo, cartográfica y estadística con la que cuenten para agilizar el análisis. 

... 

El Reglamento de esta Ley establecerá los documentos con los que se considerará acreditada la posesión 
o derecho para realizar las actividades señaladas en esta Ley. 

Artículo 55. Las solicitudes para obtener las autorizaciones, avisos, informes y otros documentos 
señalados en esta Ley, podrán presentarse en la Secretaría mediante el uso de la tecnología de la 
información con que cuenten para ese fin. 

... 

El Reglamento establecerá los requisitos que deban cumplirse para la presentación de las solicitudes para 
la obtención de autorizaciones, avisos, informes y otros documentos previstos en esta Ley, así como los 
procedimientos que deban desahogarse y el contenido de las resoluciones o constancias que deban emitirse. 

Artículo 56. Los originales o copias certificadas de instrumentos jurídicos y actas de asamblea que sean 
presentados ante la Secretaría para el trámite de autorizaciones y avisos a que hace referencia esta Ley y su 
Reglamento, una vez cotejados, quedarán a disposición de los interesados en la oficina en que se haya 
realizado el trámite para su devolución. 

Artículo 58. El Consejo Estatal deberá emitir las opiniones que le sean solicitadas de conformidad con 
esta Ley y su Reglamento en un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a partir de la fecha de 
recepción de la solicitud, excepto en los casos en los que se establezca algún otro plazo en las disposiciones 
aplicables. Transcurrido este plazo sin que el Consejo emita su opinión, se entenderá que no tiene objeción 
alguna respecto a la materia de la consulta. 

Los Consejos Estatales podrán acordar la constitución de grupos de trabajo para la emisión de estas 
opiniones. El acuerdo que emitan establecerá la forma en que deliberarán y comunicarán su resolución  
a la Secretaría. 

Artículo 59. La ejecución, desarrollo y cumplimiento de los programas de manejo forestal y los estudios 
técnicos justificativos estarán a cargo del titular de la autorización respectiva, así como de un prestador de 
servicios forestales, quien será responsable solidario con el titular en los hechos que afirme y los actos que 
avale y las omisiones en que se incurra. 
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Artículo 61. Cuando una autorización u otros actos previstos en la ley puedan afectar los derechos 
colectivos, de alguna comunidad indígena o afromexicana, la Secretaría en coordinación con otras instancias 
competentes, deberá verificar que por parte de los interesados se han establecido los procedimientos para 
consultas de manera previa, libre, informada y culturalmente adecuada en los términos de esta Ley y su 
Reglamento a fin de llegar a un acuerdo y obtener el consentimiento mutuamente acordado  
de las comunidades. 

La Secretaría, en coordinación con la Comisión verificará que los aprovechamientos de recursos forestales 
se realicen garantizando los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en el 
mercado de los mecanismos de implementación y cumplimiento de los derechos y salvaguardas contenidos 
en esta Ley. 

De manera expresa para inscribir en el Registro información relacionada al conocimiento tradicional, que 
se señala en el artículo 38 de esta Ley, la Secretaría deberá atender de manera previa lo señalado  
en este artículo. 

En el Reglamento y las demás normas que resulten aplicables, la Secretaría establecerá los protocolos y 
demás lineamientos para atender esta disposición. 

Artículo 61 Bis. Cuando pretendan llevarse a cabo actividades previstas en esta Ley, a realizarse total o 
parcialmente en áreas naturales protegidas de competencia de la Federación, la Comisión o la Secretaría, 
según correspondan, solicitarán previo a la resolución, la opinión técnica correspondiente a la Comisión 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, la cual deberá ser tomada en cuenta. 

Artículo 62. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en esta Ley, podrán ser 
modificadas, suspendidas, revocadas, declaradas extintas o caducas, previa audiencia que se conceda a los 
interesados para que rindan pruebas y aleguen lo que a su derecho convenga, por las causas previstas en la 
presente Ley, y de conformidad con los procedimientos que establezca el Reglamento y en lo no previsto se 
sujetará supletoriamente a lo establecido en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

... 

La Secretaría, cuando exista urgencia, atendiendo al interés social o al orden público, podrá imponer 
medidas provisionales de sanidad, remediación, conservación, restauración y mitigación de impactos 
adversos a los ecosistemas forestales. 

Artículo 63. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en esta Ley, podrán ser 
revocados por cualquiera de las causas siguientes: 

I. a X. ... 

Artículo 64. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en la presente Ley, se extinguen 
por cualquiera de las causas siguientes: 

I. a VI. ... 

Artículo 65. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en la presente Ley, darán lugar a 
la suspensión por cualquiera de las causas siguientes: 

I. a III. ... 

... 

Artículo 66. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en la presente Ley, caducan 
cuando no se ejerzan durante el término de su vigencia y en los demás casos previstos en esta Ley o en las 
propias autorizaciones. 

Artículo 67. Las autorizaciones, avisos, informes y otros actos previstos en la presente Ley, podrán ser 
modificados cuando varíen las condiciones que la autoridad consideró al momento de su otorgamiento, 
independientemente de que el titular haya dado lugar a dichas variaciones. 

Artículo 68. Corresponderá a la Secretaría emitir los siguientes actos y autorizaciones: 

I. Autorización de cambio de uso de suelo en terrenos forestales, por excepción; 

II. Autorización de colecta y uso de recursos biológicos o genéticos forestales con propósitos de 
investigación científica, comerciales y de utilización en biotecnología. Lo anterior 
de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, su Reglamento y las disposiciones que resulten 
aplicables; 
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III. Autorización de aprovechamiento de recursos maderables en terrenos forestales; 

IV. Autorización de aprovechamiento de recursos forestales no maderables, en los casos 
previstos por el artículo 85 de esta Ley; 

V. Autorización de funcionamiento de centros de almacenamiento y transformación de materias 
primas forestales y de centros no integrados a un centro de transformación primaria; 

VI. Expedición del certificado fitosanitario de exportación de materias primas, productos y 
subproductos forestales; 

VII. Emisión de la hoja de requisitos fitosanitarios para la importación de materias primas, 
productos y subproductos forestales. Deberán establecerse específicamente para cada 
mercancía previamente en términos de lo dispuesto en la Ley de Comercio Exterior, mediante 
la publicación del instrumento jurídico correspondiente en el Diario Oficial de la Federación; 

VIII. La Inscripción de prestadores de servicios forestales en el Registro Forestal Nacional, y 

IX. Las demás previstas en esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 69. Corresponderá a la Secretaría recibir los siguientes avisos e informes: 

I. Aviso para el establecimiento de plantaciones forestales comerciales; 

II. Aviso de colecta y usos de los recursos biológicos o genéticos forestales, cuando se trate de 
los casos previstos en el párrafo tercero del artículo 86 de esta Ley; 

III. Aviso de aprovechamiento de recursos forestales no maderables no previstos en el artículo 85 
de esta Ley; 

IV. Aviso de registro de acahuales o de aprovechamiento de recursos forestales provenientes de 
acahuales; 

V. Informes anuales sobre la ejecución y desarrollo de los aprovechamientos y las plantaciones 
forestales comerciales, y 

VI. Aviso de colecta de germoplasma forestal para reforestación y forestación con fines de 
conservación o restauración. 

Tratándose de plantaciones forestales comerciales, se estará a lo dispuesto en los artículos 79, 80 y 
relativos de esta Ley, las cuales recibirán tratamientos de desregulación administrativa y fomento. 

Artículo 71. Para el aprovechamiento de recursos que provenga de terrenos diversos a los forestales, los 
interesados podrán solicitar a la Secretaría verifique que el aprovechamiento proviene de un terreno diverso al 
forestal y emita el código de identificación que se asigne para identificar la procedencia del producto de 
vegetación que pretende extraerse, el cual sólo avalará la legal procedencia de los mismos y deberá utilizar el 
interesado en las remisiones forestales que obtenga para su transporte a cualquier destino. 

Lo anterior, en los términos y conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. 

Artículo 74. La Secretaría deberá solicitar al Consejo Estatal de que se trate, opiniones y observaciones 
técnicas respecto de las solicitudes de autorización de aprovechamiento de recursos forestales maderables, 
previamente a que sean resueltas. El Consejo correspondiente contará con veinte días hábiles para emitir su 
opinión. Transcurrido dicho término, se entenderá que no hay objeción alguna para expedir o negar 
la autorización. 

Artículo 74 Bis. Los titulares de aprovechamiento forestal maderable estarán obligados a presentar un 
informe sobre la ejecución, desarrollo y cumplimiento del programa de manejo forestal, en los términos que 
establezca el Reglamento de la presente Ley. 

En caso de no rendir el informe señalado en el párrafo anterior se negará la emisión de remisiones 
forestales para realizar el transporte de materias primas o productos forestales hasta en tanto esta obligación 
sea satisfecha. 

Artículo 81. Una vez presentado el aviso de plantación forestal comercial, en los términos establecidos en 
la Ley y el Reglamento, la Secretaría emitirá una constancia de plantación en un plazo no mayor de diez días 
hábiles. Si después de este plazo la Secretaría no la ha emitido, el interesado quedará facultado a iniciar la 
plantación; y la Secretaría deberá expedir la constancia correspondiente, sin menoscabo de las 
responsabilidades en las que pueda incurrir con dicha omisión. 
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Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la normatividad en materia de ordenamiento ecológico del 
territorio y de las áreas naturales protegidas, en la que se proponga establecer la plantación. En cuyo caso 
ésta no deberá iniciarse hasta que se expida la constancia correspondiente, la cual no será procedente 
cuando sea contraria a lo dispuesto con el ordenamiento ecológico aplicable, decreto de creación del área y 
del programa de manejo respectivo. 

Artículo 83. El titular del aviso de plantación forestal comercial deberá informar anualmente a la 
Secretaría, las superficies plantadas y los volúmenes de materias primas que obtenga del aprovechamiento y 
los demás datos que se requieran en los términos del Reglamento. 

La presentación de dicho informe será requisito obligatorio para la emisión de la documentación requerida 
para acreditar la legal procedencia de las materias primas forestales extraídas. 

Artículo 88. El aprovechamiento de recursos y materias primas forestales para uso doméstico se 
sujetarán a lo que establezca el Reglamento. 

En su caso podrán emitirse Normas Oficiales Mexicanas en dichas materias. 

Artículo 93. ... 

... 

La Secretaría podrá emitir criterios y lineamientos en materia de cambio de uso de suelo en terrenos 
forestales, en el ámbito de sus atribuciones y de conformidad con lo establecido en esta Ley y su Reglamento. 

... 

... 

Sección Octava 

Del Aviso de registro de acahuales y aprovechamiento de recursos 
forestales provenientes de acahuales 

Artículo 100 Bis. El registro de acahuales y el de aprovechamiento de recursos forestales provenientes 
de los mismos se realizará mediante aviso que presenten los interesados. 

El registro previo es necesario para realizar el aprovechamiento de recursos forestales provenientes de 
acahuales. El aprovechamiento doméstico de recursos forestales provenientes de acahuales se sujetará a lo 
dispuesto en el Reglamento. 

La inscripción de los avisos de acahuales en el Registro se llevará a cabo si el aviso de éstos cumple los 
requisitos establecidos en el Reglamento y una vez que se hubieran realizado las verificaciones de gabinete y 
de campo necesarios. 

La Secretaría deberá solicitar al Consejo Estatal correspondiente, su opinión y las observaciones que 
considere en relación a los avisos de registro de acahuales y el aprovechamiento de recursos forestales 
provenientes de los mismos, previamente a que sean inscritos al Registro. El Consejo Estatal contará con diez 
días hábiles para emitir su opinión. 

La Secretaría contará con un plazo de sesenta días para emitir respuesta sobre el registro del aviso o, en 
su caso, negarlo. 

Artículo 106. Los mecanismos para fomentar la ordenación forestal, la planeación ordenada de las 
actividades forestales, el manejo forestal, así como la participación de los dueños y poseedores de los 
recursos forestales, titulares de aprovechamientos, prestadores de servicios forestales, comunidades 
indígenas y afromexicanas, titulares de aprovechamientos, prestadores de servicios forestales, dependencias 
de los tres órdenes de gobierno y demás actores del sector forestal, en las Unidades de Manejo Forestal, se 
establecerán en el Reglamento de la presente Ley. 

En la planeación del desarrollo forestal sustentable, se elaborarán programas y estudios regionales 
forestales en cada Unidad de Manejo Forestal, y la Comisión promoverá su elaboración y ejecución. 

La Secretaría autorizará dichos programas y estudios regionales conforme al contenido y procedimiento 
que se establezca en el Reglamento de esta Ley. 

La Comisión promoverá que los gobiernos de las Entidades Federativas se coordinen a efecto de 
participar en la elaboración de dichos programas y estudios y propiciará la participación de los interesados. 
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Artículo 113. ... 

... 

... 

Cuando por motivos de sanidad forestal sea necesario realizar la remoción de la vegetación forestal 
afectada, los propietarios y legítimos poseedores deberán realizar acciones de restauración forestal, las 
cuales se precisarán en el informe técnico fitosanitario correspondiente. 

Al término de los trabajos de sanidad forestal los obligados deberán presentar a más tardar treinta días 
contados desde que concluyeron los trabajos de sanidad forestal un informe sobre los resultados de la 
ejecución de los mismos. 

Artículo 117. La Secretaría dictará las Normas Oficiales Mexicanas que regirán el manejo del fuego, y 
permitan una gestión integrada del fuego, para evaluar los daños, restaurar el área afectada por incendio y 
establecer los métodos de manejo del fuego en los terrenos forestales, temporalmente forestales, 
agropecuarios y colindantes, así como los procedimientos para establecer el Sistema de Calificación para el 
manejo del fuego y el Sistema de Comando de Incidentes para el manejo del fuego en ecosistemas forestales. 

... 

Artículo 122 Bis. Los terrenos forestales seguirán considerándose como tales, aunque pierdan su 
cubierta forestal por acciones ilícitas, plagas, enfermedades, incendios, deslaves, huracanes, o cualquier otra 
causa. Los propietarios y poseedores emprenderán acciones para la restauración de dicha cubierta. 

En caso de que los acahuales se pretendan destinar a un uso agrícola o pecuario de manera permanente 
u otro uso distinto al forestal, los titulares de los avisos de registro de acahuales y, en su caso, de 
aprovechamiento de acahual, deberán solicitar la autorización de cambio de uso del suelo en terrenos 
forestales de conformidad con lo establecido en esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 124. El Ejecutivo Federal, con base en los estudios técnicos que se elaboren para justificar la 
medida, previa opinión técnica de los Consejos y respetando la garantía de audiencia y los derechos de 
ejidatarios, comuneros y demás propietarios y legítimos poseedores de los terrenos afectados, así como de 
los titulares de autorizaciones de aprovechamiento de recursos forestales maderables y forestación sobre 
dichos terrenos, podrá decretar, como medida de excepción, vedas forestales cuando éstas: 

I. a IV . ... 

... 

En este último caso la veda tendrá carácter precautorio, deberá referirse en forma específica al programa 
de manejo respectivo y sólo podrá abarcar la fracción del área forestal afectada por el riesgo a la 
biodiversidad. La Secretaría solicitará a los titulares la modificación de los programas de manejo respectivos, 
segregando de los mismos las superficies afectadas. Así mismo se establecerá un programa que tenga como 
finalidad atacar las causas que originan la veda y asegurarse al término de la misma que dichas causas  
no se repitan. 

... 

... 

... 

Artículo 126. La Secretaría y la Comisión con la participación de las dependencias competentes, 
propiciarán el conocimiento, difusión y adopción de las mejores prácticas de manejo y aprovechamiento 
forestal sustentable de los ecosistemas forestales. 

Las actividades agroforestales y silvopastoriles en terrenos forestales se sujetarán a lo que establezca las 
Normas Oficiales Mexicanas que al respecto emita la Secretaría, con el objeto de prevenir y controlar el 
sobrepastoreo en terrenos forestales, determinar coeficientes de agostadero; evaluar daños a suelos y 
vegetación forestal; regular los procesos de reforestación y restauración de áreas afectadas; y a compatibilizar 
las actividades silvopastoriles. 

Artículo 127. La forestación y reforestación que se realice con propósitos de conservación y restauración 
en terrenos forestales degradados y preferentemente forestales no requerirán de autorización y solamente 
estarán sujetas a las Normas Oficiales Mexicanas, en lo referente a no causar un impacto negativo sobre 
la biodiversidad. 
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Las acciones de reforestación que se lleven a cabo en los terrenos forestales sujetos al aprovechamiento 
deberán incluirse en el programa de manejo forestal correspondiente. El prestador de servicios forestales que, 
en su caso, funja como encargado técnico será responsable solidario junto con el titular de la ejecución del 
programa en este aspecto. 

Los tres órdenes de gobierno se coordinarán para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
instrumenten programas de restauración integral, así como para el monitoreo y seguimiento de éstos. 

Se impulsará la reforestación con especies forestales preferentemente nativas. La Secretaría establecerá 
el listado de especies forestales exóticas invasoras en actividades de reforestación. 

Artículo 132. Cuando la Secretaría, con base en estudios técnicos realizados con el apoyo de la 
Comisión, determine la existencia de un riesgo a los ecosistemas forestales, notificará a los propietarios y 
poseedores de terrenos forestales, o aquellos que resultaren afectados, la ejecución de las actividades 
necesarias para evitar o reducir la situación de riesgo, con el apercibimiento de que en caso de no realizarlas 
en el término que se conceda para ello, la Comisión realizará los trabajos correspondientes con cargo  
a los obligados. 

El monto de las erogaciones determinadas será considerado como crédito fiscal y su recuperación será 
por conducto de la autoridad competente, mediante el procedimiento económico coactivo correspondiente. 

Al término de ejecución de las actividades necesarias para evitar o reducir la situación de riesgo los 
obligados o, en su caso, la Comisión deberán presentar un informe sobre las actividades realizadas. 

Artículo 138 Bis. La Secretaría está facultada para convenir acuerdos internacionales sobre mecanismos 
cooperativos de reducción de emisiones en el sector forestal, incluyendo las emisiones evitadas, con el apoyo 
técnico de la Comisión, y considerando la opinión de la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático a través 
del grupo de trabajo respectivo. La Secretaría está facultada para convenir con los Gobiernos de las 
Entidades Federativas las formas de participación de éstas en dichos mecanismos, en lo que corresponde al 
territorio bajo su jurisdicción. 

En caso de que estos convenios impliquen la transferencia de reducción de emisiones, la Secretaría, 
considerará previamente la opinión técnica de la Comisión, el Instituto Nacional de Ecología y Cambio 
Climático, y la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, en el ámbito de las atribuciones que les 
corresponda, con el fin de evitar doble contabilidad de emisiones y contribuir al eficaz cumplimiento de las 
Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional. 

La Secretaría coordinará el diseño, instrumentación y operación de dichos acuerdos internacionales sobre 
mecanismos cooperativos de reducción de emisiones en el sector forestal con la participación que 
corresponda a la Comisión. 

Los recursos obtenidos del pago por resultados derivados de la reducción de emisiones se otorgarán 
conforme al programa de distribución de beneficios que, de manera participativa e incluyente, se elabore 
conforme a los objetivos, salvaguardas y criterios de la política forestal previstos en esta Ley. 

Los dueños y legítimos poseedores de los terrenos forestales podrán realizar la compensación o 
transferencia de emisiones a nivel nacional o internacional en mercados voluntarios, sujetándose a las 
disposiciones generales que establezca la Secretaría. 

Artículo 154. La prevención y vigilancia forestal corresponde a la Secretaría, a través de la Procuraduría 
Federal de Protección al Ambiente, que tendrá, como función la salvaguarda y patrullaje de los recursos 
forestales; realizar los actos de investigación técnica, inspección, vigilancia y verificación del cumplimiento de 
las disposiciones y obligaciones contenidas en la presente Ley, su Reglamento y las Normas Oficiales 
Mexicanas de acuerdo a lo previsto en el Título Sexto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente. 

La investigación podrá realizarse con motivo de una denuncia o durante los actos de inspección, vigilancia, 
operativos y verificación del cumplimiento de las disposiciones y obligaciones contenidas en la Ley, su 
Reglamento y las Normas Oficiales Mexicanas. 

El diagnóstico de Zonas Críticas Forestales será parte de la investigación técnica. 

Asimismo, impulsará la profesionalización y capacitación en materia forestal del personal que participe en 
las visitas y operativos de inspección. 

Artículo 154 Bis. De conformidad a lo previsto en el Título Sexto de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, toda persona podrá denunciar ante la Procuraduría, todo hecho, acto u 
omisión que produzca o pueda producir daños a los recursos forestales, o contravenga las disposiciones 
de la Ley. 
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Artículo 156. ... 

I. ... 

II. Imposición de multa, cuyos recursos serán destinados para realizar acciones de inspección y 
vigilancia forestal; 

III. a VII. ... 

La Procuraduría podrá determinar el destino final a las materias primas forestales, productos forestales 
maderables o recursos forestales no maderables decomisados, una vez que se emita la resolución en el 
procedimiento administrativo y se encuentre firme por no haber sido impugnada, o bien habiéndose 
impugnado y agotado los medios de defensa, se haya declarado su validez. 

La Procuraduría podrá determinar algunos de los destinos previstos en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, o bien transferir los bienes decomisados al Instituto Nacional para 
Devolver al Pueblo lo Robado, quien los podrá enajenar de conformidad con las disposiciones de la Ley 
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público. 

Los recursos económicos provenientes de las multas y los obtenidos por los procedimientos de venta a 
que hace referencia el artículo 89 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector 
Público, se destinarán a la inspección y vigilancia forestal, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

Artículo 156 Bis. Cuando la Procuraduría practique el aseguramiento de bienes, podrá designar como 
depositario al titular del aprovechamiento forestal, al prestador de servicios, al transportista, al responsable de 
centros de almacenamiento o de transformación o a cualquier otra persona, según las circunstancias de la 
diligencia que dé motivo al aseguramiento. 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y las autoridades administrativas podrán colocar sellos 
o marcas en los bienes y dictar las medidas para garantizar su cuidado. 

Artículo 157. ... 

I. Con el equivalente de 40 a 3000 veces la Unidad de Medida y Actualización, a quien cometa 
las infracciones señaladas en las fracciones VI, XIV, XVII, XX y XXX del artículo 155  
de esta Ley; 

II. Con el equivalente de 100 a 30,000 veces la Unidad de Medida y Actualización, a quien 
cometa las infracciones señaladas en las fracciones I, II, IV, VIII, X, XI, XIII, XV, XVIII, XXVI, 
XXVII y XXVIII del artículo 155 de esta Ley, y 

III. Con el equivalente de 150 a 30,000 veces la Unidad de Medida y Actualización, a quien 
cometa las infracciones señaladas en las fracciones III, V, VII, IX, XII, XVI, XIX, XXI, XXII, 
XXIII, XXIV, XXV y XXIX del artículo 155 de esta Ley. 

... 

A los reincidentes se les aplicará el doble de las multas previstas en este artículo, según corresponda. 
Para conocer de las reincidencias la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente deberá generar un 
catálogo de infractores, donde se incluya información de nombres, razón social, ubicación, superficies y 
coordenadas en UTM. 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, fundamentando y motivando plenamente su decisión, 
podrá otorgar al infractor la opción de pagar la multa o realizar trabajos o inversiones equivalentes en materia 
de conservación, protección o restauración de los recursos forestales dentro de la cuenca hidrográfica, 
siempre y cuando se garanticen las obligaciones del infractor, éste no sea reincidente y no se trate de 
irregularidades que impliquen la existencia de riesgo inminente de daño o deterioro grave de los ecosistemas 
forestales cuya determinación podrá obtenerse mediante la investigación técnica previa y durante el 
procedimiento administrativo. 

Artículo 159. Cuando la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente determine a través de las visitas 
de inspección, que existe riesgo inminente de desequilibrio ecológico o daño grave a los recursos naturales, 
podrá ordenar las medidas de seguridad contenidas en el Título Sexto de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente. 

... 

... 

... 
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Artículo 160. Por la gravedad de la infracción la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente podrá 
imponer como sanción la revocación de la autorización o inscripción registral, remitirá a la autoridad que la 
emitió o registró, copia certificada de la resolución en la que se determinó la sanción para que lleve a cabo la 
suspensión, modificación, revocación o cancelación de la concesión, permiso, licencia, registro y en general 
de todas las autorizaciones otorgadas para la realización de las actividades calificadas como infracciones. 
Esta atribución la ejercerá directamente la Secretaría cuando le corresponda otorgar los instrumentos 
respectivos. 

De igual manera, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente podrá promover ante las autoridades 
federales o locales competentes, con base en los estudios que elabore la Comisión, la limitación o suspensión 
de la instalación o funcionamiento de industrias para regular el abasto de recursos forestales por cuencas 
hidrográficas, así como los comercios, servicios, desarrollos urbanos, turísticos o de cualquier actividad que 
afecte o pueda afectar los recursos forestales. 

Transitorios de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable 

Primero. ... 

Segundo. ... 

Tercero. La Secretaría inscribirá en el Registro Forestal Nacional aquellas plantaciones forestales 
comerciales establecidas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable y que no cuenten con el registro correspondiente. Para tal efecto, los interesados presentarán un 
aviso ante la Secretaría con los requisitos de información y documentación previstos en el Reglamento dentro 
de un plazo que no exceda los trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de la entrada en 
vigor de dicho Reglamento. 

Cuarto. a Sexto. ... 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los sesenta días al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. Las autorizaciones expedidas con anterioridad a la publicación de la presente reforma de la 
Ley continuarán vigentes en los términos y condiciones en que fueron expedidas, y los procedimientos y 
solicitudes que se encuentren en trámite se continuarán tramitando en los términos de la Ley que se reforma. 

Segundo. El Ejecutivo Federal emitirá el Reglamento de la presente Ley, dentro de los ciento ochenta 
días hábiles siguientes a la entrada en vigor. 

Tercero. Los avisos de registro de acahuales y de aprovechamiento de recursos forestales provenientes 
de los mismos deberán inscribirse, cuando proceda, en el Registro en un plazo no mayor a cuarenta y ocho 
meses a partir de la expedición del Reglamento. Posterior a dicho plazo se considerará concluido 
dicho Registro. 

Cuarto. La Secretaría deberá expedir el listado de especies forestales exóticas invasoras en actividades 
de reforestación en un plazo no mayor a dieciocho meses. 

Quinto. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y la Comisión Nacional Forestal podrán 
instaurar un procedimiento de coordinación a fin de transmitir toda la información, procedimientos, 
expedientes, estadística y cualquier otra documentación que tengan en su poder, correspondiente a las 
atribuciones, competencias y facultades establecidas en esta Ley y su reforma. 

Sexto. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente Decreto, se 
realizarán con cargo al presupuesto autorizado de los ejecutores de gasto correspondientes por lo que no se 
autorizarán ampliaciones a su presupuesto para el presente ejercicio fiscal como resultado de la entrada en 
vigor del presente Decreto. 

Ciudad de México, a 2 de marzo de 2022.- Dip. Sergio Carlos Gutiérrez Luna, Presidente.- Sen. Olga 
Sánchez Cordero Dávila, Presidenta.- Dip. Jessica María Guadalupe Ortega De la Cruz, Secretaria.-  
Sen. Verónica Delgadillo García, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 16 de marzo de 2022.- Andrés Manuel López 
Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación que celebran la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a través 
de la Comisión Nacional del Agua, y el Estado de Michoacán de Ocampo, con el objeto de establecer los 
lineamientos para conjuntar recursos y formalizar acciones en las materias de infraestructura hidroagrícola, agua 
potable, alcantarillado y saneamiento y cultura del agua en beneficio de la entidad. 

Al margen un logotipo, que dice: Comisión Nacional del Agua. 

CONVENIO MARCO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRA POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN 

NACIONAL DEL AGUA, Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO, CON EL 

OBJETO DE ESTABLECER LOS LINEAMIENTOS PARA CONJUNTAR RECURSOS Y FORMALIZAR ACCIONES EN LAS 

MATERIAS DE INFRAESTRUCTURA HIDROAGRÍCOLA, AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO Y 

CULTURA DEL AGUA EN BENEFICIO DE LA ENTIDAD. 

MARZO DE 2022 

CONVENIO MARCO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRA POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN 

NACIONAL DEL AGUA, EN LO SUCESIVO “LA CONAGUA”, REPRESENTADA POR SU DIRECTOR GENERAL,  

C. GERMÁN ARTURO MARTÍNEZ SANTOYO, Y POR LA OTRA EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE 

OCAMPO EN LO SUCESIVO “EL ESTADO”, REPRESENTADO POR EL LIC. ALFREDO RAMÍREZ BEDOLLA, EN 

CARÁCTER DE GOBERNADOR CONSTITUCIONAL, ASISTIDO POR EL LIC. CARLOS TORRES PIÑA, SECRETARIO DE 

GOBIERNO Y LIC. LUIS ROBERTO ARIAS REYES, COORDINADOR GENERAL DE LA COMISIÓN ESTATAL DEL AGUA 

Y GESTIÓN DE CUENCAS; QUIENES ACTUANDO EN FORMA CONJUNTA SERÁN DENOMINADOS “LAS PARTES”, 

CON EL OBJETO DE ESTABLECER LOS LINEAMIENTOS PARA CONJUNTAR RECURSOS Y FORMALIZAR ACCIONES 

EN LAS MATERIAS DE INFRAESTRUCTURA HIDROAGRÍCOLA, AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y 

SANEAMIENTO Y CULTURA DEL AGUA, EN BENEFICIO DE LA ENTIDAD, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Ley de Planeación establece que el Ejecutivo Federal puede convenir con los gobiernos de las 

entidades federativas la coordinación que se requiera a efecto de que éstos participen en la 

planeación nacional del desarrollo, así como para que en el ámbito de sus respectivas competencias, 

coadyuven a la consecución de los objetivos de la planeación nacional y que las acciones a 

realizarse por dichas instancias se planeen de manera conjunta. 

2. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de 

julio de 2019, establece como el objetivo más importante de la actual administración federal, la 

“Construcción de un país con bienestar”, que la población de México viva en un entorno de bienestar, 

por lo que determina que los programas sectoriales estén orientados a dicho propósito. 

 Asimismo establece como visión al 2024, que los ríos, arroyos y lagunas estarán recuperados y 

saneados, el tratamiento de aguas negras y el manejo adecuado de los desechos serán prácticas 

generalizadas en el territorio nacional y se habrá expandido en la sociedad la conciencia ambiental y 

la convicción del cuidado del entorno. 

3. En congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo, con fecha 30 de diciembre de 2020 se publicó en 

el Diario Oficial de la Federación el Programa Nacional Hídrico 2020 – 2024, que establece los 

siguientes objetivos prioritarios: 

1.- Garantizar progresivamente los derechos humanos al agua y al saneamiento, especialmente en 

la población más vulnerable. 

2.- Aprovechar eficientemente el agua para contribuir al desarrollo sostenible de los sectores 

productivos. 

3.- Reducir la vulnerabilidad de la población ante inundaciones y sequías, con énfasis en pueblos 

indígenas y afromexicanos. 
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4.- Preservar la integralidad del ciclo del agua a fin de garantizar los servicios hidrológicos que 

brindan cuencas y acuíferos. 

5.- Mejorar las condiciones para la gobernanza del agua a fin de fortalecer la toma de decisiones y 

combatir la corrupción. 

4. Atendiendo los lineamientos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y en el Programa 

Nacional Hídrico, “LA CONAGUA” colabora en la construcción de un país con bienestar, a través de 

los programas referidos en el Presupuesto de Egresos de la Federación, los cuales prevén la 

distribución de recursos económicos federales a través de subsidios, cuyo otorgamiento se realiza 

conforme a las Reglas de Operación que de manera anual se publican en el Diario Oficial de la 

Federación, así como a los Lineamientos y Manuales que al efecto se expidan, los cuales prevén 

como requisito para dicho otorgamiento, la suscripción de un convenio de coordinación entre  

“LA CONAGUA” y las diversas entidades federativas, en el cual se establecen las acciones 

específicas a realizarse. 

5. Por lo anterior “LAS PARTES” consideran necesaria la suscripción del presente convenio, a fin de 

contribuir, en el ámbito de sus respectivas competencias, en la consecución del objetivo y de la visión 

del gobierno federal. 

DECLARACIONES 

I.  Declara “LA CONAGUA” que: 

I.1. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales es la dependencia del 

Ejecutivo Federal, encargada del despacho de asuntos relativos a fomentar la protección, 

restauración, conservación, preservación y aprovechamiento sustentable de los ecosistemas, 

recursos naturales, bienes y servicios ambientales, con el fin de garantizar el derecho a un medio 

ambiente sano; administrar, controlar y reglamentar el aprovechamiento de cuencas hidráulicas, 

vasos, manantiales y aguas de propiedad nacional y de las zonas federales correspondientes, con 

exclusión de los que se atribuya expresamente a otra dependencia; establecer y vigilar el 

cumplimiento de las condiciones particulares que deban satisfacer las descargas de aguas 

residuales, cuando sean de jurisdicción federal; regular y vigilar la conservación de las corrientes, 

lagos, esteros, lagunas y humedales de jurisdicción federal en la protección de cuencas 

alimentadoras y las obras de corrección torrencial. 

I.2. Es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, con las atribuciones que en materia de recursos hídricos, le confiere la Ley de Aguas 

Nacionales, su Reglamento y el Reglamento Interior de la Comisión Nacional del Agua. 

I.3. El C. Germán Arturo Martínez Santoyo en su carácter de Director General, tiene la atribución de 

representar a la Comisión Nacional del Agua, así como celebrar el presente convenio en términos  

de los artículos 1, 4, 9 párrafos primero, segundo y tercero apartado “a” y quinto fracciones I, XXV y 

XXXV y 12 fracción I de la Ley de Aguas Nacionales; 14 fracciones I y IX de su Reglamento; 1, 6 

párrafo primero, 8 párrafos primero y tercero, 13 fracciones I, III inciso f), XXVII y XXIX bis del 

Reglamento Interior de la Comisión Nacional del Agua. 

I.4. Su domicilio se ubica en Avenida Insurgentes Sur No. 2416, colonia Copilco El Bajo, alcaldía 

Coyoacán, C.P. 04340, en la Ciudad de México, el cual señala para los fines y efectos legales del 

presente instrumento. 

II.  Declara “EL ESTADO” que: 

II.1. Es un Estado Libre y Soberano que forma parte de la Federación de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 40, 42 Fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 11 y 

14 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Michoacán de Ocampo. 
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II.2. El Lic. Alfredo Ramírez Bedolla, Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo, 
cuenta con atribuciones para suscribir el presente convenio, en los términos de los artículos 47 y 60 
Fracciones IV y XXII y 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo. 

II.3. El Lic. Carlos Torres Piña, en su carácter de Secretario de Gobierno, cuenta con atribuciones para 
suscribir el presente convenio, en los términos de los artículos 62, 64 y 66 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, así como los artículos 9, 11 12, 14, 17 
fracción I y 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo 
y los artículos 6° fracción I, 11 fracciones XIII, XVIII y XIX, 18 del Reglamento Interior de la 
Administración Pública Centralizada del Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.4. El Lic. Luis Roberto Arias Reyes, en su carácter de Coordinador de la Comisión Estatal del Agua y 
Gestión de Cuencas, de conformidad con el nombramiento otorgado por el Lic. Alfredo Ramírez 
Bedolla, Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo de fecha 01 de octubre de 
2021, cuenta con atribuciones para suscribir el presente Convenio, en términos del artículo XVII 
fracción I de la Ley de Agua y Gestión de Cuencas para el Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.5.  Para efectos del presente convenio, señala como su domicilio legar el ubicado en Avenida Madero 
Poniente número 63, C.P. 58000, colonia centro de Morelia, Michoacán. 

III.  Declaran “LAS PARTES” que: 

III.1. Expresan su conformidad en celebrar el presente convenio con el objeto de establecer los 
lineamientos para conjuntar recursos y formalizar acciones en las materias de Infraestructura 
Hidroagrícola, Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento y Cultura del Agua, en beneficio 
de la entidad. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO. 

“LAS PARTES” en el ámbito de sus respectivas competencias y de conformidad con la legislación federal 
y estatal aplicable, acuerdan mediante el presente instrumento “Establecer los lineamientos para conjuntar 
recursos y formalizar acciones en las materias de Infraestructura Hidroagrícola, Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento y Cultura del Agua, en beneficio de la entidad”. 

SEGUNDA.- ACCIONES A REALIZAR. 

Para el cumplimiento del objeto del presente convenio “LAS PARTES” podrán realizar las acciones que a 
continuación se mencionan de manera enunciativa más no limitativa: 

 En materia de Infraestructura Hidroagrícola: 

 Rehabilitar, tecnificar, construir o conservar la infraestructura hidroagrícola. 

 Rehabilitar, tecnificar, relocalizar o reponer pozos profundos. 

 Adquirir y rehabilitar íntegramente maquinaria y equipo para la conservación de la infraestructura 
hidroagrícola; así como el equipamiento de talleres. 

 Capacitar y otorgar asistencia técnica para fomentar el uso eficiente del agua, la conservación, 
rehabilitación, tecnificación y administración de la infraestructura hidroagrícola y en la 
consolidación de la gestión de las organizaciones de usuarios. 

 Tecnificar sistemas de riego y drenaje. 

 Fomentar la medición del agua. 

 Elaborar estudios y proyectos ejecutivos para la rehabilitación o tecnificación de la 
infraestructura hidroagrícola. 

 Recuperar suelos ensalitrados y controlar maleza acuática en cuerpos de agua. 

 Construir infraestructura de riego suplementario en áreas de temporal tecnificado. 

 Las acciones anteriormente descritas se circunscribirán en el ámbito de los distritos de riego, de las 
unidades de riego organizadas y de los distritos de temporal tecnificado. 
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 En materia de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento: 

 Elaborar estudios y proyectos de agua potable, alcantarillado y saneamiento. 

 Construir, mejorar, ampliar y/o rehabilitar infraestructura de agua potable, alcantarillado y 

saneamiento en zonas urbanas y rurales. 

 Operar y mantener plantas de tratamiento de aguas residuales en zonas urbanas y rurales. 

 Acciones u obras de infraestructura para prevenir o apoyar la reducción de la vulnerabilidad de la 

sociedad frente a los efectos del cambio climático. 

 Mejorar las eficiencias física y comercial de organismos operadores, prestadores de los servicios 

de agua potable, alcantarillado y saneamiento. 

 Fortalecer a los participantes a nivel estatal y municipal, en materia de planeación sectorial, 

promoción y desarrollo de la atención a las localidades rurales. 

 Capacitar al personal que participa en la prestación de los servicios o en la operación y 

ejecución de los programas. 

 Fomentar y ampliar la cobertura de desinfección y la eliminación o disminución de sustancias 

químicas del agua para consumo humano. 

 Promover la participación social de la población a beneficiar, de manera organizada en la 

gestión, construcción, operación y seguimiento de las obras y servicios de agua potable, 

alcantarillado y saneamiento. 

 En materia de Cultura del Agua: 

 Contribuir a que la población de "EL ESTADO" use responsablemente el recurso del agua para 

la preservación del equilibrio hidrológico, así como impulsar el desarrollo hacia una nueva cultura 

del agua. 

 Promover, comunicar y difundir la cultura del agua, considerando su naturaleza vital, escasez, 

valor económico, social y ambiental, y gestión integrada; de acuerdo a los principios que marca 

la normatividad vigente. 

 Desarrollar y aplicar estrategias en materia de cultura del agua para promover hábitos y 

prácticas favorables en el uso y consumo del agua. 

 Realizar acciones de promoción, orientación y difusión de conocimientos básicos de prevención 

sanitaria, uso eficiente y racional del agua, así como del cambio climático a los distintos sectores 

de la sociedad. 

 Instalar y fortalecer espacios de cultura del agua con la participación de los estados, municipios, 

organismos y asociaciones privadas y no gubernamentales. 

 Realizar eventos que transmitan los conocimientos para la valoración y uso eficiente del recurso 

hídrico. 

 Formar competencias al personal involucrado en la ejecución del programa relativo a cultura del 

agua. 

 Elaborar material didáctico, para mejorar y cambiar los hábitos de la sociedad hacia un uso 

responsable del agua. 

“LAS PARTES” atenderán oportunamente, dentro de su marco legal de actuación, las resoluciones 

judiciales y recomendaciones que en materia de derechos humanos se emitan respecto de las acciones 

anteriormente enlistadas. 
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TERCERA.- DE LA FORMALIZACIÓN Y EJECUCIÓN DE LAS ACCIONES. 

Las acciones a las que se refiere la cláusula segunda de este convenio, se llevarán a cabo a través de los 

programas autorizados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondiente, 

especificando a través de anexos de ejecución y técnicos, convenios de concertación y/o el instrumento que 

determine la normatividad aplicable, aquellas que se realizarán durante la vigencia de los mismos, así como a 

cargo de quien quedará su ejecución. 

CUARTA.- OTRAS ACCIONES. 

Cuando se determine la necesidad de instrumentar acciones que no estén incluidas en la cláusula 

segunda del presente instrumento, “LA CONAGUA” podrá expedir dentro del ámbito de su competencia, 

lineamientos específicos que permitan su realización. 

QUINTA.- RECURSOS PRESUPUESTALES. 

“LAS PARTES” conforme a su marco legal de actuación, llevarán a cabo las gestiones conducentes para 

la asignación de los recursos presupuestales en cada ejercicio fiscal. Dichos recursos estarán sujetos a la 

disponibilidad y autorizaciones correspondientes. 

SEXTA.- OPERACIÓN. 

Los programas a que se refiere la cláusula tercera de este convenio, se implementarán con base en las 

reglas de operación, manuales y demás normatividad que resulte aplicable en cada ejercicio fiscal. 

SÉPTIMA.- PARTICIPACIÓN DE LOS MUNICIPIOS. 

“EL ESTADO” conforme a su marco legal de actuación, promoverá la participación de sus municipios en la 

realización de las acciones acordadas en su beneficio, en las materias contempladas en el presente convenio. 

OCTAVA.- CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” promoverán la participación de la población atendida con los programas correspondientes, 

así como de las organizaciones de la sociedad civil o ciudadanía interesada en el monitoreo de los mismos, 

mediante la integración, operación y vinculación de contralorías sociales o comités de contraloría social, para 

el seguimiento, supervisión y vigilancia del cumplimiento de las metas determinadas y la correcta aplicación 

de los recursos públicos asignados en los mismos. 

La implementación de las actividades de contraloría social se sujetará a los lineamentos vigentes emitidos 

por la Secretaría de la Función Pública y al esquema o esquemas validados por ésta y a las Reglas de 

Operación aplicables. 

NOVENA.- SISTEMA DE INFORMACIÓN. 

“LAS PARTES” implementarán y operarán un sistema de información en materia de agua potable, 

alcantarillado y saneamiento, a efecto de analizar y evaluar la participación de los prestadores de esos 

servicios en la entidad federativa, cuyos resultados apoyen la toma de decisiones en la definición de las 

políticas públicas en dicha materia y la integración de las propuestas de acciones a considerar en los Anexos 

de Ejecución y Técnicos que se suscriban. “LA CONAGUA” determinará y comunicará a “EL ESTADO” para 

su implementación, la metodología mediante la cual se llevará a cabo en la entidad federativa el análisis y la 

evaluación antes indicados, con la finalidad de que la aplicación de la misma guarde congruencia 

a nivel nacional. 

DÉCIMA.- ÓRGANOS DE FISCALIZACIÓN Y SEGUIMIENTO. 

Las acciones de control, vigilancia, seguimiento y evaluación de los recursos federales a que se refiere la 

cláusula quinta del presente instrumento, corresponderán a “LA CONAGUA”, a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública, a la Auditoría Superior de la Federación y a la 

Secretaria de Contraloría de “EL ESTADO”. 
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DÉCIMA PRIMERA.- INSTANCIAS DE CONTROL Y SEGUIMIENTO. 

“LAS PARTES” llevarán a cabo la planeación, ejecución, seguimiento y control de las acciones objeto del 

presente documento por conducto de la instancia que para tal efecto se establezca en los anexos de 

ejecución, anexos técnicos, convenios de concertación o en el instrumento correspondiente. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. 

El personal comisionado, contratado, designado o empleado por cada una de “LAS PARTES” para la 

instrumentación, ejecución y operación del presente convenio y de los instrumentos que de él deriven, 

continuará bajo su dirección y dependencia, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra parte 

podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 

laboral, administrativa, fiscal, judicial y sindical que llegara a suscitarse. 

DÉCIMA TERCERA.- TERMINACIÓN DE CONVENIOS ANTERIORES. 

“LAS PARTES” acuerdan que con la suscripción del presente convenio se deja sin efecto cualquier otro 

instrumento de naturaleza semejante suscrito con anterioridad, quedando subsistentes únicamente los anexos 

de ejecución y técnicos, así como los convenios de concertación que se hayan celebrado con anterioridad y 

que se encuentren vigentes, hasta su total conclusión. 

DÉCIMA CUARTA.- VIGENCIA. 

La vigencia del presente inicia con su firma y concluye el 31 de diciembre de 2024. 

DÉCIMA QUINTA.- INTERPRETACIÓN Y CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan que las controversias que se originen con motivo de la interpretación, 

instrumentación o cumplimiento del presente convenio, se resolverán de forma administrativa de común 

acuerdo entre “LAS PARTES” y en caso de conflictos que no puedan ser resueltos por este medio, se 

sujetarán a la jurisdicción de los Tribunales de la Federación de conformidad con el artículo 104 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

DÉCIMA SEXTA.- MODIFICACIONES. 

Durante su vigencia, el presente convenio podrá ser modificado por escrito, de común acuerdo entre  

“LAS PARTES”. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- PUBLICACIÓN. 

Este instrumento se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Gobierno 

Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo, así como en la página de internet de “LA CONAGUA” 

una vez concluido el proceso de su suscripción. 

Leído que fue por las partes que en el presente convenio marco de coordinación intervienen y enteradas 

de su contenido y alcance legal, lo firman en dos ejemplares, en la Ciudad de México, a los dos días del mes 

de marzo de dos mil veintidós.- Por el Ejecutivo Federal: Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 

Comisión Nacional del Agua: Director General, Ing. Germán Arturo Martínez Santoyo.- Rúbrica.- Revisó en 

sus aspectos legales: Subdirector General Jurídico, Lic. José Antonio Zamora Gayosso.- Rúbrica.- 

Subdirector General de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento, Mtro. José Mario Esparza Hernández.- 

Rúbrica.- Subdirector General de Infraestructura Hidroagrícola, Ing. Aarón Mastache Mondragón.- Rúbrica.- 

Coordinador General de Comunicación y Cultura del Agua, Lic. José Solís Juárez.- Rúbrica.- Director Local 

Michoacán, Ing. Jesús Camacho Pérez.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Michoacán de Ocampo: 

Gobernador Constitucional, Lic. Alfredo Ramírez Bedolla.- Rúbrica.- Secretario de Gobierno, Lic. Carlos 

Torres Piña.- Rúbrica.- Coordinador General de la Comisión Estatal del Agua y Gestión de Cuencas, Lic. Luis 

Roberto Arias Reyes.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, 
TERRITORIAL Y URBANO 

AVISO de medición y deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado La Gran Esperanza, con 
una superficie aproximada de 9,100-79-52.892 hectáreas, ubicado en el Municipio de Ahome, Sin. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

AVISO DE DESLINDE 

AVISO DE MEDICIÓN Y DESLINDE DEL PREDIO DE PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO LA GRAN 

ESPERANZA, CON UNA SUPERFICIE APROXIMADA DE 9,100-79-52.892 HECTÁREAS, UBICADO EN EL MUNICIPIO 

DE AHOME, ESTADO DE SINALOA. 

La Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural, de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano, mediante oficio núm. II210.DGOPR.ORG.03087.2022, de fecha 14 de marzo de 2022, 

autorizó el deslinde y medición del predio presuntamente propiedad de la nación, arriba mencionado y 

comisionó a Alberto Fuentes López, Hermelindo Carrizosa Velasco, Bersain Santiago Calvo, Luis Octavio 

Chávez Maldonado, Juan Ramos García, Briseyda Rodríguez Tinoco y Laura Nayeli Sevilla Miguel a llevar a 

cabo la medición y deslinde del citado predio, se nombra como Comisionado General a Alberto Fuentes 

López, por lo que, en cumplimiento de los artículos 14 Constitucional, 3 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, 160 de la Ley Agraria; 101, 104 y 105 Fracción I del Reglamento de la Ley Agraria en Materia 

de Ordenamiento de la Propiedad Rural, se publica, por una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación, en 

el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Sinaloa y en el periódico de mayor circulación de la entidad 

federativa de que se trate con efectos de notificación a los propietarios, poseedores, colindantes y todo aquel 

que considere que los trabajos de deslinde lo pudiesen afectar, a efecto de que dentro del plazo de 30 días 

hábiles contados a partir de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de la Federación, 

comparezcan ante el suscrito para exponer lo que a su derecho convenga, así como para presentar la 

documentación que fundamente su dicho en copia certificada o en copia simple, acompañada del documento 

original para su cotejo, en términos de la fracción II del artículo 15-A de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. Asimismo, en su comparecencia deberán señalar domicilio cierto para oír y recibir 

notificaciones en la Ciudad en la que se ubica la Oficina de Representación Estatal de la Secretaría de 

Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano en el Estado de Sinaloa, con el apercibimiento de que, de no hacerlo, 

se fijará la notificación en la puerta de la sede de dicha representación. Lo anterior, en términos de los 

artículos 305, 306 y 316 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado, o que habiendo sido 

notificadas a presenciar el deslinde no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus resultados. 

El plano relativo al terreno que se va a deslindar, se encuentra a la vista de cualquier interesado en la 

Oficina de Representación Estatal de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano en el Estado de 

Sinaloa, ubicada en Av. Paseo Niños Héroes No. 684 Oriente, Col. Centro, C.P. 8000, Culiacán, Sinaloa. 

Las medidas, colindancias, coordenadas de ubicación geográfica (latitud norte, longitud oeste al centro del 

predio) y cuadro de construcción son los siguientes: 

Al Norte: en 17,624.659 metros con terrenos nacionales y Ejido Cobayme. 

Al Sur: en 27,864.373 metros con Zona Federal del Mar de Cortés. 

Al Este: en 32,050.018 metros con Zona Federal del Mar de Cortés, Ejido Primero de Mayo No. 2 y Ejido 

Bachomobampo. 

Al Oeste: en 34,155.609 metros con terrenos nacionales, Ejido Campo Pesquero el Colorado y Zona 

Federal del Mar de Cortés. 

COORDENADAS: 

Latitud norte: 26° 42’ 21.56’’ 

Longitud oeste: 109° 15’ 59.13’’ 
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Se hace saber que dicho aviso con el croquis respectivo se fijará a su vez, en los parajes cercanos al 
predio. 

Ciudad de México, a catorce de marzo de dos mil veintidós.- El Comisionado General, Alberto Fuentes 
López.- Rúbrica. 
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AVISO de medición y deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado Santa Catarina 1, con una 
superficie aproximada de 669-99-16.75 hectáreas, ubicado en el Municipio de Durango, Dgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.- Dirección General de Ordenamiento 
de la Propiedad Rural. 

AVISO DE DESLINDE 

AVISO DE MEDICIÓN Y DESLINDE DEL PREDIO DE PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO 

“SANTA CATARINA 1”, CON UNA SUPERFICIE APROXIMADA DE 669-99-16.75 HAS., UBICADO EN DURANGO, 

DURANGO. 

La Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural, de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano, mediante oficio núm. II-210.DGOPR.DTN.01417.2021, de fecha 5 de febrero de 2021, 

autorizó el deslinde y medición del predio presuntamente propiedad de la nación, arriba mencionado, 

mediante oficio II-210.DGOPR.DTN.01417.2021 se autorizó al suscrito Ing. José Miguel Lerma Lerma a llevar 

a cabo la medición y deslinde del citado predio, por lo que, en cumplimiento de los artículos 14 Constitucional, 

3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 160 de la Ley Agraria; 101, 104 y 105 Fracción I del 

Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, se publica, por una sola 

vez, en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, y en el 

periódico de mayor circulación de la entidad federativa de que se trate con efectos de notificación a los 

propietarios, poseedores, colindantes y todo aquel que considere que los trabajos de deslinde lo pudiesen 

afectar, a efecto de que dentro del plazo de 30 días hábiles contados a partir de la publicación del presente 

Aviso en el Diario Oficial de la Federación, comparezcan ante el suscrito para exponer lo que a su derecho 

convenga, así como para presentar la documentación que fundamente su dicho en copia certificada o en 

copia simple, acompañada del documento original para su cotejo, en términos de la fracción II del artículo  

15-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. Así mismo, en su comparecencia deberán señalar 

domicilio cierto para oír y recibir notificaciones. El croquis se encuentra a la vista de cualquier interesado 

correspondiente en la oficina ubicada en calle Castañeda Núm. 218, Zona Centro, Durango, Dgo., C.P. 34000. 

Se hace saber que dicho aviso con el croquis respectivo se fijará a su vez, en los parajes cercanos 

al predio. 

A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado, o que habiendo sido 

notificadas a presenciar el deslinde no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus resultados. 

Las medidas, colindancias y coordenadas de ubicación geográfica (latitud norte, longitud oeste al centro 

del predio) son las siguientes: 

AL NORTE: En 4,482.50 mts., con Ejido Carrizalillo. 

AL SUR: En 5,597.07 mts., con NCPE Las Playas. 

AL ESTE: En 2,536.25 mts., con Sta. Catarina 2. 

AL OESTE: En 2,043.86 mts., con Ejido Salvador Allende. 

COORDENADAS: 

Latitud Norte: 24°43'43.26” 

Longitud Oeste: 104°52'1.81” 

Durango, Durango, a 11 de mayo de 2021.- El Comisionado: Perito Deslindador, Ing. José Miguel Lerma 

Lerma.- Rúbrica. 
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AVISO de medición y deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado La Franja, con una 
superficie aproximada de 843-94-72.15 hectáreas, ubicado en el Municipio de Durango, Dgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.- Dirección General de Ordenamiento 
de la Propiedad Rural. 

AVISO DE DESLINDE 

AVISO DE MEDICIÓN Y DESLINDE DEL PREDIO DE PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO 

“LA FRANJA” CON UNA SUPERFICIE APROXIMADA DE 843-94-72.15 HAS., UBICADO EN DURANGO, DURANGO. 

La Dirección General de la Propiedad Rural, hoy Dirección de General de Ordenamiento de la Propiedad 

Rural de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, mediante oficio  

núm. II-210-DGOPR.STN.06511.2020, de fecha 18 de junio de 2020, autorizó el deslinde y medición 

del predio presuntamente propiedad de la nación, arriba mencionado, mediante oficio  

II-210-DGOPR.STN.06511.2020 se autorizó al suscrito Ing. José Miguel Lerma Lerma a llevar a cabo la 

medición y deslinde del citado predio, por lo que, en cumplimiento de los artículos 14 Constitucional, 3 de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 160 de la Ley Agraria, 101, 104 y 105 Fracción I del Reglamento 

de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, se publica, por una sola vez, en el Diario 

Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, y en el periódico de 

mayor circulación de la entidad federativa de que se trate con efectos de notificación a los propietarios, 

poseedores, colindantes y todo aquel que considere que los trabajos de deslinde lo pudiesen afectar, a efecto 

de que dentro del plazo de 30 días hábiles contados a partir de la publicación del presente Aviso en el Diario 

Oficial de la Federación, comparezcan ante el suscrito para exponer lo que a su derecho convenga, así como 

para presentar la documentación que fundamente su dicho en copia certificada o en copia simple, 

acompañada del documento original para su cotejo, en términos de la fracción II del artículo 15-A de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo. Así mismo, en su comparecencia deberán señalar domicilio cierto 

para oír y recibir notificaciones. El croquis se encuentra a la vista de cualquier interesado correspondiente en 

la oficina ubicada en calle Castañeda Núm. 218, Zona Centro, Durango, Dgo., C.P. 34000. 

Se hace saber que dicho aviso con el croquis respectivo se fijará a su vez, en los parajes cercanos 

al predio. 

A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado, o que habiendo sido 

notificadas a presenciar el deslinde no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus resultados. 

Las medidas, colindancias y coordenadas de ubicación geográfica (latitud norte, longitud oeste al centro 

del predio) son las siguientes: 

AL NORTE: En 2,726.3 mts., Ejido la Casita. 

AL SUR: En 5,543.43 mts., con P.P. de los Parra y 3Era Segregación La Casita. 

AL ESTE: En 2,726.31 mts., con Comunidad Santiago Bayacora. 

AL OESTE: En 450.09 mts., con P.P. Ríos del Arco y San Juan. 

COORDENADAS: 

Latitud Norte: 23° 42’ 54.59” 

Longitud Oeste: 104° 46’ 4.12” 

Durango, Durango, a 21 de abril de 2021.- El Comisionado: Perito Deslindador, Ing. José Miguel Lerma 

Lerma.- Rúbrica. 
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INSTITUTO PARA DEVOLVER AL PUEBLO LO ROBADO 
ACUERDO por el que se notifica a las autoridades judiciales y administrativas competentes, así como al público en 
general, el cambio de domicilio de la Oficina de Atención Regional Bajío y de la Oficina de Atención Regional 
Occidente del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado. 

ACUERDO POR EL QUE SE NOTIFICA A LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS COMPETENTES, 
ASÍ COMO AL PÚBLICO EN GENERAL, EL CAMBIO DE DOMICILIO DE LA OFICINA DE ATENCIÓN REGIONAL BAJÍO Y 
DE LA OFICINA DE ATENCIÓN REGIONAL OCCIDENTE DEL INSTITUTO PARA DEVOLVER AL PUEBLO LO ROBADO 

ERNESTO PRIETO ORTEGA, Director General del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 90, párrafos primero y segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, párrafos primero y tercero, 3, fracción I, y 45 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 1, 2, 11, 12, 14, fracción III, 15, fracción VII, y párrafo segundo, 22, fracción I, 
y 59, fracciones I, V y XIV, de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 3 del Reglamento de la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales; apartado A, fracción I, numeral 7, de la Relación de Entidades 
Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de 
agosto de 2021; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 33 del Código Civil Federal; 76 y 87, 
fracciones I, IV y XV, de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, y 
9, fracción XIX, del Estatuto Orgánico del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, y 

CONSIDERANDO 
Que el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado es un organismo descentralizado de la Administración 

Pública Federal, sectorizado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que tiene por objeto la 
administración, enajenación y destino de los bienes señalados en el artículo 1 de la Ley Federal para la 
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, así como el cumplimiento de las atribuciones 
establecidas en el artículo 78 de la misma. 

Que con el objeto de actualizar las nuevas direcciones correspondientes a la Oficina de Atención Regional 
Bajío y a la Oficina de Atención Regional Occidente, respectivamente, como domicilios oficiales para la 
recepción de toda clase de notificaciones y documentos provenientes de las autoridades judiciales y 
administrativas competentes, así como del público en general, relacionados con los bienes, activos y 
empresas descritos en el artículo 1 de la Ley que se señaló en el Considerando anterior, se modifica el 
“Acuerdo por el que se definen las circunscripciones territoriales de las Coordinaciones Regionales y de sus 
Oficinas de Atención Regional del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, y se determinan los domicilios 
y horarios de Oficialías de Partes”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de julio de 2020, y 
reformado el 23 de marzo y el 27 de abril, ambos de 2021. 

ACUERDO POR EL QUE SE NOTIFICA A LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS 
COMPETENTES, ASÍ COMO AL PÚBLICO EN GENERAL, EL CAMBIO DE DOMICILIO DE LA  

OFICINA DE ATENCIÓN REGIONAL BAJÍO Y DE LA OFICINA DE ATENCIÓN REGIONAL  
OCCIDENTE DEL INSTITUTO PARA DEVOLVER AL PUEBLO LO ROBADO 

ÚNICO. Se modifica el numeral cuarto, en sus fracciones III, inciso b), y VI, inciso a), del “Acuerdo por el 
que se definen las circunscripciones territoriales de las Coordinaciones Regionales y de sus Oficinas de 
Atención Regional del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, y se determinan los domicilios y horarios 
de Oficialías de Partes”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de julio de 2020, para quedar 
como sigue: 

CUARTO. […] 
I. a II. […] 
III. […] 

a. […] 
b. Oficina de Atención Regional Bajío, con domicilio en calle Cerro de Culiacán, número 129, 

Fraccionamiento Colinas del Cimatario, Querétaro, Querétaro, código postal 76090; con 
cobertura en Aguascalientes, Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí y Zacatecas 

IV. a V. […] 
VI. […] 

a. Oficina de Atención Regional Occidente, con domicilio en calle San Ernesto, número 3561, 
colonia Jardines de San Ignacio, Zapopan, Jalisco, código postal 45040; con cobertura en 
Colima, Jalisco y Nayarit. 

TRANSITORIO 
ÚNICO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Ciudad de México, 25 de marzo de 2022.- El Director General del Instituto para Devolver al Pueblo lo 

Robado, Ernesto Prieto Ortega.- Rúbrica. 
(R.- 519240) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 65/2021, así como los Votos Concurrentes de la señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf y de los 
señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, y Particular del 
señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
65/2021 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS. 

MINISTRO PONENTE: LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 
SECRETARIO: OLIVER CHAIM CAMACHO 
COLABORÓ: LUIS ALBERTO MARTÍNEZ DÍAZ 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al once de enero de dos mil veintidós. 

VISTOS; para resolver los autos de la acción de inconstitucionalidad promovida por la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, en la que se solicita la invalidez de los artículos 15, fracciones I, en la porción 
normativa “por nacimiento”, y V, en la porción normativa “de amplia solvencia moral y”, y 17, fracción, V, en la 
porción normativa “de amplia solvencia moral y”, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación 
para el Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante Decreto Número 454, publicado en el Periódico 
Oficial de la entidad el diez de marzo de dos mil veintiuno; y, 

RESULTANDO: 

1. PRIMERO. Presentación del escrito inicial, normas impugnadas y autoridades emisora y 
promulgadora. Por escrito depositado el ocho de abril de dos mil veintiuno en el Buzón Judicial de la Oficina 
de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad, por conducto de su Presidenta 
María del Rosario Piedra Ibarra, en la que se solicitó la invalidez de los artículos 15, fracciones I, en la 
porción normativa “por nacimiento”, y V, en la porción normativa “de amplia solvencia moral y”, y 17, 
fracción, V, en la porción normativa “de amplia solvencia moral y”, de la Ley que crea el Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, ordenamiento expedido mediante 
Decreto Número 454, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el diez de marzo de dos mil veintiuno. 

2. Al respecto, señaló que los órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas 
generales que se impugnan son los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Nuevo León. 

3. SEGUNDO. Preceptos constitucionales y convencionales que se estiman violados. La promovente 
estimó violados los artículos 1º, 5, 14, 16, y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1, 2, 9, 23 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, 2, 25 y 26 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

4. TERCERO. Radicación, admisión y trámite. Por acuerdo de dieciséis de abril de dos mil veintiuno, el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la 
presente acción de inconstitucionalidad 65/2021 y, por razón de turno, designó al Ministro Luis María Aguilar 
Morales como instructor del procedimiento. 

5. Por diverso auto de diecinueve de abril de dos mil veintiuno, el Ministro instructor admitió la acción de 
inconstitucionalidad, tuvo por presentada a la promovente con la personalidad que ostentó y por designados a 
los delegados y autorizados que señaló. Además, ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado de Nuevo León para que rindieran su informe, y los requirió para que el primero de ellos enviara copia 
certificada de los antecedentes legislativos de la norma general impugnada y, el segundo, exhibiera un 
ejemplar del Periódico Oficial de la entidad en el que constara la publicación del decreto controvertido. 

6. Además, ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República para que formulara el pedimento 
correspondiente, así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal para que, en su caso, manifestara lo 
que a su representación correspondiera. 

7. CUARTO. Informes de las autoridades. Mediante acuerdo de veinticuatro de mayo de dos mil 
veintiuno, el Ministro instructor tuvo al Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana de la 
Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León, en representación del Gobernador de la referida 
entidad, rindiendo el informe solicitado al Poder Ejecutivo Estatal. 
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8. Asimismo, el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León rindió informe por conducto de la Diputada 
Presidenta de la Septuagésima Quinta Legislatura del Congreso de esa entidad, el cual fue acordado por auto 
de uno de junio de dos mil veintiuno. 

9. QUINTO. Ausencia del pedimento de la Fiscalía General de la República y de la opinión de la 
Consejería Jurídica del Gobierno Federal. El Fiscal General de la República no formuló pedimento en el 
presente asunto. Además, el Consejero Jurídico del Gobierno Federal no realizó manifestación alguna. 

10. SEXTO. Alegatos y cierre de la instrucción. Mediante acuerdo de dieciocho de junio de dos mil 
veintiuno, el Ministro instructor tuvo por recibidos los alegatos formulados por la delegada de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y, toda vez que había trascurrido el plazo legal de cinco días hábiles 
concedido a las partes para formular alegatos, ordenó cerrar instrucción a efecto de elaborar el proyecto de 
resolución correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

11. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos1; y,10, fracción 
I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación2, en relación con el punto Segundo, fracción II, del 
Acuerdo General 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece3, toda vez que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos impugna diversos artículos de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación 
para el Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante Decreto Número 454, publicado en el Periódico 
Oficial de esa entidad el diez de marzo de dos mil veintiuno. 

12. SEGUNDO. Precisión de la Litis. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos señaló como 
normas impugnadas los artículos 15, fracciones I, en la porción normativa “por nacimiento”, y V, en la porción 
normativa “de amplia solvencia moral y”, y 17, fracción V, en la porción normativa “de amplia solvencia moral 
y”, ambos de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo 
León, expedida mediante Decreto Número 454, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad el diez de 
marzo de dos mil veintiuno. 

13. TERCERO. Oportunidad. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Federal4, establece que el plazo para la presentación de la acción de 
inconstitucionalidad será de treinta días naturales a partir del día siguiente a la fecha en que la ley que se 
impugna sea publicada en el medio oficial correspondiente y, en caso de que el último día fuese inhábil, la 
demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 

14. Ahora, en el presente caso se advierte que el Decreto Número 454, por el que se expidió la Ley que 
crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, fue publicado en el 
Periódico Oficial del Estado el diez de marzo de dos mil veintiuno; por lo tanto, el plazo de treinta días 
naturales para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del once de marzo al nueve de abril de 
dos mil veintiuno. 

15. En ese sentido, toda vez que el escrito inicial relativo a la presente acción de inconstitucionalidad  
se depositó en el Buzón Judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta  
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el ocho de abril de dos mil veintiuno, es evidente que su 
promoción resulta oportuna. 

                                                 
1 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
[…].  
II. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
[…]  
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas. 
[…]. 
2 Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
[…]. 
3 SEGUNDO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución: 
[…] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 
necesaria su intervención. 
[…]. 
4 Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles. 
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16. CUARTO. Legitimación. El artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Federal5, establece 
que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos cuenta con legitimación para promover acciones de 
inconstitucionalidad en contra de leyes federales o locales, así como de tratados internacionales celebrados 
por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 

17. Asimismo, en términos del artículo 11 de la Ley Reglamentaria6, aplicable en materia de acciones de 
inconstitucionalidad conforme a lo previsto en el diverso precepto 59 del mismo ordenamiento7, dicho órgano 
debe comparecer por conducto de los funcionarios facultados legalmente para representarlos y, en todo caso, 
se debe presumir que el funcionario quien comparece goza de la representación legal y cuenta con la 
capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 

18. Ahora, en el presente asunto se surten tales supuestos, pues la demanda fue suscrita por María del 
Rosario Piedra Ibarra, Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quien cuenta con 
facultades de representación del organismo en términos de los artículos 15, fracciones I y XI, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos8; y, 18 de su reglamento Interno9. Además, la funcionaria 
acreditó su personalidad con copia certificada del acuerdo del Senado de la República por medio del cual se 
le designó como Presidenta de dicha Comisión por el periodo que comprende del dieciséis de noviembre de 
dos mil diecinueve al quince de noviembre de dos mil veinticuatro. 

19. QUINTO. Conceptos de invalidez e informes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado 
de Nuevo León. En los escritos presentados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 
por las autoridades emisora y promulgadora, hicieron valer los argumentos siguientes: 

20. I. Conceptos de invalidez. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos solicita la declaración de 
invalidez de los artículos 15, fracciones I, en la porción normativa “por nacimiento”, y V, en la porción 
normativa “de amplia solvencia moral y”, y 17, fracción, V, en la porción normativa “de amplia solvencia moral 
y”, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, 
ordenamiento expedido mediante Decreto Número 454, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el diez 
de marzo de dos mil veintiuno, al considerar, medularmente, que: 

a) Los artículos combatidos permiten excluir de forma injustificada a determinados sectores de la 
población de la posibilidad de ejercer diversos cargos públicos, con lo que se trasgreden los derechos 
fundamentales de igualdad y no discriminación; además, constituyen medidas legislativas que obstaculizan el 
ejercicio a la libertad de trabajo y de acceso a un cargo público, y son contrarias al principio de legalidad. 

b) Es inconstitucional el artículo 15, fracción I, de la ley combatida, el cual establece como requisito para 
ocupar el cargo de titular de la Dirección General del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del 
Estado de Nuevo León, tener la nacionalidad mexicana por nacimiento, ya que excluye injustificadamente a 
las personas que obtuvieron su nacionalidad de forma distinta, aunado a que el Congreso local no se 
encuentra habilitado constitucionalmente para establecer dicha calidad para el desempeño de un cargo 
público. 

                                                 
5 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
[…].  
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación 
de la norma, por:  
[…]  
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas. 
[…]. 
6 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.  
[…]. 
7Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
8 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones:  
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional;  
[…] 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y  
[…]. 
9 Artículo 18. (Órgano ejecutivo). La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está a cargo de un presidente, al cual le 
corresponde ejercer, de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la Comisión Nacional y su representación legal. 
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Al respecto, destaca que en la acción de inconstitucionalidad 93/2018, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo que la facultad de determinar los cargos públicos en los que su titular debe cumplir con el 
requisito de nacionalidad mexicana por nacimiento no corresponde a las entidades federativas, por lo que 
éstas no pueden, en ningún caso, establecer ese requisito para acceder a otros cargos distintos a los que 
emanan de la Constitución Federal. 

Por lo tanto, es inconcuso que el Congreso local, al incorporar el requisito de nacionalidad mexicana por 
nacimiento para ocupar el cargo de Director General del señalado Instituto, emitió una norma sin sustento 
constitucional, ya que dicho cargo no está previsto en el catálogo de puestos públicos para los que la Carta 
Magna requiere esa calidad, además de que el legislador no está habilitado para establecer dicho requisito. 

Además, las funciones que realiza el Director General del Instituto de Capacitación y Educación para el 
Trabajo del Estado de Nuevo León, no persiguen la finalidad de la reserva prevista en el artículo 32 
constitucional, ya que no se trata de un cargo ligado a conceptos de lealtad, identidad o soberanía nacionales. 

Aunado a lo anterior, la porción normativa impugnada trasgrede lo previsto en el artículo 35, fracción VI,  
de la Constitución Federal, en el sentido de que cualquier ciudadano mexicano tiene el derecho de ocupar 
cargos en la función pública, en condiciones de igualdad, siempre y cuando cumplan las calidades exigidas 
por las leyes. 

Además, el requisito combatido no supera un test de escrutinio estricto, ya que la medida es 
discriminatoria, pues no es razonable, dado que las funciones que realiza el titular de la Dirección General del 
señalado Instituto no justifican una exigencia de este tipo; asimismo, el requisito impugnado no persigue un fin 
constitucionalmente imperioso. 

c) Los artículos 15, fracción V, y 17, fracción V, de la Ley impugnada, establecen como requisito para 
ingresar como titulares de las direcciones General y de las unidades académicas, ambos del Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo de Nuevo León, gozar de amplia solvencia moral, con lo que se 
vulnera el derecho de seguridad jurídica y el principio de legalidad, ya que los términos empleados son 
indeterminados e imprecisos, lo que permite que sea la autoridad quien arbitrariamente califique el perfil de los 
aspirantes con base en determinaciones subjetivas. 

Lo anterior, porque se exige que la moralidad de la persona que pretenda aspirar al desempeño  
de los cargos mencionados se encuentre reconocida como apropiada, no sólo por la credibilidad a la que 
pretende aludir el término “solvencia”, sino que, además, deba tener la cualidad de ser “amplia”, pasando por 
alto que todas estas implicaciones, características o propiedades no pueden tener una connotación o 
significado uniformemente aceptable para todos, ya que esos conceptos entrañan una valoración 
eminentemente subjetiva. 

Así, la evaluación que hará la persona para determinar si otro individuo acredita ese requisito no depende 
ni parte de ningún parámetro objetivo, sino que se sujeta a criterios subjetivos que la persona que evalúa 
estime relevantes o adecuados para concluir si tiene o no una moralidad solventemente reconocida, derivado 
de una evaluación y valoración de su estilo de vida, modos de pensar, posturas ideológicas, o el tipo de 
trabajo que desempeñó previamente, entre muchos otros. 

Además, dicho requisito, por su ambigüedad y falta de uniformidad en su apreciación, también se traduce 
en una forma de discriminación, toda vez que, la designación de las titularidades de las Direcciones General y 
de las Unidades Académicas, todas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo neoleonés, 
podrían quedar subordinadas a la plena voluntad del juicio valorativo y del orden discrecional de quienes  
los designan. 

d) En caso de que las normas impugnadas sean declaradas inconstitucionales, se extiendan los efectos a 
todas aquellas que estén relacionadas. 

21. II. Informe rendido por el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León. El Subsecretario de Asuntos 
Jurídicos y Atención Ciudadana de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León, en 
representación del Gobernador de la referida entidad, se limitó a manifestar que es cierto el acto consistente 
en la promulgación y publicación del Decreto impugnado y, toda vez que no se hacen valer conceptos de 
invalidez en contra de dichos actos, estará atento y respetará lo que resuelva esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 

22. III. Informe rendido por el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León. La Diputada Presidenta de 
la Septuagésima Quinta Legislatura del Congreso de Nuevo León, señaló que los conceptos de invalidez que 
hace valer la Comisión Nacional de los Derechos Humanos son inoperantes, ya que el Congreso local actuó 
dentro de la esfera competencial que le otorga los artículos 116 constitucional y 63, 70 y 71, de la Constitución 
local, y se cumplieron con todas las formalidades del procedimiento legislativo. 
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23. Además, respecto del requisito “por nacimiento”, manifiesta que la ciudadanía tiene, como uno de sus 
efectos, la posibilidad de ocupar cargos públicos, los cuales quedan sujetos a los requisitos que indique la ley, 
por lo que la ciudadanía no conlleva de forma automática la posibilidad de desempeñar dichos cargos, sino 
que sólo es un requisito fundamental que tiene que ser contemplado en cada caso. 

24. Por otro lado, señala que es de explorado derecho que los funcionarios públicos deben ser honestos y 
tener una reputación intachable, ya que depositar la confianza en quien ostente cualquier cargo directivo, 
implica una responsabilidad compartida. 

25. SEXTO. Causas de improcedencia. Toda vez que las partes no hicieron valer algún motivo de 
improcedencia, ni este Tribunal Pleno advierte que se actualice alguno, se procede al estudio de los 
conceptos de invalidez que hace valer la accionante. 

26. SÉPTIMO. Análisis de fondo. A fin de dar una respuesta clara a los planteamientos que hizo valer la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el presente estudio se dividirá en los rubros siguientes: 

27. Tema I. Contar con el requisito de ser mexicano por nacimiento para ocupar el cargo de Director 
General del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 

28. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos manifiesta en sus conceptos de invalidez que el 
artículo 15, fracción I, en la porción normativa “por nacimiento”, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación 
y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, es inconstitucional, ya que, en lo que interesa,  
el Congreso local no se encuentra habilitado constitucionalmente para establecer dicha calidad para el 
desempeño de un cargo público. 

29. El artículo señalado, en la porción impugnada prevé: 

“Artículo 15. Para ser Director General del Instituto, se requiere: 

I. Ser mexicano por nacimiento y estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos. 

[…]”. 

30.  A juicio de este Tribunal Pleno, resulta fundado el concepto de invalidez señalado líneas arriba. 

31. Al respecto, es conveniente precisar que este Tribunal Pleno, en su actual integración, al resolver la 
acción de inconstitucionalidad 87/201810, sostuvo que, derivado de una interpretación sistemática del artículo 
1º en relación con el diverso 32, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
facultad de determinar los cargos públicos en los que su titular deba cumplir con el requisito de ser mexicano 
por nacimiento, no corresponde a las entidades federativas, por lo que éstas no pueden, en ningún caso, 
establecer ese requisito para acceder a otros cargos distintos a los que emanan por mandando de la 
Constitución Federal.11 

32. Además, en dicho asunto se destacó que la reserva consistente en ser mexicano por nacimiento para 
ocupar determinados cargos públicos, no era irrestricta, pues encontraba su límite en que los cargos y 
funciones correspondientes sean estratégicos y prioritarios; de lo contrario, podría considerarse una distinción 
discriminatoria para el acceso a esos empleos públicos a los mexicanos por naturalización y, por tanto, 
violatoria del principio de igualdad y no discriminación previsto en los artículos 1º, párrafo quinto, 32 y 133 de 
la Constitución Federal. 

33. Asimismo, se destacó que la habilitación constitucional a cargo de la Federación o de los Estados para 
regular una determinada materia es un presupuesto procesal de la mayor relevancia para cualquier análisis de 
fondo, pues de concluirse que el Congreso de una entidad federativa, no se encuentra habilitado para 
establecer dicha exigencia, se actualizará inmediatamente la invalidez de la disposición impugnada, sin 
necesidad de analizar si la norma tiene un fin válido, pues resultará inconstitucional al haberse emitido por una 
autoridad incompetente. 

                                                 
10 Resuelta en sesión de siete de enero de dos mil veinte, por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena por no 
superar un test de escrutinio estricto, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por no superar un test de razonabilidad, Franco 
González Salas con reservas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat por no superar un test de escrutinio estricto, 
Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por tratarse de una distinción indisponible para las leyes federales o locales, respecto del 
considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 23 Bis B, fracción I, en su porción normativa 
“por nacimiento”, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Sinaloa, adicionado mediante Decreto Número 827, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el diecisiete de septiembre de dos mil dieciocho, por razón de la incompetencia 
de la legislatura local para regular el requisito de ser mexicano por nacimiento para ejercer diversos cargos públicos. 
11 En dicho precedente se precisó que ello no implicaba, en ese momento, un pronunciamiento respecto de la eventual facultad del Congreso 
de la Unión para regular esta materia, dado que el tema tratado en el caso concreto versaba sobre la invalidez de una norma perteneciente a 
una legislación local. 
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34. Dichas consideraciones fueron reiteradas por este Tribunal Constitucional en las acciones de 
inconstitucionalidad 59/201812, 4/201913, 35/201814, 40/201915, 88/201816, 93/201817, 45/2018 y su acumulada 
46/201818, 157/201719, y 67/2018 y su acumulada 69/201820. 

35. Ahora, en la acción de inconstitucionalidad 111/201921, así como en las diversas acciones 113/202022, 
182/202023, 192/202024, 39/202125 y 6/202026, falladas recientemente, este Tribunal Pleno mantuvo su criterio 
en el sentido de que las legislaturas de los Estados no se encuentran habilitadas para regular supuestos en 
los que se limite el acceso a cargos públicos a los mexicanos por nacimiento en las entidades federativas, 
pues, de hacerlo, llevará indefectiblemente, a declarar la invalidez de las porciones normativas que así lo 
establezcan. 

36. Sin embargo, para llegar a dicha conclusión se partió únicamente del estudio de los artículos 30, 32 y 
37, de la Constitución Federal, sin la necesidad de recurrir a la interpretación sistemática antes mencionada ni 
al estudio del principio de igualdad y no discriminación. 

37. Además, en las mencionadas acciones de inconstitucionalidad 39/2021 y 6/2020, se consideró que era 
necesario eliminar las referencias a la reforma constitucional en materia de nacionalidad, específicamente, en 
el tema de los cargos y funciones a áreas estratégicas y prioritarias, al considerarse que no se encontraban 
relacionadas con la problemática en estudio. 

38. En consecuencia, al ser estos últimos asuntos los que contienen el criterio vigente del Tribunal Pleno, 
el estudio de la porción normativa impugnada en este asunto se realizará conforme a las consideraciones 
sostenidas en ellos. 

39. En ese sentido, es importante realizar un análisis de las normas que tienen como finalidad regular el 
tema de la nacionalidad en México. Para pronta referencia, se transcriben los preceptos constitucionales 
relevantes para estudiar el caso concreto: 

“Artículo. 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por nacimiento o por naturalización. 
A).- Son mexicanos por nacimiento: 
I.- Los que nazcan en territorio de la República, sea cual fuere la nacionalidad de sus 
padres. 
II.- Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos nacidos en territorio 
nacional, de padre mexicano nacido en territorio nacional, o de madre mexicana nacida en 
territorio nacional. 
III.- Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos por naturalización, de 
padre mexicano por naturalización, o de madre mexicana por naturalización, y 
IV.- Los que nazcan a bordo de embarcaciones o aeronaves mexicanas, sean de guerra o 
mercantes. 
B).- Son mexicanos por naturalización: 
I.- Los extranjeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones carta de naturalización. 
II.- La mujer o el varón extranjeros que contraigan matrimonio con varón o con mujer 
mexicanos, que tengan o establezcan su domicilio dentro del territorio nacional y cumplan 
con los demás requisitos que al efecto señale la ley. 
Artículo. 32. La Ley regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana 
otorga a los mexicanos que posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar 
conflictos por doble nacionalidad. 
El ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente 
Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa 
calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos 
que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión. 

                                                 
12 Resuelta en sesión de siete de enero de dos mil veinte. 
13 Resuelta en sesión de siete de enero de dos mil veinte. 
14 Resuelta en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte. 
15 Resuelta en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte. 
16 Resuelta en sesión de diecisiete de febrero de dos mil veinte. 
17 Resuelta en sesión de veintiuno de abril de dos mil veinte. 
18 Resuelta en sesión de dieciocho de junio de dos mil veinte. 
19 Resuelta en sesión de veintitrés de julio de dos mil veinte. 
20 Resuelta en sesión de treinta de julio de dos mil veinte. 
21 Resuelta en sesión de veintiuno de julio de dos mil veinte. 
22 Resuelta en sesión de veintidós de abril de dos mil veintiuno. 
23 Resuelta en sesión de diecisiete de agosto de dos mil veintiuno. 
24 Resuelta en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno. 
25 Resuelta en sesión de veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno. 
26 Resuelta en sesión de diez de enero de dos mil veintidós. 
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En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en el Ejército, ni en las fuerzas de policía 
o seguridad pública. Para pertenecer al activo del Ejército en tiempo de paz y al de la 
Armada o al de la Fuerza Aérea en todo momento, o desempeñar cualquier cargo o 
comisión en ellos, se requiere ser mexicano por nacimiento. 
Esta misma calidad será indispensable en capitanes, pilotos, patrones, maquinistas, 
mecánicos y, de una manera general, para todo el personal que tripule cualquier 
embarcación o aeronave que se ampare con la bandera o insignia mercante mexicana. 
Será también necesaria para desempeñar los cargos de capitán de puerto y todos los 
servicios de practicaje y comandante de aeródromo. 
Los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igualdad de circunstancias, para toda 
clase de concesiones y para todos los empleos, cargos o comisiones de gobierno en que 
no sea indispensable la calidad de ciudadano. 
Artículo. 37. […] 
A).- Ningún mexicano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad. 
B).- La nacionalidad mexicana por naturalización se perderá en los siguientes casos: 
I.- Por adquisición voluntaria de una nacionalidad extranjera, por hacerse pasar en 
cualquier instrumento público como extranjero, por usar un pasaporte extranjero, o por 
aceptar o usar títulos nobiliarios que impliquen sumisión a un Estado extranjero, y 
[…]”. 

40. De los artículos constitucionales antes citados se desprende lo siguiente: 

a) La nacionalidad mexicana podrá adquirirse por nacimiento o por naturalización (nacionalidad 
mexicana originaria y derivada, respectivamente). 

b) La nacionalidad mexicana por nacimiento está prevista en el apartado A del artículo 30 
constitucional, a través de los sistemas de ius soli y de ius sanguinis, esto es, en razón del lugar 
del nacimiento y en razón de la nacionalidad de los padres o de alguno de ellos, 
respectivamente. 

c) La nacionalidad por naturalización, denominada también derivada o adquirida es conforme al 
apartado B del citado artículo 30 constitucional, aquella que se adquiere por voluntad de una 
persona, mediante un acto soberano atribuido al Estado que es quien tiene la potestad de 
otorgarla, una vez que se surten los requisitos que el propio Estado establece para tal efecto. 

d) De acuerdo con el artículo 30 constitucional, apartado B, acceden a la mexicanidad por 
naturalización las personas extranjeras que obtengan de la Secretaría de Relaciones Exteriores 
la carta de naturalización y la mujer o varón extranjero que contraiga matrimonio con varón o 
mujer mexicana, que tengan o establezcan su domicilio dentro del territorio nacional y reúnan 
los requisitos establecidos en la ley relativa. 

e) Se dispone lo relativo a la doble nacionalidad, así como a los cargos y funciones para los que 
se requiera la mexicanidad por nacimiento y no se adquiera otra nacionalidad. 

f) Finalmente, se establece que ninguna persona mexicana por nacimiento podrá ser privada de 
su nacionalidad y los motivos de pérdida de la mexicanidad por naturalización. 

41. El texto vigente de los artículos 30, 32 y 37 constitucionales, tiene su origen en la reforma publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el veinte de marzo de mil novecientos noventa y siete, de cuyo procedimiento 
destaca lo siguiente: 

a) La reforma tuvo por objeto la no pérdida de la nacionalidad mexicana por nacimiento, 
independientemente de que se adopte alguna otra nacionalidad o ciudadanía, para que quienes 
opten por alguna nacionalidad distinta a la mexicana puedan ejercer plenamente sus derechos 
en su lugar de residencia, en igualdad de circunstancias. 

b) La reforma se vio motivada por el importante número de mexicanos residentes en el extranjero 
y que se ven desfavorecidos frente a los nacionales de otros países cuyas legislaciones 
consagran la no pérdida de su nacionalidad. 

c) Con la reforma, México ajustó su legislación a una práctica internacional facilitando a los 
nacionales la defensa de sus intereses. 

d) Se consideró que la reforma constituía un importante estímulo para las personas mexicanas 
que han vivido en el exterior, pues se eliminarían los obstáculos jurídicos para que después de 
haber emigrado puedan repatriarse a nuestro país. 

e) En concordancia con el establecimiento de la no pérdida de la nacionalidad mexicana por 
nacimiento, se propuso eliminar las causales de pérdida de nacionalidad mexicana por 
nacimiento señaladas en el apartado A del artículo 37 constitucional, salvo en circunstancias 
excepcionales, exclusivamente aplicables a personas naturalizadas mexicanas. 
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f) Por otra parte, se fortalecieron criterios específicos para asegurar que los mexicanos por 
naturalización acrediten plenamente un vínculo efectivo con el país, así como la voluntad real 
de ser mexicanos. 

g) Se agregó un nuevo párrafo al artículo 32, para que aquellos mexicanos por nacimiento que 
posean otra nacionalidad, al ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones, siempre sean 
considerados como mexicanos, para lo cual, al ejercitar tales derechos y cumplir sus 
obligaciones, deberán sujetarse a las condiciones establecidas en las leyes nacionales. 

42. En el dictamen de la Cámara de Diputados (instancia revisora) se sostuvo lo siguiente: 

a) Las reformas constitucionales tienen como principal objetivo establecer la no pérdida de la 
nacionalidad mexicana por nacimiento, independientemente de que se adopte otra 
nacionalidad, ciudadanía o residencia, salvo en circunstancias excepcionales aplicables 
exclusivamente a personas naturalizadas mexicanas, siempre con la intervención del Poder 
Judicial, por lo que desaparecen las causales de pérdida de la nacionalidad mexicana por 
nacimiento señaladas en el inciso A del artículo 37 constitucional. 

b) En el artículo 30 se establece la transmisión de la nacionalidad a los nacidos en el extranjero, 
hijos de mexicanos nacidos en territorio nacional, y a los que nazcan en el extranjero hijos de 
mexicanos por naturalización, lo que permitirá asegurar en estas personas el mismo aprecio 
que sus progenitores tienen por México. 

c) Se fortalecen tanto en el artículo 30 lo relativo a los extranjeros que contraen matrimonio con 
mexicanos, como en el artículo 37 lo relativo a la pérdida de la nacionalidad, criterios 
específicos para asegurar que los mexicanos por naturalización acrediten plenamente un 
vínculo efectivo con el país y una voluntad real de ser mexicanos. 

d) Se agrega un nuevo párrafo al artículo 37 para que aquellas personas mexicanas por 
nacimiento que adquieran otra nacionalidad, al ejercer sus derechos derivados de la legislación 
mexicana, sean consideradas como mexicanas, por lo que, para el ejercicio de esos derechos, 
deberán sujetarse a las condiciones que establezcan las leyes nacionales. Esta disposición 
tiene por objeto dejar en claro que aquellos mexicanos que se hayan naturalizado ciudadanos 
de otro país no podrán invocar la protección diplomática de gobierno extranjero, 
salvaguardando así otras disposiciones constitucionales, tales como la relativa a la doctrina 
Calvo. 

e) La reforma del artículo 32 resulta fundamental para evitar conflictos de intereses o dudas en la 
identidad de los mexicanos con doble nacionalidad, respecto del acceso a cargos que impliquen 
funciones públicas en este país. De ahí la conveniencia de que el precepto ordene que la ley 
regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana otorga a los mexicanos que 
posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por doble nacionalidad, así 
como que el ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente 
Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad 
y no adquieran otra nacionalidad. A dicho texto se agrega que esa misma reserva será aplicable 
a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión. 

43. Del análisis de la exposición de motivos se constata la consideración esencial del constituyente de que 
la nacionalidad mexicana no se agota por una demarcación geográfica, sino que se relaciona con el 
sentimiento de pertenencia, lealtad a las instituciones, a los símbolos, a la cultura y a las tradiciones, y que se 
trata de una expresión espiritual que va más allá de los límites impuestos por las fronteras y las normas. En el 
marco de esta reforma, que amplió los supuestos para la naturalización, el constituyente determinó que el 
ejercicio de ciertos cargos y funciones que se relacionan con el fortalecimiento de la identidad y soberanía 
nacionales tienen que ser desempeñados por personas mexicanas por nacimiento, pues sus titulares tienen 
que estar libres de cualquier vínculo jurídico o sumisión a otros países. 

44. A partir de entonces, el Constituyente ha venido definiendo expresamente aquellos supuestos 
específicos para los que es necesario que la persona que los ejerza sea mexicana por nacimiento. Entre éstos 
se encuentran las personas comisionadas del organismo garante del cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de datos personales federal, artículo 6º, apartado A; las personas 
comisionadas del Instituto Federal de Telecomunicaciones y de la Comisión Federal de Competencia 
Económica, artículo 28; las personas depositarias de los Poderes de la Unión, artículos 55, fracción I, 58, 82, 
fracción I, 95, fracción I, 99 y 100; la persona titular de la Auditoría Superior de la Federación, artículo 79; las 
personas secretarias de despacho, artículo 91; las personas magistradas electorales de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, artículo 99; las personas consejeras del Consejo de la 
Judicatura Federal, artículo 100; el o la Fiscal General de la República, artículo 102 apartado A, segundo 
párrafo; las personas gobernadoras de los Estados y las personas magistradas integrantes de los Poderes 
Judiciales estatales, artículo 116; y las personas magistradas integrantes del Tribunal Superior de Justicia de 
la Ciudad de México, artículo 122, apartado A, fracción IV. 
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45. En ese contexto se inserta precisamente la previsión del artículo 32 de la Constitución Política del país, 
en el que el propio Constituyente estableció expresamente diversos cargos públicos que deberán ser 
ocupados por personas mexicanas por nacimiento, pero, además, en términos de su segundo párrafo, estipuló 
que esta reserva también será aplicable a los casos que así señalen otras leyes del Congreso de la Unión. 

46. Así, en cuanto a la atribución de establecer como requisito de elegibilidad para ocupar cargos públicos 
el ser persona mexicana por nacimiento en términos del artículo 32 constitucional, este Alto Tribunal arriba a 
la conclusión que los órganos legislativos locales que establezcan dicha exigencia no están facultados para 
ello, pues el segundo párrafo del precepto constitucional citado sólo menciona al Congreso de la Unión 
cuando refiere a que existen cargos públicos para cuyo ejercicio es necesaria la nacionalidad por nacimiento, 
y excluye a los congresos locales. 

47. De ahí que, si el artículo 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reserva de 
manera exclusiva al Constituyente federal la facultad de determinar los cargos públicos en los que su titular 
deba cumplir con el requisito de la mexicanidad por nacimiento, las entidades federativas no pueden en caso 
alguno, establecer ese requisito para acceder a otros cargos distintos a los expresamente señalados en la 
Constitución Política del país27. 

48. Por lo tanto, aplicados tales razonamientos reseñados a la disposición aquí impugnada, resulta que 
ésta es inconstitucional, dado el Congreso del Estado de Nuevo León, en el artículo 15, fracción I, de la Ley 
que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, está 
incorporando el requisito de la nacionalidad mexicana por nacimiento para el cargo de Director General como 
integrante del Consejo Directivo en esa entidad federativa, por lo que debe declararse inválida por 
incompetencia de la entidad federativa. 

49. En consecuencia, se declara la invalidez de la porción normativa “por nacimiento”, prevista en la 
fracción I, del artículo 15, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del 
Estado de Nuevo León. 

50. Tema II. Contar con una “amplia solvencia moral” para ser titular de las direcciones General y 
de las unidades académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de 
Nuevo León. 

51. La Comisión promovente señala que la porción normativa “de amplia solvencia moral y”, prevista en 
los artículos 15, fracción V, y 17, fracción V, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para 
el Trabajo del Estado de Nuevo León, vulnera el derecho de seguridad jurídica y el principio de legalidad, ya 
que los términos empleados son indeterminados e imprecisos, lo que permite que la autoridad arbitrariamente 
califique el perfil de los aspirantes con base en determinaciones subjetivas. 

52. Los artículos señalados, en las porciones impugnadas prevén: 

“Artículo 15. Para ser Director General del Instituto, se requiere: 

V. Ser una persona de amplia solvencia moral y de reconocido prestigio profesional. 

[…]”. 

“Artículo 17. Los Directores de la unidades académicas dependientes del Instituto, serán 
nombrados por la Junta Directiva, a partir de una terna propuesta por el Director General, 
y deberán satisfacer los requisitos siguientes: 

[…] 

V. Ser una persona de amplia solvencia moral y de reconocido prestigio profesional. 

53. Este Alto Tribunal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que es fundado el concepto 
de invalidez que hace valer la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

54. Al respecto, se estima conveniente recordar las consideraciones que sostuvo este Alto Tribunal al 
resolver la acción de inconstitucionalidad 107/2016, el veintitrés de enero de dos mil veinte28, en la que 
declaró la invalidez de la porción normativa “un modo honesto de vivir”, prevista en el artículo 64 de la Ley 
Orgánica del Municipio Libre, del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, al considerar, en suplencia de la 
deficiencia de la queja, que: 

                                                 
27 Sin que ello implique, en este momento, un pronunciamiento respecto de la eventual facultad del Congreso de la Unión para regular esta 
materia, dado que el tema tratado en la presente acción de inconstitucionalidad versa sobre la invalidez de una norma perteneciente a una 
legislación local. 
28 Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando sexto, consistente en 
declarar la invalidez, en suplencia de la deficiencia de la queja, del artículo 64, en su porción normativa “un modo honesto de vivir”, de la Ley 
Número 9 Orgánica del Municipio Libre, del Estado de Veracruz, reformado mediante Decreto número 930, publicado en la Gaceta Oficial de 
dicha entidad federativa el nueve de noviembre de dos mil dieciséis. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa y 
Pardo Rebolledo no se pronunciaron sobre la propuesta. 
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a) Si bien dicho requisito está constitucionalizado como condición para ejercer los derechos 
derivados de la ciudadanía, previstos en el artículo 34 constitucional29, de cualquier forma, su 
ponderación resulta sumamente subjetiva, porque depende de lo que cada quien opine, 
practique o quiera entender, sobre cuáles son los componentes éticos en la vida personal, de 
modo tal que, dicha expresión, por su ambigüedad y dificultad en su uniforme apreciación, 
también se traduce en una forma de discriminación. 

b) En el asunto concreto, la medida es una forma de discriminación, porque la designación de los 
Jefes de Manzana y Comisarios Municipales, podría quedar subordinada a la plena voluntad del 
juicio valorativo y de orden discrecional de quienes los designan, pues dependerá de lo que, en 
su conciencia, supongan acerca de cómo se concibe un sistema de vida honesto, y si los 
interesados califican o no satisfactoriamente sus expectativas morales sobre esa forma de vivir 
ejemplarmente, lo cual podría llevar al extremo de negar el acceso al cargo tan solo por 
prejuicios de orden religioso, condición social, preferencia sexual, estado civil, etcétera. 

c) Si se quisiera valorar el requisito en cuestión, debe partirse de la premisa favorable de que toda 
persona tiene un modo honesto de vivir y, en todo caso, quien afirme lo contrario, tendría que 
acreditar por qué objeta tan relativo concepto en el ámbito social, por lo que no cabe exigir a 
quienes aspiran acceder a un cargo público que demuestren lo que, en principio y salvo prueba 
irrefutable en contrario, es inherente a su persona, ya que a todo individuo le asiste una 
presunción de su honestidad tan solo por el hecho de su naturaleza humana. 

d) Resulta discriminatorio exigirle a quien pretende acceder a un cargo público acredite no haber 
incurrido en alguna conducta sociablemente reprobable, es decir, que demuestre que ha llevado 
a cabo una vida decente, decorosa, razonable y justa, sin siquiera saber cuáles son los criterios 
morales de las personas que lo calificarán, y peor aún, ignorando si esos valores son 
compartidos por el propio aspirante o por los demás integrantes de la comunidad en forma 
mayoritaria y sin prejuicios. 

55. Ahora, retomando las consideraciones antes señaladas, este Tribunal Pleno considera que el requisito 
para ocupar un cargo público consistente en contar con una “amplia solvencia moral” es inconstitucional, 
toda vez que es un concepto muy subjetivo, porque su acreditación depende de lo que cada persona entienda 
por dicho concepto. 

56. Al respecto, la Real Academia de la Lengua Española señala, para cada una de las palabras 
mencionadas, el significado siguiente: 

Amplia. 

“1. adj. Extenso, dilatado, espacioso. U. t. en sent. fig. Amplios poderes. Amplias 
ventajas”. 

Solvencia. 

“1. f. Acción y efecto de solver o resolver. 

2. f. Carencia de deudas. 
f. Capacidad de satisfacer las deudas. 

4. f. Cualidad de solvente”. 

Moral 

“1. adj. Perteneciente o relativo a las acciones de las personas, desde el punto de 
vista de su obrar en relación con el bien o el mal y en función de su vida individual 
y, sobre todo, colectiva. 

2. adj. Conforme con las normas que una persona tiene del bien y del mal. No me 
parece moral. 
3. adj. Basado en el entendimiento o la conciencia, y no en los sentidos. Prueba, 
certidumbre moral. 

4. adj. Que concierne al fuero interno o al respeto humano, y no al orden jurídico. 
Aunque el pago no era exigible, tenía obligación moral de hacerlo. 

5. f. Doctrina del obrar humano que pretende regular el comportamiento individual y 
colectivo en relación con el bien y el mal y los deberes que implican. 

                                                 
29 Artículo 34. Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes 
requisitos: 
I. Haber cumplido 18 años, y  
II. Tener un modo honesto de vivir. 
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6. f. Conjunto de facultades del espíritu, por contraposición a físico. 

7. f. Estado de ánimo, individual o colectivo. Tengo la moral por los suelos. 

8. f. Ánimo para afrontar algo. Se necesita tener moral para aguantar tantas penalidades. 

9. f. coloq. En actividades que implican confrontación o esfuerzo intenso, confianza en el 
éxito”. 

57. Como se pude observar, las palabras utilizadas en la porción normativa impugnada presentan un alto 
grado de subjetividad, ya que la persona que realice la valoración de dicho requisito será la que, conforme a 
su entender, determine en primer lugar si no hay dudas en cuanto a que la moral del aspirante es extensa y, 
en segundo, determinará, desde el punto de vista de su obrar en relación con el bien o el mal y en función de 
su vida individual, como deberá ser la moralidad requerida para ingresar al cargo publico correspondiente. 

58. Por lo tanto, retomando las consideraciones expresadas en la acción de inconstitucionalidad 107/2016, 
este Alto Tribunal considera que la medida en cuestión es una forma de discriminación, ya que el 
cumplimiento del requisito consistente en contar con una “amplia solvencia moral” para ser titular de las 
Direcciones General y de las unidades académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo 
del Estado de Nuevo León, queda al juicio valorativo y de orden discrecional de las personas que los designen 
realicen, porque su cumplimiento quedara sujeto a lo que consideren como el bien o el mal en función de su 
vida individual y si los interesados califican o no satisfactoriamente sus expectativas morales sobre su forma 
de vivir. 

59. Además, resulta discriminatorio exigirle a quien pretende acceder a un cargo público acreditar contar 
con una “amplia solvencia moral”, sin saber cuáles son los criterios morales de las personas que lo calificarán, 
y peor aún, ignorando si esos valores son compartidos por el propio aspirante o por los demás integrantes de 
la comunidad en forma mayoritaria y sin prejuicios, lo que podría generar que se le niegue el acceso al cargo 
por prejuicios de orden religioso, condición social, preferencia sexual, estado civil, etcétera30. 

60. Por lo tanto, lo procedente es declarar la inconstitucionalidad de la porción normativa “amplia 
solvencia moral y”, prevista en los artículos 15, fracción V, y 17, fracción V, de la Ley que crea el Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 

61. OCTAVO. Efectos. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 45, en relación con el diverso 73, 
ambos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para determinar la fecha y los términos en la que 
producirán sus efectos las sentencias que dicte en este medio de control constitucional. 

62. En consecuencia, se declara la invalidez de los artículos 15, fracción I, en la porción normativa “por 
nacimiento”, 15, fracción V, y 17, fracción V, en la porción normativa “amplia solvencia moral y”, de la Ley 
que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 

63. Las declaratorias de invalidez decretadas surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Nuevo León. 

64. Por lo expuesto y fundado, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 15, fracciones I, en su porción normativa ‘por 
nacimiento’, y V, en su porción normativa ‘de amplia solvencia moral y’, y 17, fracción V, en su porción 
normativa ‘de amplia solvencia moral y’, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el 
Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto número 454, publicado en el periódico 
oficial de dicha entidad federativa el diez de marzo de dos mil veintiuno, la cual surtirá sus efectos a partir de 
la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Nuevo León, en los términos precisados 
en los considerandos séptimo y octavo de esta decisión. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

                                                 
30 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 1.  
[…] 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
[…]. 
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Notifíquese haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los considerandos 
primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto relativos, respectivamente, a la competencia, a la precisión 
de la litis, a la oportunidad, a la legitimación, a los conceptos de invalidez e informes de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo del Estado de Nuevo León y a las causas de improcedencia. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por razones diferentes, Ortiz Ahlf con razones 
adicionales, Aguilar Morales, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat en contra de las 
consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las 
consideraciones, respecto del considerando séptimo, relativo al análisis de fondo, en su tema I, consistente en 
declarar la invalidez del artículo 15, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento”, de la Ley que crea el 
Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante el 
Decreto número 454, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el diez de marzo de dos mil 
veintiuno. Las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Piña Hernández, Ríos Farjat y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos concurrentes. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat 
y Laynez Potisek, respecto del considerando séptimo, relativo al análisis de fondo, en su tema II, consistente 
en declarar la invalidez de los artículos 15, fracción V, en su porción normativa “de amplia solvencia moral y”, 
y 17, fracción V, en su porción normativa “de amplia solvencia moral y”, de la Ley que crea el Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto número 
454, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el diez de marzo de dos mil veintiuno. Los 
señores Ministros Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor Ministro 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto particular. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando octavo, 
relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez decretada surta sus efectos a 
partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Nuevo León. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo no asistió a la sesión de once de enero de dos mil veintidós 
previo aviso a la Presidencia. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los  
términos precisados. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos quien da fe. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Luis 
María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello 
Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de diecinueve fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 
inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del once de enero de dos mil veintidós.  
Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a 
siete de marzo de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LORETTA ORTIZ AHLF, EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 65/2021, FALLADA POR EL TRIBUNAL PLENO EN SESIÓN DEL ONCE DE ENERO 
DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

En la sesión del once de enero de dos mil veintidós, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
analizó el asunto citado al rubro, promovido por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de 
los artículos 15, fracciones I y V, y 17, fracción, V, de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación 
para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 

Los temas medulares del asunto radicaron en el análisis de la constitucionalidad de: a) el requisito de ser 
mexicano por nacimiento para ocupar el cargo de Director General del Instituto de Capacitación y Educación 
para el Trabajo del Estado de Nuevo León; y, b) el requisito de contar con una “amplia solvencia moral” para 
ser titular de las Direcciones General y de las Unidades Académicas dependientes del mismo Instituto. 

El presente voto lo formulo por tener ciertas consideraciones especificas respecto del tema a). Concuerdo 
con el criterio adoptado por la mayoría del Pleno de la SCJN referente a que las legislaturas de los Estados, a 
partir de una interpretación sistemática de los artículos 32, párrafo segundo y 1º de la Constitución Federal, no 
se encuentran habilitadas constitucionalmente para establecer la calidad de mexicano por nacimiento para el 
desempeño de un cargo público. 

Sin embargo, en adición a lo anterior, estimo necesario señalar que el establecimiento de este requisito, 
más allá de los supuestos ya previstos en la Constitución Federal, también discrepa de los principales 
estándares internacionales en materia de derechos humanos. 

Por ello, me limitaré a exponer las razones por las cuales considero que el requisito de ser mexicano por 
nacimiento para ocupar el cargo de Director General del Instituto de Capacitación y Educación para el 
Trabajo del Estado de Nuevo León es incovencional. 

La norma impugnada que impone el requisito de “ser mexicano por nacimiento para ocupar el cargo de 
Director General del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León” 
establece dos requisitos: 

 La nacionalidad mexicana, y 

 Que ésta se haya obtenido por nacimiento. 

I. Sobre el requisito de la nacionalidad. 

Sobre la exigencia de la nacionalidad, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) en su 
artículo 231 reconoce los denominados derechos políticos; mientras que el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, los reconoce en su artículo 252. 

Ambos sistemas de protección establecen el derecho de “todos los ciudadanos” de participar en la 
dirección de los asuntos públicos, sin distinciones ni restricciones indebidas, de conformidad con el principio 
de igualdad y no discriminación. 

Además, el artículo 23.1.c de la CADH reconoce que la ley puede reglamentar el acceso a las funciones 
públicas del país, en condiciones generales de igualdad, y exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia o condena, por juez competente, entre otras. 

Como se puede observar, el artículo mencionado de la CADH reconoce que los derechos políticos no son 
absolutos y están sujetos a ciertas restricciones, incluida la nacionalidad de las personas. 

II. Sobre el requisito de obtener la nacionalidad por nacimiento 

En lo que respecta a este segundo requisito, considero que la norma hace una distinción que no es 
razonable ni objetiva entre personas mexicanas. En el artículo 30 constitucional se establece que las personas 
podrán ser mexicanas por nacimiento y naturalización, es decir, se reconoce constitucionalmente que 
existen dos formas en las que una persona pueda ser mexicana3. 

                                                 
1 Artículo 23.  Derechos Políticos. 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la 
libre expresión de la voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de 
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
2 Artículo 25 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes 
derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
3 Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por nacimiento o por naturalización. 
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En ese sentido, considero que no existe ninguna justificación razonable y objetiva que permita concluir que 
esta distinción entre personas mexicanas es válida a la luz del derecho internacional de los derechos 
humanos, con base en el principio de igualdad y no discriminación. 

a) Igualdad y no discriminación e igualdad ante la ley. 

El principio de igualdad y no discriminación permea todo el ordenamiento jurídico mexicano: cuenta con 
rango constitucional4 y está reconocido en diferentes tratados internacionales de derechos humanos, tal como 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos5, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales6 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos7. 

En específico, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha establecido en casos como 
Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala8 así como en la Opinión Consultiva OC-18/039, que el principio 
fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del ius cogens, es decir, que ha 
adquirido el carácter de norma imperativa del derecho internacional general, al desprenderse directamente de 
la unidad de naturaleza del género humano, por lo que resulta inseparable de la dignidad esencial de la 
persona. 

El corpus iuris internacional, concuerda en que este principio dispone que toda persona debe recibir el 
mismo trato y gozar de los mismos derechos en igualdad de condiciones, siempre y cuando se 
encuentren en una situación similar10. 

Asimismo, este principio implica que está prohibida toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que 
tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos de todas las personas,11 particularmente las basadas en diversas 
categorías protegidas, tales como el origen nacional de las personas. 

Por su parte, el artículo 24 de la CADH impone una obligación adicional que implica que el principio de 
igualdad y no discriminación tiene que estar reconocido y garantizado por la ley de los Estados Parte de dicho 
tratado. Esto implica que todas las personas son iguales ante la ley y, en consecuencia, tienen derecho a igual 
protección de ésta, sin discriminación. 

En casos como Yatama Vs. Nicaragua12, la Corte IDH ha señalado que el principio de protección igualitaria 
y efectiva de la ley, y de no discriminación, constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los 
derechos humanos. Es por ello que tal principio ha ingresado en el dominio del jus cogens y sobre él 
descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional. 

Además, la Corte ha manifestado que los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento 
regulaciones discriminatorias, de eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas 
de este carácter y de establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva 
igualdad ante la ley de todas las personas. 

                                                                                                                                                     
A) Son mexicanos por nacimiento: 
I. Los que nazcan en territorio de la República, sea cual fuere la nacionalidad de sus padres. 
II. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos, de madre mexicana o de padre mexicano; 
III. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos por naturalización, de padre mexicano por naturalización, o de madre 
mexicana por naturalización, y 
IV. Los que nazcan a bordo de embarcaciones o aeronaves mexicanas, sean de guerra o mercantes. 
B) Son mexicanos por naturalización: 
I. Los extranjeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones carta de naturalización. 
II. La mujer o el varón extranjeros que contraigan matrimonio con varón o con mujer mexicanos, que tengan o establezcan su domicilio dentro 
del territorio nacional y cumplan con los demás requisitos que al efecto señale la ley. 
4 Artículos 1°, párrafos primero y quinto; 2°, apartado B; 4°, párrafo primero; 31, fracción IV; y 123, apartado A, fracción VII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
5 Artículos 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
6 Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
7 Artículos 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
8 Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 
351, párrafo 270. 
9 Corte IDH. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. 
Serie A No. 18. 
10 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 20 “La no discriminación y los derechos económicos, 
sociales y culturales”, párrafo 10; Corte IDH. Caso de los Buzos Miskitos (Lemoth Morris y otros) Vs. Honduras. Sentencia de 31 de agosto de 
2021. Serie C No. 432, párrafos 98 y 99; Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422, Párrafo 64. 
11 Observación General No. 18, “No discriminación”, del 10 de noviembre de 1989, del Comité de Derechos Humanos, párrafo 6. 
12 Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. 
Serie C No. 127, párrafo 184. 



Lunes 11 de abril de 2022 DIARIO OFICIAL 59 

b) El principio de igualdad y no discriminación y su relación con los derechos políticos. 

Específicamente, con relación a la protección de los derechos políticos, el tribunal interamericano  
ha reiterado que el ejercicio efectivo de éstos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental 
que tienen las sociedades democráticas para garantizar los demás derechos humanos previstos en la 
Convención Americana. 

Asimismo, de conformidad con el artículo 23 convencional, que sus titulares no sólo deben gozar de 
derechos, sino también de “oportunidades”. Es decir, de contar con medidas positivas a efecto de que toda 
persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos.  
Tal como ha señalado este tribunal en el caso Petro Urrego Vs. Colombia13: los derechos políticos y su 
ejercicio propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político. 

Es así que los estándares internacionales establecen que se deberán propiciar condiciones y mecanismos 
para que dichos derechos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad  
y no discriminación. 

Debido a ello, el derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad -
ya sea por elección popular o por nombramiento o designación- protege el acceso a una forma directa de 
participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecución de las directrices políticas estatales a través 
de funciones públicas. 

Como ya mencioné, si bien reconozco que los derechos políticos no son absolutos y su ejercicio puede 
estar sujeto a determinadas regulaciones o restricciones por parte de los Estados, éstas deben preverse en ley, 
perseguir un fin legítimo y, más aún, cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad; es 
decir, deben ser necesarias en una sociedad democrática14. 

A este respecto, son claros los criterios interamericanos advertidos en casos como Reverón Trujillo vs. 
Venezuela15, al establecer que todo proceso de nombramiento debe tener como función no sólo la selección 
según los méritos y calidades del aspirante, sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el 
acceso a la administración pública. 

V. Conclusión. 

En resumen, y de conformidad con el marco constitucional y convencional antes referido, el Estado 
Mexicano tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo cual implica que la regulación 
del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean acordes al principio de igualdad y no 
discriminación, y debe adoptar las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. 

Motivos por los cuales, si bien estoy a favor del proyecto, considero que el requisito de que se exija la 
nacionalidad por nacimiento para ocupar el cargo referido en el Estado de Nuevo León también resulta 
inconvencional, en tanto supone una distinción que no es razonable ni objetiva entre las personas mexicanas 
por nacimiento y las personas mexicanas por naturalización. 

Atentamente 

Ministra Loretta Ortiz Ahlf.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente de la señora 
Ministra Loretta Ortiz Ahlf, formulado en relación con la sentencia del once de enero de dos mil veintidós, 
dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 
65/2021, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad  
de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a siete de marzo de dos mil 
veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
13 Corte IDH. Caso. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406, párrafo 93. 
14 Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020, párrafo 105. 
15 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. 
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VOTO CONCURRENTE 

 QUE FORMULA EL MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA EN RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 65/2021, RESUELTO POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN EN SESIÓN DE ONCE DE ENERO DE DOS MIL VEINTIDOS. 

1. En la presente acción de inconstitucionalidad 65/2021 el Tribunal Pleno determinó la invalidez del 

artículo 15, fracción I, en la porción normativa por nacimiento; así como 15, fracción V y 17, fracción 

V, en la porción normativa amplia solvencia moral de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y 

Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, expedida mediante Decreto Número 454, 

publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 10 de marzo de 2021. 

2. Mi voto fue a favor de la invalidez de las normas y coincido con la inconstitucionalidad del requisito 

consistente en tener la nacionalidad mexicana por nacimiento para ser titular de la Dirección General 

del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León. No obstante, 

alcanzo la conclusión anterior por razones muy diversas, las cuales he expresado en diversos 

precedentes tales como las acciones de inconstitucionalidad 57/2018 y 87/2018. 

3. En efecto, la presente resolución se basa en los precedentes que han destacado la intención del 

poder reformador de la Constitución al modificar el contenido de los artículos 30, 32 y 37 y las 

razones para establecer que los mexicanos por nacimiento nunca pierden la nacionalidad mexicana. 

Luego, se explica que sólo la Norma Fundamental establece los supuestos de cargos públicos en los 

que se exige la nacionalidad mexicana por nacimiento y que ello es suficiente para interpretar que las 

legislaturas locales no pueden emitir ordenamientos en los que se imponga ese requisito. 

4. Sin embargo, no comparto la metodología de la sentencia. La conclusión sobre la incompetencia de 

las entidades federativas no se desprende del estudio realizado, pues para ello tendría que 

estudiarse también el artículo 73 constitucional, en su caso. Dicho de otro modo, el análisis que se 

lleva a cabo no es concreto en torno a la nacionalidad por nacimiento, por lo que las razones que se 

proponen son insuficientes para sostener la conclusión de inconstitucionalidad por falta de 

competencia de las legislaturas locales a la que se arriba. 

5. Bajo estas condiciones, si bien coincido con que el precepto analizado es inconstitucional, difiero de 

los motivos. Es decir, no porque exista incompetencia del legislativo estatal, pues la competencia 

residual no está vedada por el artículo 32 de la Constitución. 

6. Este tipo de requisitos no es de incompetencia, sino de transgresión a los principios de igualdad y no 

discriminación. En consecuencia, estimo que la invalidez se relaciona con que, de someter a la 

norma a un escrutinio estricto y no de mera razonabilidad, no se superaría el test que debe 

ejecutarse al estar imbricado el artículo 1º de la Constitución ya que, en el caso, las normas 

reclamadas no satisfacen ningún fin constitucionalmente imperioso. 

7. Por lo tanto, si bien coincido con la invalidez de la norma, lo hago bajo razones diversas  

aquí expresadas. 

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos,  

Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles en las 

que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 

voto concurrente del señor Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, formulado en relación con la sentencia del 

once de enero de dos mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

acción de inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 

certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a siete de 

marzo de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA, EN 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 65/2021, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS. 

En sesión pública celebrada el once de enero de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos, en la que declaró la invalidez de la porción normativa “por nacimiento” 

prevista en la fracción I del artículo 15 de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el 

Trabajo del Estado de Nuevo León.1 

Presento este voto concurrente, pues si bien estuve de acuerdo con el sentido de la sentencia, lo hice por 

consideraciones distintas. A continuación explico las razones de mi voto. 

I. Fallo mayoritario. 

En el primer apartado de la sentencia se analiza el argumento en el que la accionante aduce que el 

requisito consistente en tener la nacionalidad mexicana por nacimiento previsto para acceder al cargo de 

Director General del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León es 

inconstitucional, porque el Congreso local no se encuentra habilitado para establecer dicha calidad para el 

desempeño de un cargo público. 

Para analizar dicho argumento, el Tribunal Pleno retoma las consideraciones de los precedentes en los 

que se ha analizado el requisito consistente en tener la nacionalidad mexicana por nacimiento para acceder a 

cargos públicos, partiendo específicamente de los resueltos más recientemente,2 en los cuales se ha 

sostenido que de los artículos 30, 32 y 37 constitucionales se desprende que la Constitución General reservó 

de manera exclusiva al Constituyente Federal, la facultad de determinar los cargos públicos en los que su 

titular deba cumplir con el requisito de la mexicanidad por nacimiento, por lo que las legislaturas de los 

Estados no se encuentran habilitadas para regular supuestos en los que se limite el acceso a cargos públicos 

a los mexicanos por nacimiento en las entidades federativas. 

A partir de lo anterior, el Pleno declaró la invalidez de la porción normativa “por nacimiento” prevista en la 

fracción I del artículo 15 de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del 

Estado de Nuevo León. 

II. Razones del voto concurrente. 

Si bien comparto la invalidez de la porción normativa “por nacimiento”, prevista en la fracción I del artículo 

15 de la citada Ley, no comparto las consideraciones del fallo, pues en reiteradas ocasiones he señalado que 

solamente la Constitución General puede distinguir entre mexicanos por nacimiento y por naturalización para 

acceder a cargos públicos. 

En efecto, desde que se analizaron los primeros asuntos relacionados con este tema, como la acción de 

inconstitucionalidad 48/2009,3 he manifestado, contrario a lo expresado por la mayoría, que la interpretación 

más coherente del artículo 32 de la Constitución General con el principio de igualdad y no discriminación debe 

ser restrictiva, en el sentido antes apuntado; de modo que ni el Congreso de la Unión, ni las Legislaturas 

Locales, pueden exigir la nacionalidad mexicana por nacimiento como requisito para acceder a cargos 

públicos, fuera de los casos previstos expresamente en la Norma Fundamental. 

                                                 
1 Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León 
“Artículo 15. Para ser Director General del Instituto, se requiere: 
I. Ser mexicano por nacimiento y estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos. 
[…]”. 
2 Específicamente las acciones de inconstitucionalidad 111/2019 resuelta en sesión de veintiuno de julio de dos mil veinte; 113/2020 resuelta 
en sesión de veintidós de abril de dos mil veintiuno; 182/2020 resuelta en sesión de diecisiete de agosto de dos mil veintiuno; 192/2020 
resuelta en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno; 39/2021 resuelta en sesión de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintiuno; y, 6/2020 resuelta en sesión de diez de enero de dos mil veintidós, todas del Tribunal Pleno. 
3 Resuelta en sesión del Tribunal Pleno de catorce de abril de dos mil once. 
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Al respecto, he señalado que esta interpretación es acorde con el principio pro persona, puesto que, si los 
artículos 1° de la Constitución General4 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos5 
prohíben la discriminación por origen nacional y el diverso 23.1, inciso c),6 de este instrumento internacional 
dispone que todos los ciudadanos deben “tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país”, debe preferirse aquella interpretación constitucional que evite discriminaciones entre 
ciudadanos mexicanos. 

Incluso, al analizarse la acción de inconstitucionalidad 67/2018 y su acumulada 69/20187, enfaticé que, 
desde la reforma constitucional de febrero de dos mil once (previa a la “reforma en materia de derechos 
humanos” de junio del mismo año): 

… ya no era viable que ni las Legislaturas de los Estados ni el Congreso de la Unión 
estableciera distinciones entre categorías de mexicanos. 

Esto —para mí— queda mucho más claro con el texto actual del artículo 1°, que establece 
un bloque de constitucionalidad en que están incluidos no sólo los derechos humanos de 
fuente [nacional], sino todos los derechos humanos constitucionalizados de fuente 
internacional. Y por ello creo que ni el Congreso de la Unión ni las Legislaturas de los 
Estados pueden hacer esta distinción, con independencia de lo que diga una 
interpretación literal del artículo 32, porque —repito— creo que toda la Constitución se 
tiene que ver a la luz de una óptica distinta, que privilegia la vigencia y el desarrollo de los 
derechos humanos. Y reiteraré el voto concurrente que he emitido en diversos asuntos 
desde entonces. 

En ese orden de ideas, aunque voté a favor de la invalidez de la porción normativa “por nacimiento” 
establecida en la fracción I del artículo 15 de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el 
Trabajo del Estado de Nuevo León, lo hice porque considero que el único cuerpo normativo que puede hacer 
distinciones entre mexicanos por nacimiento y por naturalización para acceder a cargos públicos es la 
Constitución General, por lo que ni el Congreso de la Unión ni las legislaturas estatales pueden hacer 
distinciones de este tipo fuera de los casos previstos en ella. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro 
Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, formulado en relación con la sentencia del once de enero de dos 
mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 
inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con 
la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a siete de marzo de 
dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
4 Constitución General 
“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por 
este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”. 
5 Convención Americana sobre Derechos Humanos  
“Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 
 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 
6 Convención Americana sobre Derechos Humanos  
“Artículo 23.  Derechos Políticos 
 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
[…] 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país”. 
7 Resuelta en sesión del Tribunal Pleno de treinta de julio de dos mil veinte. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 65/2021, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. 

En sesión pública celebrada el once de enero de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, en la que declaró la invalidez de la porción normativa “de amplia 
solvencia moral y” prevista en la fracción V de los artículos 15 y 17 de la Ley que crea el Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León.1 

No comparto el sentido ni las consideraciones del fallo mayoritario por las razones que explico en el 
presente voto particular. 

I. Fallo mayoritario. 

En el segundo apartado de la sentencia, se analiza el argumento en el que la accionante planteó que el 
requisito consistente en contar con una “amplia solvencia moral” para ocupar los cargos de Director General y 
Directores de las Unidades Académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado 
de Nuevo León vulnera el derecho de seguridad jurídica y el principio de legalidad, porque tales términos son 
indeterminados e imprecisos, lo que permite que la autoridad arbitrariamente califique el perfil de los 
aspirantes con base en determinaciones subjetivas. 

La resolución retoma las consideraciones que el Tribunal Pleno sostuvo al resolverse la acción de 
inconstitucionalidad 107/2016,2 en la que se declaró la invalidez del requisito consistente en tener “un modo 
honesto de vivir” previsto para ser Jefe de Manzana o Comisario Municipal en el Estado de Veracruz, por 
considerar que su ponderación resultaba sumamente subjetiva al depender del juicio valorativo de quienes 
hacen la designación, lo que se traduce en una forma de discriminación. 

Al igual que en dicho asunto, en el presente caso, el Tribunal Pleno consideró que el requisito consistente 
en contar con “amplia solvencia moral” previsto para ser Director General y Directores de las Unidades 
Académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, presentaba 
un alto grado de subjetividad e implicaba una forma de discriminación, ya que su valoración queda a 
discreción de las personas que los designan, lo cual podría implicar que se niegue el acceso a cargos públicos 
con base en prejuicios. 

De esta manera, el Pleno decidió declarar la invalidez de la porción normativa “de amplia solvencia moral 
y” prevista en la fracción V de los artículos 15 y 17 de la Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación 
para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 

II. Razones del disenso. 

Como adelanté, no comparto el sentido ni las consideraciones del fallo mayoritario, ya que considero que 
el requisito consistente en contar con “amplia solvencia moral” previsto para ser Director General y Directores 
de las Unidades Académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo 
León, respeta el derecho de acceder a cargos públicos en condiciones de igualdad, al superar un test de 
razonabilidad. 

Desde mi perspectiva, el requisito en cuestión debió analizarse a la luz del derecho de acceder a un cargo 
público previsto en el artículo 35, fracción VI, de la Constitución General3 y en el diverso 23 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.4 

                                                 
1 Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León 
“Artículo 15. Para ser Director General del Instituto, se requiere: 
(…) 
V. Ser una persona de amplia solvencia moral y de reconocido prestigio profesional. (…)”. 
Artículo 17. Los Directores de la unidades académicas dependientes del Instituto, serán nombrados por la Junta Directiva, a partir de una 
terna propuesta por el Director General, y deberán satisfacer los requisitos siguientes: 
(…)” 
V. Ser una persona de amplia solvencia moral y de reconocido prestigio profesional. (…)”. 
2 Resuelta en sesión del Tribunal Pleno correspondiente al veintitrés de enero de dos mil veinte. 
3 Constitución General 
“Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía: 
(…) 
VI. Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley; (…)”. 
4 Convención Americana sobre Derechos Humanos 
Artículo 23. Derechos Políticos. 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la 
libre expresión de la voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de 
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
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Sobre el particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha enfatizado que no se trata de un 
derecho a acceder a un cargo público, sino que se trata de que sea en condiciones de igualdad.5 Lo cual, 
según dicho tribunal, implica que: (i) los criterios para el acceso a ellos sean “razonables y proporcionales”; y 
(ii) que las personas no sean objeto de discriminación en el ejercicio de ese derecho. 

En este sentido –y tal como lo he manifestado en diversos asuntos6– el nivel de escrutinio que, por regla 
general, resulta aplicable para determinar si un requisito para acceder a un cargo público es constitucional 
consiste en un test de razonabilidad, por lo que sólo se debe evaluar si: (i) el requisito persigue un fin legítimo 
y (ii) si es adecuado para alcanzar el fin buscado. 

Partiendo de lo anterior, considero que el requisito consistente en ser una persona de “amplia solvencia 
moral” para ocupar el cargo de Director General y Directores de las Unidades Académicas del Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León persigue una finalidad legítima, pues 
la medida pretende asegurar la confianza en el buen desempeño de los cargos directivos de dicho Instituto,7 
lo que atiende a los principios con los que los servidores públicos deben desempeñar sus funciones, los 
cuales están previstos en el artículo 109 de la Constitución General.8 

Además, la medida es adecuada para lograr el fin buscado, pues los cargos para los cuales se prevé el 
requisito combatido conllevan la realización de funciones académicas que implican desenvolverse en un 
entorno educativo, por lo que para asegurar la confianza en el desempeño de tales cargos directivos, es 
necesario que quienes aspiren a ocuparlos no sólo se encuentren capacitados técnica y profesionalmente, 
sino que es de suma importancia que se trate de personas que cuenten con una suerte de autoridad moral 
ante la sociedad y sobre las cuales no exista una percepción de infamia. 

Cabe señalar que esta ha sido mi postura en otros asuntos en los que se han analizado requisitos 
similares. Así, en la acción de inconstitucionalidad 67/2018 y su acumulada 69/2018, voté con la mayoría por 
reconocer la validez del requisito de “gozar de buena reputación” previsto para acceder al cargo de titular del 
órgano interno de control de diversas instituciones en Michoacán.9 De igual modo, en la acción de 
inconstitucionalidad 57/2019, me pronuncié en contra de invalidar el requisito de “gozar de buena fama 
pública” para el cargo de defensor municipal de derechos humanos en Chiapas.10 Por último, en la acción de 
inconstitucionalidad 300/2020, estuve en contra de invalidar el requisito de contar con “reconocida  
solvencia moral” para ser titular del órgano interno de control del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de México.11 

Por tales razones, no comparto la determinación del Tribunal Pleno en el sentido de declarar la invalidez 
de la porción normativa “de amplia solvencia moral y” prevista en la fracción V de los artículos 15 y 17 de la 
Ley que crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, pues en mi 
opinión, dicho requisito respeta el derecho de acceder a los cargos públicos en condiciones de igualdad. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles en 
las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 
voto particular del señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, formulado en relación con la 
sentencia del once de enero de dos mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la acción de inconstitucionalidad 65/2021, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a siete de marzo de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
5 Corte Interamericana sobre Derechos Humanos. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. 
Venezuela. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No.182, párr.206. Caso 
Reverón Trujillo vs. Venezuela. Excepción Premilinar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de treinta de junio de dos mil nueve. Serie C 
No. 197, párr. 138. Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 
2011. Serie C No. 227, párr. 135. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 194. Caso López Lone y otros vs. Honduras. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de cinco de octubre de dos mil quince. Serie C No. 302, párr. 206. 
6 Por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 36/2021, resuelta en sesión de veintidós de noviembre de dos mil veintiuno; la acción de 
inconstitucionalidad 57/2019, resuelta en sesión de siete de diciembre de dos mil veintiuno; la AI 111/2019, resuelta en sesión de veintiuno de 
julio de dos mil veinte; y la acción de inconstitucionalidad 108/2020, resuelta en sesión de diecinueve de abril de dos mil veintiuno; todas del 
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
7 Esto se desprende del informe justificado que rindió el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León.  
8 Constitución General 
“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo 
siguiente: 
[…] 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones”. 
9 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión correspondiente al treinta de julio de dos mil veinte. 
10 Discutida en la en la sesión de siete de diciembre de dos mil veintiuno. La invalidez propuesta de este requisito fue desestimada, ya que no 
alcanzó la votación mayoritaria y su estudio era en suplencia de la queja. 
11 Resuelta en sesión del Tribunal Pleno correspondiente al dieciocho de enero de dos mil veintidós. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General 5/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma el similar 4/2017 del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite de las resoluciones emitidas por los Juzgados Primero y 
Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, respecto de 
los juicios de amparo promovidos a partir del uno de enero de dos mil quince en los que se reclame la 
inconstitucionalidad de diversas disposiciones fiscales, relativas a la denominada contabilidad electrónica y por el 
que se abroga el diverso 5/2015. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la  
Judicatura Federal. 

ACUERDO GENERAL 5/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REFORMA EL 

SIMILAR 4/2017 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO AL TRÁMITE DE LAS 

RESOLUCIONES EMITIDAS POR LOS JUZGADOS PRIMERO Y SEGUNDO DE DISTRITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 

LA PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DE LOS JUICIOS DE AMPARO 

PROMOVIDOS A PARTIR DEL UNO DE ENERO DE DOS MIL QUINCE EN LOS QUE SE RECLAME LA 

INCONSTITUCIONALIDAD DE DIVERSAS DISPOSICIONES FISCALES, RELATIVAS A LA DENOMINADA 

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA Y POR EL QUE SE ABROGA EL DIVERSO 5/2015. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 

noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 

administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 

técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 

que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 

para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

TERCERO. El 11 de mayo de 2017, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo General 

4/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite de las resoluciones emitidas por los 

Juzgados Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad 

de México, respecto de los juicios de amparo promovidos a partir del 1 de enero de 2015 en los que se 

reclame la inconstitucionalidad de diversas disposiciones fiscales, relativas a la denominada contabilidad 

electrónica y por el que se abroga el diverso 5/2015; 

CUARTO. El 21 de febrero de 2018 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo General 

número 1/2018, de 13 de febrero del mismo año, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por 

el que se dispone el aplazamiento del dictado de la Resolución tanto en los amparos en revisión del 

conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, en los que subsista el problema de constitucionalidad, 

indistintamente, de los artículos 17-K, 18, 28, fracciones III y IV, 29 y Segundo Transitorio, fracciones III, IV y 

VII, del Código Fiscal de la Federación, reformados mediante decreto publicado el nueve de diciembre de dos 

mil trece, del diverso 22, fracciones IV y VI, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 

2015, así como de las diversas disposiciones de observancia general que regulan lo previsto en los referidos 

preceptos en relación con el buzón tributario y la contabilidad en medios electrónicos, como en las 

contradicciones de tesis de la competencia de un Pleno de Circuito relacionadas con los temas relativos a: 

determinar si resulta válida la sentencia de amparo indirecto firmada electrónicamente, o si ello constituye una 

violación a las reglas del procedimiento que amerita reponerlo para el efecto de que el Juez de Distrito firme 

aquélla de manera autógrafa, y a: determinar si cuando el Tribunal Colegiado de Circuito advierte que el Juez 

de Distrito se pronunció respecto de actos que no formaron parte de la litis, debe entrar al estudio de fondo del 

asunto y modificar la sentencia impugnada sin ordenar la reposición del procedimiento. 

El artículo ÚNICO de dicho Acuerdo señala que se aplaza el dictado de resolución en los amparos donde 

los actos reclamados sean los ya precisados en la denominación del propio Acuerdo, en tanto el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve las contradicciones de tesis 29/2018 y 30/2018; 
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QUINTO. En sesión del 15 de agosto de 2018, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resolvió la contradicción de tesis 30/2018. En ésta, el tema de contradicción versó sobre determinar  
“si al conocer de un recurso de revisión, el Tribunal Colegiado de Circuito advierte que en la sentencia 
recurrida se analizaron aspectos de procedencia, de constitucionalidad y de legalidad que no fueron 
planteados por las partes, debe reasumir jurisdicción y resolver lo conducente, o bien debe revocar la 
sentencia recurrida y ordenar el reenvío de los autos al Juez de Distrito a efecto de que emita una nueva en 
la que subsane la incongruencia advertida y resuelva lo que en derecho proceda” y se resolvió que la 
contradicción era inexistente; 

SEXTO. En sesión del 1 de julio de 2021, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió 
la contradicción de tesis 29/2018. El 10 de diciembre de 2021 se publicaron en el Semanario Judicial de la 
Federación las jurisprudencias que resuelven los puntos de contradicción, que tienen los datos de 
identificación y rubros siguientes: P./J. 5/2021 (11a.), registro digital 2023943, de rubro: “FIRMA 
ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN (FIREL). LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS DE LOS ÓRGANOS DE DICHO PODER PUEDEN UTILIZARLA EN SUSTITUCIÓN DE LA FIRMA 
AUTÓGRAFA DENTRO DE LAS ACTUACIONES Y RESOLUCIONES JUDICIALES QUE EMITAN”; 
P./J. 6/2021 (11a.), registro digital 2023942, de rubro: “FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN (FIREL). LA EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA PLASMADA EN LAS 
RESOLUCIONES AGREGADAS EN LOS EXPEDIENTES FÍSICOS, VALIDA EL USO DE AQUÉLLA POR 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LOS ÓRGANOS DE DICHO PODER ÚNICAMENTE EN EL 
DOCUMENTO EN QUE SE GENERÓ PARA UN EXPEDIENTE DETERMINADO”; P./J. 7/2021 (11a.), registro 
digital 2023944, de rubro: “FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN (FIREL). TODO DOCUMENTO ELECTRÓNICO QUE SE FIRME A TRAVÉS DE ELLA, DEBE 
GENERAR UNA REPRESENTACIÓN GRÁFICA PROPIA, A FIN DE VINCULAR SU AUTORÍA Y PRODUCIR 
EFECTOS JURÍDICOS”; P./J. 8/2021 (11a.), registro digital 2023961, de rubro “SENTENCIA GENÉRICA. NO 
ES VÁLIDA PARA RESOLVER DISTINTOS JUICIOS DE AMPARO DESVINCULADOS ENTRE SÍ, AUNQUE 
LA TEMÁTICA PUEDA SER SIMILAR”; y P./J. 9/2021 (11a.), registro digital 2023960, de rubro: “SENTENCIA 
DICTADA EN UN CUADERNO VARIOS. NO PUEDE SER UTILIZADA PARA RESOLVER DIVERSOS 
JUICIOS DE AMPARO, AUN CUANDO PUDIERAN COINCIDIR SOBRE UNA MISMA TEMÁTICA”. Estas 
tesis se consideran de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre de 2021, para todos los efectos 
previstos en el punto Noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021, de la Suprema Corte de Justicia  
de la Nación; 

SÉPTIMO. Las contradicciones de tesis 29/2018 y 30/2018 ya han sido resueltas por la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación, por lo que se estima que es inminente, por ese mismo órgano, la emisión del 
correspondiente Acuerdo que levante el aplazamiento decretado; y 

OCTAVO En ese contexto, con el fin de agilizar la resolución de los recursos de revisión derivados de las 
sentencias dictadas en los juicios de amparo materia del Acuerdo General 4/2017, considerando que sobre los 
temas sustantivos y adjetivos planteados ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya existe 
jurisprudencia que permite la resolución pronta de los asuntos. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

ÚNICO. Se reforman los artículos 2, párrafos segundo y tercero y 3, párrafo primero del Acuerdo General 
4/2017, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite de las resoluciones emitidas por los 
Juzgados Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad 
de México, respecto de los juicios de amparo promovidos a partir del uno de enero de dos mil quince en los 
que se reclame la inconstitucionalidad de diversas disposiciones fiscales, relativas a la denominada 
contabilidad electrónica y por el que se abroga el diverso 5/2015, para quedar como sigue: 

“Artículo 2. ... 

Los recursos integrados, ya remitidos a los Tribunales Colegiados de Circuito de los Centros Auxiliares 
Regionales, serán resueltos por éstos, conforme a la cantidad que determine la Comisión de Creación de 
Nuevos Órganos, que puede ser adicional a las remesas de apoyo mensual. 

Los recursos que no hayan sido remitidos a algún Tribunal Colegiado de Circuito de los Centros Auxiliares 
Regionales serán resueltos por el Tribunal Colegiado de Circuito en materia mixta, especializado o semi 
especializado al que le haya sido turnado el asunto originalmente. 
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Artículo 3. Los recursos interpuestos contra cualquier determinación diversa a la sentencia dictada en la 
audiencia constitucional, emitida durante la sustanciación de los juicios de amparo y sus respectivos 
incidentes de suspensión de los Juzgados Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en la Ciudad de México, materia del presente Acuerdo, serán del conocimiento de los 
Tribunales Colegiados de Circuito Primero y Cuarto del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia 
en la Ciudad de México, con independencia de la fecha y lugar en que se hubiesen promovido. 

...” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, y para su mayor difusión en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal 
en Intranet e Internet. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 5/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reforma el similar 4/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite de las 
resoluciones emitidas por los Juzgados Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en la Ciudad de México, respecto de los juicios de amparo promovidos a partir del uno 
de enero de dos mil quince en los que se reclame la inconstitucionalidad de diversas disposiciones fiscales, 
relativas a la denominada contabilidad electrónica y por el que se abroga el diverso 5/2015, fue aprobado por 
el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 9 de marzo de 2022, por unanimidad de votos de los 
señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Eva 
Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Sergio Javier Molina Martínez.- Ciudad de 
México, a 4 de abril de 2022.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Elías 
Gerardo Cepeda Morado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO ELÍAS GERARDO CEPEDA MORADO 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 

de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez 

de Distrito Elías Gerardo Cepeda Morado. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 

días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 

manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 

dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo 

electrónico secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 

Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519049) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la magistrada de Circuito 
María Amparo Hernández Chong Cuy. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DE LA 

MAGISTRADA DE CIRCUITO MARÍA AMPARO HERNÁNDEZ CHONG CUY 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 
de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la 
magistrada de Circuito María Amparo Hernández Chong Cuy. Lo anterior, para que dentro del 
improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por 
escrito firmado, de manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes 
en relación con dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera 
Judicial al correo electrónico secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 
Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519054) 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del magistrado de Circuito 
Arturo Gamaliel Ruiz Jiménez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL MAGISTRADO DE CIRCUITO ARTURO GAMALIEL RUIZ JIMÉNEZ 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 

de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del 

magistrado de Circuito Arturo Gamaliel Ruiz Jiménez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable 

plazo de 30 días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 

manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 

dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo 

electrónico secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 

Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519056) 



Lunes 11 de abril de 2022 DIARIO OFICIAL 69 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Jorge 
Rojas López. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ JORGE ROJAS LÓPEZ 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 
de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez 
de Distrito José Jorge Rojas López. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 
hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 
respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 
procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 
Sánchez.- Rúbrica. 

 

 

 (R.- 519057) 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José de Jesús 
Rosales Silva. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ DE JESÚS ROSALES SILVA 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 

de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez 

de Distrito José de Jesús Rosales Silva. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 

hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 

procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 

Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519059) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Froylán de la 
Cruz Martínez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO FROYLÁN DE LA CRUZ MARTÍNEZ 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 

de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez 

de Distrito Froylán de la Cruz Martínez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 

hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 

procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 

Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519060) 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Fernando 
Ureña Moreno. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO FERNANDO UREÑA MORENO 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021 y 24 del Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a las medidas necesarias para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la 
contingencia por el virus COVID-19, se informa al público en general que, por acuerdo del dieciséis de marzo 

de dos mil veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez 

de Distrito Fernando Ureña Moreno. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 

hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 

procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco Trejo 

Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 519064) 
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TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACION 

ACUERDO General de la Comisión de Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
que autoriza la reincorporación presencial del personal adscrito a las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de 
Apoyo Técnico-Jurídico y Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, a las actividades laborales, bajo 
los protocolos de seguridad sanitaria que permitan salvaguardar la salud del personal del Tribunal Electoral. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. 

ACUERDO GENERAL DE LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN QUE AUTORIZA LA REINCORPORACIÓN PRESENCIAL DEL PERSONAL ADSCRITO A 
LAS ÁREAS DE APOYO ADMINISTRATIVO, ÁREAS DE APOYO TÉCNICO-JURÍDICO Y ÓRGANOS AUXILIARES DE LA 
COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN, A LAS ACTIVIDADES LABORALES, BAJO LOS PROTOCOLOS DE SEGURIDAD 
SANITARIA QUE PERMITAN SALVAGUARDAR LA SALUD DEL PERSONAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. De conformidad con el artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 165 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el Tribunal Electoral es, con 
excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de la propia Constitución, la máxima autoridad 
jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación; y funciona en forma 
permanente con una Sala Superior, siete Salas Regionales y una Sala Regional Especializada. 

SEGUNDO. Con fundamento en el artículo 186 de la citada Ley Orgánica, la administración, vigilancia, 
disciplina y carrera judicial del Tribunal Electoral estarán a cargo de la Comisión de Administración. 

TERCERO. La Comisión de Administración, en términos de las fracciones IV, V y XVIII del artículo 190 de 
la referida Ley Orgánica, tiene las atribuciones de establecer la normatividad y los criterios para modernizar 
las estructuras orgánicas, los sistemas y procedimientos administrativos internos; dictar las medidas que 
exijan el buen servicio y la disciplina en el Tribunal Electoral; y dictar las bases generales de organización, 
funcionamiento, coordinación y supervisión de sus órganos auxiliares. 

CUARTO. La Comisión de Administración, en atención a las fracciones I, XI y XXII del artículo 167 del 
Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, tiene como facultad vigilar el 
buen desempeño y funcionamiento del Tribunal Electoral, el funcionamiento de sus órganos auxiliares, así 
como el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas en materia administrativa. 

QUINTO. En el ámbito del Poder Ejecutivo Federal, el Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Consejo de Salubridad General y el Secretario de Salud han emitido diversos acuerdos para 
hacer frente a la pandemia generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), dentro de las cuales destaca la 
adopción de medidas estrictas de distanciamiento social y de esquemas para asegurar la continuidad de las 
actividades catalogadas como esenciales, dentro de las que se incluyó a la procuración e impartición  
de justicia. 

SEXTO. El 27 de marzo de 2020, la Comisión de Administración del Tribunal Electoral, en su Primera 
Sesión Extraordinaria, mediante acuerdo 002/SE1(27-III-2020), aprobó el Acuerdo General de la Comisión de 
Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación por el que se implementan diversas 
medidas en relación con el funcionamiento y operación de las áreas administrativas y órganos auxiliares de la 
Comisión de Administración, con motivo de la contingencia derivada de la enfermedad por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2020. 

SÉPTIMO. El 23 de abril de 2020, la Comisión de Administración del Tribunal Electoral, en su Cuarta 
Sesión Ordinaria, mediante acuerdo 084/S4(23-IV-2020), determinó la continuidad de las medidas 
establecidas en el Acuerdo General de la Comisión de Administración por el que se implementan diversas 
medidas en relación con el funcionamiento y operación de las áreas administrativas y órganos auxiliares de la 
Comisión de Administración, con motivo de la contingencia derivada de la enfermedad por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19). 

OCTAVO. El 30 de julio de 2020, la Comisión de Administración del Tribunal Electoral, en su Cuarta 
Sesión Extraordinaria, mediante acuerdo 010/SE4(30-VII-2020), aprobó el Acuerdo General de la Comisión de 
Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación relativo a la continuidad de las 
medidas para el funcionamiento y operación de las áreas administrativas y órganos auxiliares de la Comisión 
de Administración, en el contexto de la contingencia derivada de la enfermedad por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de agosto de 2020. 
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NOVENO. El 28 de octubre de 2021, la Comisión de Administración del Tribunal Electoral, en su Décima 
Sesión Ordinaria, mediante acuerdo 10/S10(28-X-2021), aprobó el Acuerdo General de la Comisión de 
Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación relativo a la reincorporación 
presencial a las actividades laborales, bajo los protocolos de seguridad sanitaria que permitan salvaguardar la 
salud del personal del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 9 de noviembre de 2021. 

DÉCIMO. La Comisión de Administración actualiza las medidas de seguridad, sanitarias y administrativas 
y los criterios aplicables en torno a las modalidades de trabajo para el personal adscrito a las Áreas de Apoyo 
Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y a sus Órganos Auxiliares, con fundamento en el artículo 99 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los artículos 186, 206 y 209 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el artículo 167 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, por lo que se expide el siguiente: 

ACUERDO 

Artículo 1. El presente Acuerdo General tiene como objeto actualizar las medidas de seguridad, sanitarias 
y administrativas implementadas en el Tribunal Electoral y los criterios aplicables en torno a las modalidades 
de trabajo para el personal adscrito a las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, en el contexto del esquema de vigilancia regular puesto 
en marcha en la Institución por la pandemia por el virus SARS-CoV2 (COVID-19). 

Se entenderán por Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y Órganos Auxiliares 
de la Comisión de Administración las siguientes: 

Áreas de Apoyo Administrativo: 

1. Secretaría Administrativa 

2. Dirección General de Planeación y Evaluación Institucional 

3. Dirección General de Administración Regional 

4. Dirección General de Adquisiciones, Servicios y Obra Pública 

5. Dirección General de Mantenimiento y Servicios Generales 

6. Dirección General de Protección Institucional 

7. Dirección General de Recursos Financieros 

8. Dirección General Recursos Humanos 

9. Dirección General de Sistemas 

Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico: 

1. Coordinación General de Asesores 

2. Secretaría Técnica de la Presidencia 

3. Secretaría Técnica de Estudios Constitucionales 

4. Dirección General de Comunicación Social 

5. Dirección General de Jurisprudencia, Seguimiento y Consulta 

6. Dirección General de Relaciones Institucionales Internacionales 

7. Dirección General de Relaciones Institucionales Nacionales 

8. Dirección General de Documentación 

9. Dirección General de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 

10. Dirección General de Asuntos Jurídicos 

11. Dirección General de Igualdad de Derechos y Paridad de Género 

Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración: 

1. Visitaduría Judicial 

2. Contraloría Interna 
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3. Defensoría Electoral Pública Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas 

4. Dirección General de Investigación de Responsabilidades Administrativas 

5. Escuela Judicial Electoral 

6. Delegaciones Administrativas (incluyendo áreas dependientes) 

Artículo 2. Las actividades de las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, se podrán desarrollar bajo las siguientes modalidades 
de trabajo: 

I. Presencial: La trabajadora o el trabajador asiste a las instalaciones de la Institución. 

II. Mixta: Considera días u horas de trabajo presencial y de teletrabajo de manera alternada. 

III. Teletrabajo: La trabajadora o el trabajador realiza sus funciones desde su domicilio mediante el uso 
de las herramientas tecnológicas. 

Artículo 3. De conformidad con las necesidades del servicio y sin alterar el debido cumplimiento de las 
funciones institucionales, las personas titulares de las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo 
Técnico-Jurídico y Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, determinarán la forma de organizar a 
sus equipos de trabajo, atendiendo a los siguientes criterios aplicables en torno a las modalidades de trabajo, 
mismos que se deberán adoptar en función del semáforo epidemiológico dictado por las autoridades sanitarias 
competentes en las entidades donde el Tribunal Electoral tenga instalaciones: 

 Color verde:  Modalidad Presencial el 100% de la plantilla de personal del área de adscripción. 

 Color amarillo: Modalidad Presencial el 75% de la plantilla de personal del área de adscripción, 
quienes deberán contar con esquema completo de vacunación y estableciendo como supuesto de 
excepción al personal que se ubique en algún grupo de riesgo; ambos casos conforme lo dispone y 
define la Secretaría de Salud del Gobierno Federal. 

 Color naranja: Modalidad Presencial el 50% de la plantilla de personal del área de adscripción, 
quienes deberán contar con esquema completo de vacunación y refuerzo, estableciendo como 
supuesto de excepción al personal que se ubique en algún grupo de riesgo, conforme a lo dispuesto 
por la Secretaría de Salud del Gobierno Federal. 

 Color rojo: Modalidad de Teletrabajo el 100% de la plantilla de personal del área de adscripción, 
considerando las salvedades que definan las áreas respecto a la implementación de guardias 
mínimas presenciales, en caso de que sean necesarias. 

El personal que se ubique en algún supuesto excepción por pertenecer a alguno de los grupos de riesgo, o 
no se encuentre vacunado, deberá acreditarlo mediante la presentación de constancia médica que constate el 
riesgo señalado o carta bajo protesta de decir verdad en la que señale que no cuenta con esquema alguno de 
vacunación. 

Artículo 4. Las jornadas de trabajo del Tribunal Electoral son la previstas en el capítulo VI Regulación de 
las jornadas de trabajo, de los Lineamientos de la Dirección General de Recursos Humanos. 

Las personas servidoras públicas que realicen actividades presenciales, mixtas o por teletrabajo, deberán 
cumplir con la jornada de trabajo que corresponda. 

Las personas titulares de las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y Órganos 
Auxiliares de la Comisión de Administración, podrán determinar el descuento por inasistencia de aquellas 
personas servidoras públicas que no cumplan con sus labores en los días y horarios establecidos en 
cualquiera de sus modalidades, lo cual deberán reportar por correo electrónico a la Dirección General de 
Recursos Humanos conforme a los Lineamientos para el Control, Registro y Aplicación de Incidencias del 
Personal. 

Artículo 5. Las personas servidoras públicas deberán presentar su credencial institucional para ingresar a 
las instalaciones, así como someterse a la revisión en los filtros sanitarios. 

Asimismo, las personas titulares de las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, deberán solicitar mediante correo electrónico a la 
Dirección General de Protección Institucional, el acceso a visitantes, quienes deberán sujetarse a las medidas 
sanitarias establecidas. 
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Artículo 6. Las Direcciones Generales de Protección Institucional, de Mantenimiento y Servicios 
Generales, de Adquisiciones, Servicios y Obra Pública, de Sistemas y de Recursos Humanos, así como las 
Delegaciones Administrativas de las Salas Regionales, en el ámbito de su competencia, deberán implementar 
y supervisar de manera permanente las medidas que se señalan a continuación: 

I. Adecuación y reorganización de los accesos de entrada y salida de los inmuebles del Tribunal 
Electoral; 

II. Establecimiento de filtros sanitarios; 

III. Señalización de rutas, accesos, aforos y espacios para mantener sana distancia en las instalaciones 
del Tribunal Electoral; 

IV. Adaptación, en su caso, de espacios de trabajo para propiciar la sana distancia, así como los ajustes 
razonables para la ventilación en las áreas; 

V. Limpieza y desinfección de oficinas, estaciones y espacios de trabajo, así como áreas comunes, 
sanitarios, elevadores, estacionamientos, medios de transporte de personal, y otras de uso 
compartido; 

VI. Provisión de equipos de protección al personal del Tribunal Electoral; 

VII. Implementación de protocolos para el acceso y control de visitas, proveedores y contratistas en 
materia de higiene y sana distancia; 

VIII. Provisión de las herramientas tecnológicas necesarias para que el personal pueda desarrollar sus 
actividades, en cualquiera de las modalidades señaladas en el artículo 2 del presente Acuerdo 
General; 

IX. Emisión de guías que contengan las medidas sanitarias que deberá observar el personal para el 
manejo y tratamiento de la documentación física y la mensajería, desde su emisión, remisión, 
recepción, manejo y archivo; 

X. Brindar apoyo médico de primer contacto y apoyo psicológico al personal que lo requiera; y 

XI. Las demás que se consideren pertinentes. 

Artículo 7. En materia de higiene y seguridad en el trabajo y como parte del desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, son obligaciones del personal del Tribunal Electoral: 

I. Abstenerse de asistir a las oficinas o centros de trabajo, si se tiene un diagnóstico confirmado 
positivo de COVID 19 o síntomas asociados con dicha enfermedad; 

II. Comunicar a su jefe inmediato cuando tenga diagnóstico confirmado positivo de COVID 19 o 
síntomas asociados con dicha enfermedad, así como los nombres de las personas con quienes, en 
su caso, haya tenido contacto durante las jornadas laborales; 

III. Abstenerse de asistir a las oficinas o espacios de trabajo cuando se le haya comunicado que tuvo 
contacto con otra persona con diagnóstico positivo confirmado de COVID 19 o síntomas asociados 
con dicha enfermedad; 

IV. Cumplir las disposiciones relativas al filtro sanitario para la entrada y salida de personal a los 
inmuebles del Tribunal Electoral; 

V. Usar en forma correcta y permanente cubrebocas del tipo quirúrgico tricapa, KN94 o KN95 durante el 
acceso y estancia en los inmuebles del Tribunal Electoral; 

VI. Lavarse de forma permanente las manos con agua y jabón, y cuando no sea posible desinfectarse 
las manos con gel antibacterial; 

VII. Mantener una distancia con sus compañeros de trabajo; 

VIII. Evitar el intercambio de objetos tales como plumas, equipo de cómputo o cualquier otra herramienta 
de trabajo; 

IX. Proporcionar información veraz sobre su estado de salud a su jefe inmediato o, en su caso, a los 
servicios médicos, en los casos y para los efectos previstos en el presente Acuerdo General, y 

X. Evitar la realización de todo acto u omisión que implique incumplimiento a las medidas de seguridad, 
sanitarias y administrativas implementadas en el Tribunal Electoral. 
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Artículo 8. Las áreas de atención directa al público podrán recibir físicamente a personas de acuerdo con 
los protocolos sanitarios establecidos. No obstante, deberán priorizar la atención al público mediante el uso de 
tecnologías y esquemas de sana distancia. 

Artículo 9. El personal adscrito a las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, deberá formalizar sus instrumentos, oficios y demás 
documentación con firma electrónica (FIREL o e.Firma) y sólo cuando expresamente así se requiera, se 
utilizará la firma autógrafa. 

La ciudadanía en general y las instituciones públicas federales, estatales y locales del país, podrán utilizar 
el aplicativo de firma electrónica, que funciona con FIREL y con e.Firma, para enviar solicitudes, escritos y 
demás documentos dirigidos a las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración. Esta firma tendrá la misma validez que una autógrafa. 

Artículo 10. El personal adscrito a las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo Técnico-Jurídico y 
Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración, deberá adoptar de forma gradual la política de "cero 
papel", atendiendo las reglas a continuación enlistadas, en armonía con las disposiciones específicas 
aplicables en función al carácter de las actividades de cada Área, así como los horarios de labores 
establecidos por la Institución: 

I. Todas las comunicaciones internas entre las áreas se deberán realizar a través de medios 
electrónicos; empleando las herramientas tecnológicas con las que se dispone, tales como el correo 
electrónico y Sistema de Control de Gestión Institucional. 

II. Las comunicaciones oficiales entre las áreas para el trámite y desahogo de asuntos se deberán 
realizar mediante el correo electrónico institucional con acuse de recepción (con evidencia de la 
entrega en la bandeja de las áreas destinatarias) como herramienta de comunicación con plena 
validez para esos efectos. Al respecto, quien emita el correo procurará enviarlo solicitando acuse de 
recepción. Por su parte, la persona destinataria o receptores deberá enviar por la misma vía el acuse 
de recibo. En caso de que el acuse respectivo no se emita dentro de las 24 horas siguientes, se 
presumirá recibido formalmente, salvo que se acredite una falla técnica que permita evidenciar lo 
contrario. 

III. El correo electrónico institucional se utilizará como herramienta de comunicación para el envío de 
documentación o notificaciones. 

 La misma regla se observará en las comunicaciones con otras autoridades federales, estatales y 
municipales, salvo que carezcan de las herramientas tecnológicas necesarias. 

Artículo 11. Se deberá privilegiar el uso de las herramientas de telecomunicaciones de las que dispone el 
Tribunal Electoral para la celebración de reuniones de trabajo, sesiones de la Comisión de Administración y de 
los diversos Comités. 

La Dirección General de Investigación de Responsabilidades Administrativas, la Contraloría Interna y la 
Visitaduría Judicial, podrán continuar con el uso de herramientas tecnológicas para el desahogo de sus 
diligencias y actuaciones. 

Artículo 12. En las actividades institucionales que impliquen la intervención de más de diez personas, en 
la medida de lo posible, se deberá privilegiar su realización a través de medios virtuales, mediante el uso de 
herramientas tecnológicas; si se opta por la modalidad presencial, y siempre y cuando se cumplan con las 
medidas sanitarias y de sana distancia, en espacios cerrados se estará a lo siguiente: 

 Si el semáforo se encuentra en color verde, se considerará como aforo máximo el 50% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

 Si el semáforo se encuentra en color amarillo, se considerará como aforo máximo el 35% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

 Si el semáforo se encuentra en color naranja, se considerará como aforo máximo el 20% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

En espacios abiertos, por lo que hace al aforo se considerarán los criterios establecidos en el Artículo 3 del 
presente Acuerdo General para la modalidad presencial, respecto al semáforo epidemiológico dictado por las 
autoridades sanitarias competentes; asimismo, se deberán atender las medidas sanitarias establecidas. 
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Con excepción de las disposiciones emitidas por la Sala Superior, con relación a las actividades 
jurisdiccionales a desarrollarse en el propio Pleno. 

Artículo 13. La prestación de servicio social, prácticas profesionales y estadías académicas se podrá 
realizar bajo responsabilidad de las personas titulares de las Áreas de Apoyo Administrativo, Áreas de Apoyo 
Técnico-Jurídico y Órganos Auxiliares de la Comisión de Administración. Las personas que acudan a 
desarrollar estas actividades deberán firmar carta bajo protesta de decir verdad en la que manifiesten que no 
se ubican en ningún supuesto de grupo de riesgo y que se sujetarán a las medidas sanitarias determinadas 
por el Tribunal Electoral. 

Artículo 14. Los cursos, capacitaciones, foros y seminarios se podrán llevar a cabo en las distintas 
modalidades (presencial, teletrabajo mediante el uso de herramientas tecnológicas o de manera mixta), en la 
medida de lo posible, se deberá privilegiar la realización de tales actividades a través de medios virtuales, 
mediante el uso de herramientas tecnológicas. Si se opta por la modalidad presencial, y siempre y cuando se 
cumplan con las medidas sanitarias y de sana distancia, en espacios cerrados se estará a lo siguiente: 

 Si el semáforo se encuentra en color verde, se considerará como aforo máximo el 50% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

 Si el semáforo se encuentra en color amarillo, se considerará como aforo máximo el 35% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

 Si el semáforo se encuentra en color naranja, se considerará como aforo máximo el 20% de la 
capacidad de las instalaciones donde se desarrollen. 

En espacios abiertos, por lo que hace al aforo se considerarán los criterios establecidos en el Artículo 3 del 
presente Acuerdo General para la modalidad presencial, respecto al semáforo epidemiológico dictado por las 
autoridades sanitarias locales; asimismo, se deberán atender las medidas sanitarias establecidas. 

Artículo 15. Cualquier acto de discriminación, incluidos aquéllos en contra de personas que den o hayan 
dado positivo a la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19) o de quienes se ubiquen en algún 
supuesto de grupo de riesgo, conforme a lo dispuesto por la Secretaría de Salud, podrá dar lugar al 
fincamiento de responsabilidad administrativa. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo General entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. Para su mayor difusión, publíquese en los Portales de Intranet e Internet del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación. 

TERCERO. Se abrogan los Acuerdos Generales de la Comisión de Administración del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación publicados en el Diario Oficial de la Federación en fechas 2 de abril de 
2020, 11 de mayo de 2020, 4 de agosto de 2020, 6 de agosto de 2020, 30 de octubre de 2020 y 9 de 
noviembre del 2021, y cualquier disposición que se oponga al presente acuerdo. 

CUARTO. Se delega en la persona titular de la Secretaría Administrativa la facultad para resolver las 
situaciones no previstas en el presente Acuerdo General, informando de ello a los integrantes de la Comisión 
de Administración por conducto del Secretariado Técnico. 

La suscrita, Marcela Loredana Montero de Alba, Secretaria Administrativa y de la Comisión de 
Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con fundamento en lo dispuesto por 
el artículo 208, fracciones XIV y XXIV, del Reglamento Interno del citado órgano jurisdiccional  

CERTIFICA 

Que el presente documento, integrado por 9 fojas útiles impresas únicamente por anverso, corresponde 
al ACUERDO GENERAL DE LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN QUE AUTORIZA LA REINCORPORACIÓN PRESENCIAL DEL PERSONAL ADSCRITO 
A LAS ÁREAS DE APOYO ADMINISTRATIVO, ÁREAS DE APOYO TÉCNICO-JURÍDICO Y ÓRGANOS AUXILIARES DE 
LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN, A LAS ACTIVIDADES LABORALES, BAJO LOS PROTOCOLOS DE 
SEGURIDAD SANITARIA QUE PERMITAN SALVAGUARDAR LA SALUD DEL PERSONAL DEL TRIBUNAL 
ELECTORAL, aprobado por los integrantes de la Comisión de Administración de este Tribunal Electoral, 
mediante Acuerdo 09/SO3(24-III-2022), en su Tercera Sesión Ordinaria celebrada el 24 de marzo de 2022, 
cuyo original tuve a la vista.- DOY FE.  

Ciudad de México, a 5 de abril 2022.- Secretaria Administrativa y de la Comisión de Administración del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Marcela Loredana Montero de Alba.- Firmado 
electrónicamente. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA 

EXTRANJERA PAGADERAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco 
de México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $20.1200 M.N. (veinte pesos con un mil doscientos diezmilésimos 
moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 8 de abril de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de 
Mercados Nacionales, Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco 
de México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su 
Circular 3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) 
a plazos de 28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 6.7285 y 6.9160 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer S.A., Banco Santander S.A., HSBC México S.A., Banco 
Nacional de México S.A., Banco Inbursa S.A., Banca Mifel S.A. y Banco J.P. Morgan S.A. 

Ciudad de México, a 8 de abril de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de 
Mercados Nacionales, Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco 
de México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su 
Circular 3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil 
bancario en moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 6.49 por ciento. 

Ciudad de México, a 7 de abril de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de 
Mercados Nacionales, Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 
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 SECCION DE AVISOS 
 

 AVISOS JUDICIALES 
 

 
Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Noveno de Distrito 

Iguala, Guerrero 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo 215/2021, promovido por Marco Antonio Flores Bahena, contra actos del Juez de 

Control y Enjuiciamiento del Estado de Guerrero, adscrito al Juzgado de Control y Enjuiciamiento Penal,  
con sede en Iguala de la Independencia, Guerrero; y otra autoridad, de quienes reclamó el auto de vinculación 
a proceso de dos de septiembre de dos mil veintiuno, dictado contra el quejoso por el delito de homicidio 
calificado, la medida cautelar de prisión preventiva y el inicio de la carpeta de ejecución 104/2021,  
que ordena la vigilancia de la medida cautelar de prisión preventiva, se le tuvo como tercera interesada a 
Marina Martínez Baños Arancibia, a quien se le hace saber que deberá presentarse en este juzgado federal  
a deducir sus derechos dentro del término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última 
publicación; apercibido que de no comparecer dentro del lapso indicado, las ulteriores notificaciones aún las 
de carácter personal, le surtirán efectos por medio de lista que se publique en los estrados de este órgano de 
control constitucional. 

 
 Iguala, Guerrero, a 17 de febrero de 2022 

Secretaria del Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Guerrero, 
con sede en Iguala de la Independencia. 

Lic. Brenda Uribe Hernández. 
Rúbrica. 

(R.- 517756) 
Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales 
en el Estado de Baja California con residencia en Tijuana 

Tijuana, B.C. 
 
Emplazamiento a Tercero Interesado. 
Rosalva López Martínez. 
En los autos del juicio de amparo 50/2021-A3, promovido por José Luis García Higuera, defensor 

particular del directo agraviado Alejandro Pizarro Urquijo, contra actos de la Juez de Control del Estado de 
Baja California, con sede en esta ciudad, en el cual reclama: 

“…reclamo la Resolución de fecha 08 de enero del 2021 relativa al Incidente de Sobreseimiento promovido 
por la defensa en favor del Quejoso dentro de la Causa Penal 1095/2017, derivado del NUC-0204-2017-
18432, que se sigue en contra del hoy quejoso Alejandro Pizarro Urquijo, el cual fue notificado personalmente 
el día de la Audiencia 08 de enero del 2021, así como las consecuencias de hecho y derecho que deriven de 
dicha resolución...” 

Se ordenó emplazar a la tercero interesada Rosalva López Martínez, por EDICTOS haciéndole saber que 
podrá presentarse dentro de treinta días contados al siguiente de la última publicación apercibido que de no 
hacerlo las posteriores notificaciones, aún las de carácter personal, se le practicarán por lista en los estrados 
de este juzgado en términos del artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo. En el entendido que se 
encuentran señaladas las diez horas con cuarenta minutos del veintinueve de marzo de dos mil veintidós, 
para la celebración de la audiencia constitucional en este juicio; sin que ello impida que llegada la fecha 
constituya un impedimento para la publicación de los edictos, ya que este órgano jurisdiccional vigilará que no 
se deje en estado de indefensión al tercero interesado de referencia. 

 
Atentamente 

Tijuana, B.C., 28 de febrero de 2022. 
Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo 

y de Juicios Federales en el Estado de Baja California. 
Lic. Víctor Manuel Avilés Cruz. 

Rúbrica. 
(R.- 518046) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 
Juzgado Segundo de Distrito 

Sn. Fco. de Campeche, Camp. 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo número 881/2020, promovido por ÁNGEL DE LA CRUZ NÚÑEZ AGUILAR, por 

propio derecho, se emplaza a juicio a SOCIEDAD COOPERATIVA ESPERANZA, SOCIEDAD DE CAPITAL 
LIMITADO, parte tercera interesada en el referido procedimiento judicial, en virtud de que se desconoce su 
domicilio. Cuenta con el plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del 
presente edicto para que concurra a este juzgado a hacer valer lo que a su interés conviniere. Se le apercibe 
que de incumplir esto último, las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal se le harán por 
estrados. 

 
San Francisco de Campeche, Campeche, a diecisiete de febrero de dos mil veintidós. 

Juez Interino del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Campeche, de conformidad con el oficio 
SEADS/1102/2021, de veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, firmado electrónicamente por el Secretario 

Encargado del Despacho de la Secretaría Ejecutiva de adscripción, del Consejo de la Judicatura Federal, 
emitido en cumplimiento a lo ordenado en sesión ordinaria celebrada el veinte de octubre del mismo año. 

Lic. Edgar Martín Gasca de la Peña. 
Rúbrica. 

(R.- 518106) 
Estados Unidos Mexicanos 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito 
con residencia en Zapopan, Jalisco 

EDICTO 
 
En los autos del juicio de amparo directo 54/2021, promovido por los quejosos Eulogio Zaragoza Pérez  

y Ofelia Mancilla Rodríguez, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo,  
así como 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de la Materia,  
se ordena emplazar por este medio al tercero interesado José Luis Alatorre Hernández, por sí y en 
representación de su hija menor también tercera interesada Montserrat Alatorre Rangel, quienes deberán 
presentarse dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación,  
a hacer valer sus derechos en el presente juicio, apercibidos que de no hacerlo, se seguirá el procedimiento 
en sus etapas, haciéndose las subsecuentes notificaciones por lista, que se fije en los estrados de este 
Tribunal Colegiado, en términos de lo dispuesto en los artículos 26, fracción III, y 27 de la Ley de Amparo. 
Quedan a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional, la copia de la demanda 
de amparo. 

 
Atentamente. 

Zapopan, Jalisco, a veintiocho de febrero de dos mil veintidós. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 

Lic. José Mendoza Ortega. 
Rúbrica. 

(R.- 518451) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Séptimo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Baja California 

Tijuana, Baja California 
EDICTO 

 
Emplazamiento de las terceras interesadas: Crista Nicole Tejeda Nápoli y Marcia Elizabeth Nápoli Tejeda. 
En el juicio de amparo número 671/2020-I, que promovió el quejoso J. Baltazar Ochoa Pineda, contra 

actos del Juzgado Cuarto Penal, con sede en esta ciudad, en el que reclamó el auto de formal prisión de 
nueve de octubre de dos mil veinte, dictado dentro del expediente 451/2019, del índice del Juzgado Cuarto 
Penal de Tijuana, Baja California, con sede en esta ciudad. 

Por auto de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, se acordó emplazar a ustedes, en su carácter de 
terceras interesadas, por medio de edictos que deberán publicarse por tres veces de siete en siete días 
hábiles, en el Diario Oficial de la Federación en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la 
República, como lo son “El Economista”, “El Sol de México”, “El Universal”, “El Excélsior”, “Reforma”, “La 
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Jornada”, por mencionar algunos, haciéndoseles saber a dichos terceros que deberán apersonarse a este 
juicio con dicho carácter, dentro de los treinta días siguientes, contados a partir de la última publicación y, si 
pasado dicho término no lo hicieran, las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal, se les harán 
por medio de lista que se fije en los estrados de este tribunal, haciéndoles también de su conocimiento que en 
la Secretaría de este Juzgado, quedan a su disposición copia de la demanda de amparo que dio origen a este 
juicio; en la inteligencia de que se han señalado las NUEVE HORAS CON CINCUENTA MINUTOS DEL 
VEINTINUEVE DE MARZO DE DOS MIL VEINTIDÓS, para la celebración de la audiencia constitucional, en el 
juicio de garantías antes mencionado. 

 
Atentamente. 

Tijuana, Baja California, a 25 de febrero de 2022. 
Secretaria del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia 

de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Baja California. 
Gabriela Ruiz Rivas 

Rúbrica. 
(R.- 518057) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 

con residencia en Zapopan, Jalisco 
EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo directo 114/2021, promovido por la Agente del Ministerio Público adscrita 

a la Segunda Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, en representación de la menor de 
edad Constanza Montserrat Méndez Chapa, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c),  
de la Ley de Amparo, así como 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a 
la Ley de la Materia, se ordena emplazar por este medio a la tercera interesada Perla Noemí Delgadillo 
Anaya, quien deberá presentarse dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de  
la última publicación, a hacer valer sus derechos en el presente juicio, apercibida que de no hacerlo,  
se seguirá el procedimiento en sus etapas, haciéndose las subsecuentes notificaciones por lista, que se fije en 
los estrados de este Tribunal Colegiado, en términos de lo dispuesto en los artículos 26, fracción III, y 27 de la 
Ley de Amparo. Quedan a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional,  
la copia de la demanda de amparo. 

 
Atentamente. 

Zapopan, Jalisco, a tres de marzo de dos mil veintidós. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito.  

Lic. José Mendoza Ortega. 
Rúbrica. 

(R.- 518459) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Hidalgo 

EDICTO 
 

Estados Unidos Mexicanos. Poder Judicial de la Federación. Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de 
Hidalgo. E D I C T O. Para emplazar a: Gustavo Federico Soriano Hernández, al juicio de amparo número 
820/2021-VIII, promovido por Luis Alberto Monzalvo Monzalvo, contra actos del Juez Cuarto Penal de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Pachuca de Soto, Hidalgo, se ordenó emplazar por medio de 
edictos como lo establece el artículo 27, fracción III, inciso b) de la Ley de Amparo, al tercero interesado 
Gustavo Federico Soriano Hernández; por lo tanto, queda en la Secretaría del Juzgado Cuarto de Distrito 
en el Estado de Hidalgo, copia de la demanda para que comparezca si a su interés conviene, y se le hace 
de su conocimiento que de conformidad con el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su numeral 2º, deberá presentarse al 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Hidalgo, dentro del término de treinta días contados a partir del 
día siguiente al de la última publicación del presente edicto; asimismo, se le requiere para que señale 
domicilio en esta ciudad de Pachuca, Hidalgo; en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones, aún las 
de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fije en los estrados de este Juzgado de Distrito, 
y que si pasado ese término de treinta días no comparece se seguirá el juicio de derechos 820/2021-VIII. 
 

Atentamente 
Pachuca de Soto, Hidalgo, veintiocho de enero de dos mil veintidós. 
Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Hidalgo. 

Licenciado Gustavo López Maldonado. 
Rúbrica. 

(R.- 518711) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en Colima, Col. 
EDICTO 

 
TERCERA INTERESADA: Yolanda Larios Barbosa 

En el juicio de amparo 526/2021-VIII que promueve Juan Carlos Abarca Linares; contra actos del Juez 
Penal del Tercer Partido Judicial con residencia en Manzanillo, Colima y otra autoridad, por ignorarse el 
domicilio de Yolanda Larios Barbosa, en su carácter de tercera interesada, se ordenó este medio a efecto de 
emplazarlo para que comparezca al juicio antes citado, del índice de este Juzgado Primero de Distrito en el 
Estado de Colima, dentro de los treinta días siguientes al de la última publicación del presente edicto a 
imponerse de los autos; se deja copia de demanda en la secretaría de este juzgado, apercibido que de no 
comparecer, continuará el juicio y las notificaciones personales, así como las subsecuentes les serán hechas 
por lista de acuerdos que se publica en los estrados de este órgano jurisdiccional. 

Hágasele saber al tercero interesado que se encuentran señaladas las diez horas con cuarenta minutos 
del tres de marzo de dos mil veintidós, para la celebración de la audiencia constitucional. 

Lo que remito para su conocimiento y efectos legales conducentes. 
 

Atentamente. 
Colima, Colima, 08 de febrero de 2022. 

El Juez Primero de Distrito en el Estado de Colima. 
Lic. Jorge Damian González Villaseñor. 

Rúbrica. 
(R.- 518718) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Morelia, Mich. 

EDICTO 
 
María Ponce Muñoz, en cuanto tercera interesada (victima directa). 
En el lugar en que se encuentre le hago saber que: 
En los autos del juicio de amparo directo 59/2021, promovido por Martín Vázquez Villagómez;  

contra actos de la magistrada de la Quinta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán, con residencia en Morelia, radicado en este Tribunal Colegiado en Materia Penal, se le ha 
señalado como parte tercero interesada, y como se desconoce su domicilio actual, por auto de veintiocho  
de febrero de dos mil veintidós, este órgano colegiado determinó emplazarla por edictos, que deberán 
publicarse por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, haciéndosele saber que 
podrá presentarse en este Tribunal a defender sus derechos de considerarlo necesario, dentro del término  
de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, apercibida que de no hacerlo las 
posteriores notificaciones se le realizarán por lista de acuerdos que se fije en los estrados y en la puerta de 
acceso de este órgano jurisdiccional, siguiendo los lineamientos establecidos en el numeral 29, de la  
Ley de Amparo, quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos del mismo, copia simple de  
la demanda de amparo que se trata. 

 
Morelia, Michoacán, 28 de febrero de 2022 

El Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Lic. Miguel Ángel Castillo Basurto 

Rúbrica. 
(R.- 518721) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 
Amparo 1144/2020-II 

EDICTO: 
 
Mediante auto de nueve de noviembre de dos mil veinte, este Juzgado Segundo de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, admitió la demanda de amparo promovida por 
Tomás Eugenio Ramírez Flores, contra actos del Juez Octavo de lo Civil del Primer Partido Judicial del 
Estado de Jalisco y otras autoridades, misma que fue registrada con el número 1144/2020, en la que reclamó 
las actuaciones del juicio ejecutivo mercantil 521/1991 del índice de la autoridad responsable; y se tuvo, entre 
otros a José de Jesús Guerrero Díaz, como tercero interesado, ordenando llamarlo a juicio, sin que a la 
fecha, se haya emplazado; por tanto, a fin de hacerle saber la radicación del juicio y pueda comparecer a éste 
a defender sus derechos dentro del término de treinta días, los que serán hábiles conforme al artículo 315, del 
Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, contados a partir del 
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siguiente al de la última publicación del presente; queda en la Secretaría de este juzgado, a su disposición, 
copia simple de la demanda de amparo; se hace de su conocimiento que la fecha señalada para la audiencia 
constitucional está fijada para las ONCE HORAS CON TREINTA Y DOS MINUTOS DEL VEINTICUATRO DE 
FEBRERO DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

El presente edicto deberá ser publicado por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de 
la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación de la República Mexicana. 

 
Atentamente 

Zapopan, Jalisco, 23 de febrero de 2022 
“2022, año de los Hermanos Flores Magón” 

El Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materias 
Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

Juan Antonio Corona Sánchez 
Rúbrica. 

(R.- 518303) 
Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo 
Civil Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales 

San Andrés Cholula, Puebla 
EDICTO 

 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales 

en el Estado de Puebla. En el juicio de amparo indirecto 87/2021, promovido por Aracely Polet Cisneros 
Núñez, se ordena emplazar a los terceros interesados Blanca Estela Mojica Rubiel y Tomás Sergio Marín 
Ramírez, haciéndoles saber que cuentan con treinta días contados a partir de la última publicación de edictos, 
para que comparezcan a este Juzgado de Distrito ubicado en Avenida Osa Menor número ochenta y dos, 
séptimo piso, Ala Sur, Ciudad Judicial siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcayotl, San Andrés Cholula, Puebla, 
Código Postal 72810, a defender sus derechos, queda a su disposición en la actuaria copia simple de la 
demanda de amparo; además, señalen domicilio en la ciudad donde tiene residencia este Órgano o en la 
ciudad de Puebla, donde oír y recibir notificaciones, apercibidos que de no hacerlo, las posteriores se les 
harán por lista que se fije en estrados. Lo anterior, toda vez que la quejosa promovió juicio de amparo contra 
la inscripción en el Registro Público de la Propiedad de la Circunscripción Territorial de Atlixco, del 
instrumento notarial 23,172, volumen 217, de veintiocho de diciembre de dos mil dieciocho, derivado del juicio 
sucesorio intestamentario 992/2015, del Juzgado de lo Civil el Distrito Judicial de Atlixco, Puebla, solicitada 
por el Notario Público Número Tres de Atlixco, Puebla. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, 10 de marzo de 2022. 

El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, 
Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales. 

Lic. José Manuel Brodeli Vélez Torres 
Rúbrica. 

(R.- 518734) 
Estados Unidos Mexicanos 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo directo 21/2022, promovido por Víctor Manuel Rodríguez Estrada, contra el acto 

reclamado al Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de Tlalnepantla, Estado de México, consistente en 
la sentencia dictada el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, en el toca de apelación 478/2021; se emitió 
un acuerdo para hacer saber al tercero interesado Ángel Rosas Illescas, que dentro de los treinta días 
siguientes al de la última publicación, comparezca ante este Tribunal, debidamente identificado en las 
instalaciones que ocupa este Órgano Jurisdiccional, sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, 
Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, en defensa de sus intereses si así lo estima 
conveniente, apercibido que de no hacerlo dentro del término referido, se tendrá por hecho el emplazamiento 
y las ulteriores notificaciones se le harán por lista que se fije en un lugar visible y de fácil acceso a este 
Tribunal. Queda a su disposición en la Secretaría de Acuerdos del Tribunal, copia simple de la demanda de 
amparo. 

 
Atentamente 

Toluca, Estado de México, 14 de marzo de 2022. 
Por acuerdo del Magistrado Presidente, firma la Secretaria de Acuerdos 
del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 

Licenciada Rosalva Carranza Peña 
Rúbrica. 

(R.- 518736) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 
Monterrey, Nuevo León 

Actuaciones 
EDICTOS 

 
Grupo Macsfallita, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
En el lugar en que se encuentre hago saber a usted que: en los autos del juicio de amparo directo civil 

12/2022, promovido por Rafael Eugenio Plancarte Gómez, en representación de Hindalco Do Brasil Industria e 
Comercio de Alumina LTDA, contra la sentencia definitiva de veintitrés de noviembre dos mil veintiuno, dictada 
por el Juez de Oralidad Mercantil del Primer Distrito Judicial del Estado de Nuevo León, dentro del expediente 
1288/2020; radicado en este Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, se le ha 
señalado como tercera interesada y como se desconoce su domicilio, por acuerdo de diez de marzo del 
presente año, se ordenó emplazarla por edictos, en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico 
"El Porvenir", haciéndole saber que podrá presentarse en este Tribunal Colegiado a defender sus derechos de 
considerarlo necesario, dentro de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación, 
apercibida que de no hacerlo las posteriores notificaciones se le harán por lista de acuerdos, que se fije en los 
estrados de este Órgano, quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos del mismo copia simple de 
la demanda de amparo. 

 
Monterrey, Nuevo León; 15 de marzo de 2022. 

El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 
Lic. Juan Carlos Ortegón de la Fuente. 

Rúbrica. 
(R.- 518806) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Naucalpan 

Quejoso: Roberto Yahir Galvez Mondragón 
EDICTO 

 
“…Inserto: Se comunica a los terceros interesados Jesús Ramón Peralta Guerrero y María del Carmen 

Salazar Berlanga, que en auto de veintisiete de agosto de dos mil veinte, se admitió la demanda de amparo 
promovida por Roberto Yahir Galvez Mondragón, registrada con el número de juicio de amparo 530/2020, en 
el que señaló como acto reclamado El auto de vinculación a proceso dictado en contra de Roberto Yahir 
Gálvez Mondragón, el día cinco de marzo de dos mil veinte, en la carpeta administrativa 419/2020.”Se le hace 
de su conocimiento el derecho que tiene de apersonarse dentro del término de treinta días, contados a partir 
de la última publicación y que la audiencia constitucional se encuentra fijada para las diez horas con veinte 
minutos del veintinueve de marzo de dos mil veintidós 
 

Atentamente. 
Naucalpan de Juárez, Estado de México, a diecisiete de marzo de dos mil veintidós. 

Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez. 
Armando Abarca Castro 

Rúbrica. 
(R.- 518838) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 
Juzgado Décimo de Distrito 

Chilpancingo, Gro. 
EDICTOS. 

 
En los autos del Juicio de Amparo número 278/2021, promovido por Roberto Hernández Rojas, contra 

actos del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Guerrero y Director del Centro de Reinserción Social de 
esta Ciudad, la Jueza Décimo de Distrito en el Estado de Guerrero, con residencia en Chilpancingo, (Paseo 
Alejandro Cervantes Delgado, número doscientos sesenta y ocho, colonia Hermenegildo Galeana), ordenó 
que se publicara el siguiente edicto que a la letra dice: 

Chilpancingo de Los Bravo, Guerrero, veintiocho de febrero de dos mil veintidós. 
Se hace del conocimiento de Venancia Hernández Hernández, en términos del Artículo 5, Fracción III, 

inciso b) de la Ley de Amparo, dentro del Juicio de Amparo Indirecto número 278/2021, promovido por 
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Hernández Rojas, contra actos del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Guerrero y Director del Centro 
de Reinserción Social de esta Ciudad, expediente que corresponde al índice de este Juzgado Décimo de 
Distrito en el Estado de Guerrero, con residencia oficial en la ciudad de Chilpancingo DE Los Bravo; por tanto, 
se le hace saber que deberá presentarse ante éste Juzgado Federal a deducir sus derechos dentro de un 
término de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación del presente edicto; 
apercibida que de no comparecer dentro del lapso indicado, las ulteriores notificaciones aún las de carácter 
personal, le surtirán efectos por medio de lista que se publique en los estrados de este órgano de control 
constitucional, asimismo que se encuentra señalada para las once horas con veinte minutos del cinco de abril 
de dos mil veintidós, la audiencia constitucional en el juicio aludido. 

 
Atentamente 

Chilpancingo de los Bravo, Gro., febrero 28 de 2022. 
La Secretaria del Juzgado Décimo de Distrito en el Estado. 

Lic. Ma. Agripina Josefina López Tapia. 
Rúbrica. 

(R.- 518715) 
Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y Juicios Federales 
San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 718/2020, de este Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, 
Administrativa y de Trabajo y Juicios Federales en el Estado de Puebla, promovido por Ana Elena de la Mora 
Jiménez o Ana Helena de la Mora Jiménez, contra actos del Juez Cuarto de Distrito en Materia Civil en la 
Ciudad de México y otra autoridad, se ha señalado como tercero interesado a Raymundo Hernández Salcedo 
y como se desconoce su domicilio, se ha ordenado emplazarlo por medio de edictos que deberán publicarse 
tres veces consecutivas, de siete en siete días naturales, en el "Diario Oficial de la Federación" y en el 
periódico "El Excélsior", de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27, fracción III, inciso b), de la Ley de 
Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria. Queda a su disposición 
en la Actuaría de este juzgado copia simple de la demanda de garantías, haciéndole saber que deberá 
presentarse dentro del término de treinta días contados del siguiente al de la última publicación. 

 
Atentamente 

San Andrés Cholula, Puebla, 11 de junio de 2021 
Secretaria del Juzgado Juez Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, 

Administrativa y de Trabajo y Juicios Federales en el Estado de Puebla 
Lic. Nelly Guillermina Contreras Torres 

Rúbrica. 
(R.- 518885) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Décimo de Distrito en el Edo. de Sinaloa 

Mazatlán 
EDICTO 

 
A la tercera interesada Lizbeth Patricia 

Crespo Coronado 
El Juez Décimo de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Mazatlán, ordena a usted 

emplazarlo como tercera interesada en el juicio de amparo 766/2019 promovido por José Ilich Benitez 
Sandoval, en representación de los menores I.A.B.C, M.V.B.C. y R.B.C., contra actos de la Sala Regional del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en la Zona Sur, con sede en esta ciudad y otro; mediante edictos, 
por tres veces, de siete en siete días, para que comparezca a deducir derechos por el término de treinta días, 
a partir del siguiente día al en que se efectúe la última publicación. Haciendo consistir el acto reclamado la 
resolución de veintiuno de octubre del presente año, por la Sala Regional del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Sinaloa, con sede en esta ciudad, dentro del toca familiar número 114/2019, derivado del 
procedimiento de tramitación especial de divorcio sin expresión de causa con número 2417/2017 del índice 
del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Ramo Familiar de este distrito judicial, así como su ejecución; 
notificándole que la audiencia constitucional tendrá verificativo a las nueve horas con dieciséis minutos del 
treinta y uno de marzo del dos mil veintidós. 

 
Mazatlán, Sinaloa, a once de marzo de dos mil veintidós. 

Secretario del Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Mazatlán. 
Cesáreo Barba Pérez. 

Rúbrica. 
(R.- 518999) 



Lunes 11 de abril de 2022 DIARIO OFICIAL      85 

 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Zacatecas 
EDICTO 

 
Por acuerdo de uno de marzo de dos mil veintidós, conforme a los artículos 17 y 18, de Ley Federal  

de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas, se ordenó llamar a cualquier persona 
que tenga interés jurídico en las diligencias de jurisdicción voluntaria 31/2022, promovidas por Juan Ricardo 
Arellano de Lira en representación de Baldemar Esparza Perales y Martha Elvia Monreal Aguilar, 
relativas al procedimiento de Declaración Especial de Ausencia de Jairo Alan Esparza Monreal; se les hace 
saber que deben presentarse ante este Juzgado, sito en calle Lateral número mil doscientos dos (1202) 
Primer Piso Torre “A”, colonia Cerro del Gato, Ciudad Administrativa, Zacatecas, dentro del término de quince 
días contados a partir del siguiente al de la última publicación de edictos, debiendo generar cita y traer 
consigo Código QR, para que se les permita el acceso, de conformidad con el artículo 3° del Acuerdo General 
21/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la reanudación de Plazos y al regreso 
escalonado en los Órganos Jurisdiccionales ante la contingencia por el Virus Covid-19, y al no haber noticias 
u oposición de alguna persona interesada, este órgano jurisdiccional resolverá, en forma definitiva, sobre la 
Declaración Especial de Ausencia. 

Publíquese el presente edicto por tres ocasiones y con intervalos de una semana (es decir, que entre cada 
una de las publicaciones deben mediar siete días naturales). 

 
Zacatecas, Zacatecas, a uno de marzo de dos mil veintidós. 
La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en el Estado. 

Rebeca Isabel Medina Becerra 
Rúbrica. 

(R.- 519003) 
Estados Unidos Mexicanos 

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa 
y Civil del Vigésimo Segundo Circuito en Querétaro, Qro. 

EDICTO DE EMPLAZAMIENTO 
 
Eduardo Labastida Veites, dado que se ignora su domicilio, se le emplaza por este medio al juicio de 

amparo directo civil 117/2021, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en materias Administrativa y Civil del 
Vigésimo Segundo Circuito, promovido por Dulce Rosario Becerra Martínez, contra la sentencia dictada  
el dieciocho de enero de dos mil veintiuno, por la Primera Sala Civil del Tribunal Superior de justicia del 
Estado de Querétaro en el toca civil 1718/2020 en su carácter de ordenadora, donde le resulta el carácter  
de tercero interesado, por lo que dentro del término de treinta días contados a partir de la última publicación 
de este edicto, que deberá publicarse tres veces, de siete en siete días hábiles en el “Diario Oficial de la 
Federación” y en el periódico “El Universal”, podrán comparecer al juicio referido, por sí o por conducto de  
sus representantes legales, apercibidos que de no hacerlo, este seguirá su secuela procesal y las siguientes 
notificaciones, aun las de carácter personal, se le harán por lista que se fije en los estrados de este Tribunal, 
quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este órgano las copias simples de traslado  
de la demanda de amparo. Querétaro, Querétaro, veintitrés de diciembre de dos mil veintiuno. Estados  
Unidos Mexicanos. 

 
Atentamente 

Secretario de Acuerdos del Tecer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del XXII Circuito. 
Oscar Aben-Amar Palma Valdivia 

Rúbrica. 
(R.- 519006) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado 
Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza 

EDICTO 
 
Se emplaza al tercero interesado Daniel Herminio Aguirre Pond, de la demanda promovida por Diego 

Antonio Higuera Arochi, en su carácter de apoderado legal de Banco Santander, sociedad anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander, admitida con el número de juicio de amparo 
indirecto 384/2021, en auto admisorio de siete de mayo de dos mil veintiuno, contra los actos reclamados al 
Presidente Municipal de Zaragoza, Coahuila de Zaragoza y otras autoridades, a las que reclama: 

Las actuaciones practicadas en el procedimiento administrativo contencioso número 01/2008, tramitado 
por el Municipio de Zaragoza ante la Tesorería Municipal de esa localidad, perteneciente al Estado de 
Coahuila de Zaragoza, así como sus consecuencias legales, como es la inscripción en el Registro Público 
de la Propiedad y del Comercio de Ciudad Acuña, Coahuila, de la resolución emitida en ese procedimiento. 
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Lo anterior se hace del conocimiento del tercer interesado, para que dentro del plazo de treinta días, 
contado a partir del día siguiente al de la última publicación comparezca, por sí o por apoderado o gestor que 
pueda representarlo, ya que de no hacerlo, se seguirá el juicio en rebeldía, requiriéndolo para que señale 
domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, con apercibimiento que de no señalarlo, las 
subsecuentes aun las de carácter personal se le harán por medio de lista. 

Queda en la Secretaría del Juzgado copia de la demanda, para que se imponga de la misma. 
El presente edicto se publicará por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación 

y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República. 
 

Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, a uno de marzo de 2022. 
Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de 
Coahuila de Zaragoza, con residencia en Piedras Negras 

Francisco Alejandro López Rodríguez. 
Rúbrica. 

(R.- 518790) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Noveno de Distrito 

Estado de B. CFA. 
EDICTO 

 
Emplazamiento a Jorge Vences Carbajal. En el juicio de amparo número 571/2021, promovido por Ismael 

Velazco Méndez, contra el Juez Único de Primera Instancia Penal, de Ensenada, Baja California; se ordenó 
emplazar al tercero interesado Jorge Vences Carbajal, por edictos, haciéndole saber que podrá presentarse 
dentro de treinta días hábiles contados al siguiente de la última publicación, apercibido que de no hacerlo, las 
posteriores notificaciones le surtirán por lista en los estrados de este Tribunal. Asimismo se le informa que 
queda a su disposición en este juzgado, copia de la demanda que en derecho le corresponda. En la 
inteligencia de que se señalaron las nueve horas con veintiséis minutos del veintidós de marzo de dos mil 
veintidós, para la celebración de la audiencia constitucional; sin que ello implique que llegada la fecha 
constituya un impedimento para la publicación de los edictos; ya que este juzgado vigilará que no se deje en 
estado de indefensión al tercero interesado de referencia. 

 
Atentamente 

Ensenada, B.C., 15 de marzo de 2022. 
Secretaria del Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Baja California. 

Lorey del Rocío Cacho Barraza. 
Rúbrica. 

(R.- 519008) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Décimo Sexto de Distrito en el Estado de Veracruz, 

con residencia en Córdoba 
EDICTO 

 
Norma Reyes Nogueira y Josafat Galán Balderas.  

(Tercero interesado) 
Juicio de amparo 418/2021 del Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia 

en Córdoba. Quejoso: José Ignacio Heladio Contreras Balderas y/o José Ignacio Heladio Contreras. Autoridad 
responsable: juez Segundo de Primera Instancia, con residencia en Córdoba, Veracruz, y otra autoridad. Acto 
reclamado: La falta de emplazamiento en los autos del expediente 309/2019 del índice administrativo del 
juzgado responsable y, como consecuencia de ello, la orden de desalojo respecto del bien inmueble materia 
de ese controvertido que refiere tener en posesión desde hace más de diez años; por ignorarse su domicilio, 
con fundamento en el artículo 27, fracción III, incisos b) de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, se ordenó emplazarlos por este medio 
como terceros interesados; puede apersonarse dentro de treinta días, contado a partir del día siguiente de la 
última publicación, y está a su disposición en la secretaría de este juzgado copia cotejada de la demanda de 
amparo y ocurso aclaratorio. Apercibidos que de no comparecer dentro de dicho término por sí, por apoderado 
o gestor que los represente, se seguirá el juicio sin su intervención y las ulteriores notificaciones, aun las de 
carácter personal, se le realizarán por lista de acuerdos. 
 

Córdoba, Veracruz, tres de enero de dos mil veintidós. 
La Secretaria del Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de Veracruz. 

Licenciada María de Jesús Zamudio Terán. 
Rúbrica. 

(R.- 519041) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en La Laguna 
Blvd. Independencia 2111 Ote. C.P. 27100 Col. San Isidro Torreón, Coahuila 

EDICTO 
 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA 
DE HERIBERTO MORALES RUEDAS. 

EXPEDIENTE 3/2021 
A TODA PERSONA QUE TENGA INTERÉS JURÍDICO EN EL PROCEDIMIENTO. 

En Torreón, Coahuila de Zaragoza, veintiocho de febrero de dos mil veintidós, en el procedimiento 
especial sobre declaración de ausencia 3/2021, promovido por Luz Hortencia Zamora García, respecto de su 
cónyuge HERIBERTO MORALES RUEDAS, con el fin de convocar a cualquier persona que tenga interés 
jurídico en el procedimiento de declaración especial de ausencia de HERIBERTO MORALES RUEDAS, para 
que comparezca al mismo, si a sus intereses conviniere. Se le hace de su conocimiento que deberá 
presentarse al Juzgado Tercero de Distrito en la Laguna; ubicado en Boulevard Independencia, número 2111 
oriente, Colonia San Isidro, en Torreón, Coahuila de Zaragoza, dentro del término de quince días contados a 
partir del día siguiente al de la última publicación del presente edicto; y que si pasado ese término de quince 
días no comparecen, se resolverá en definitiva lo que en derecho corresponda. 

 
Torreón Coahuila de Zaragoza, 28 de febrero de 2022. 

Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en La Laguna. 
Diana Janett Grajeda Lozada. 

Rúbrica. 
(R.- 519045) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Naucalpan de Juárez 

EDICTO 
 

Al margen un sello con el escudo nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos. 
Tercera interesada: María Elizabeth García Hernández. 
“En los autos del Juicio de Amparo 648/2021-XII, promovido por Carlos Israel Cortés Cortés, contra actos 

del Juez de Control del Distrito Judicial de Ecatepec, Estado de México al ser señalada como tercera 
interesada y desconocerse su domicilio actual, con fundamento en el numeral 27, fracción III, inciso b) de la 
Ley de Amparo, así como 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente 
a la misma, se ordena su emplazamiento al juicio de mérito, por edictos, que se publicarán por tres veces, de 
siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la 
República; haciéndole de su conocimiento que en la secretaría del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el 
Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, queda a su disposición copia simple de la 
demanda de amparo y que cuentan con el término de treinta días hábiles, contado a partir de la última 
publicación de este edicto, para que acuda a este juzgado a hacer valer sus derechos.” 

Para su publicación en el periódico de mayor circulación y en el diario oficial de la federación, por tres 
veces de siete en siete días. 
 

Atentamente 
Naucalpan de Juárez, Estado de México, veinticinco de marzo de dos mil veintidós. 

El Secretario. 
Licenciado Edgar de Anda Ramírez 

Rúbrica. 
(R.- 519197) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Querétaro 
Domicilio: Avenida Fray Luis de León número 2880, colonia Centro Sur, Querétaro, 

edificio B, primer piso, código postal 76090 
Sección Amparo 
Materia Laboral 

Principal 994/2020 
ASC 

EDICTOS 
 
A: JOSÉ ANTONIO SANTIAGO IBARRA. 
En los autos del juicio de amparo número 994/2020, promovido por la moral quejosa Ecoterra Servicios 

Ambientales, Sociedad Anónima de Capital Variable, contra actos de la Junta Especial número Tres de la 
Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Querétaro; por acuerdo de esta misma fecha, se ordenó 
emplazar al tercero interesado José Antonio Santiago Ibarra, por edictos, para que comparezca ante este 
Juzgado Primero de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Querétaro, con ubicado en 
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Avenida Fray Luis de León, número 2880, Edificio B, piso uno, colonia Centro Sur, Santiago de Querétaro, 
Querétaro, dentro de los treinta días, siguientes a la última publicación de estos edictos, si a sus intereses 
legales conviene, a efecto de entregarle copia de la demanda de amparo, así como del auto de admisión. 

Por otra parte, se le apercibe que en caso de no hacerlo así y no señalar domicilio para oír notificaciones y 
recibir documentos en esta ciudad, se le tendrá debidamente emplazada, se seguirá el juicio y las 
subsecuentes notificaciones se le harán por lista que se fija en los estrados en este órgano jurisdiccional. 

Para su publicación por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y de la 
misma manera, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República Mexicana. 

 
Santiago de Querétaro, Querétaro; 01 de marzo de 2022. 

La Juez Primero de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Querétaro 
Licenciada Griselda Sáenz Horta 

Rúbrica. 
El Secretario 

Licenciado Jaime Popoca Dorantes. 
Rúbrica. 

(R.- 518796) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Décimo Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 

EDICTO 
 

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO NÚMERO 619/2021-IV, PROMOVIDO POR AXEL EDUARDO 
FLORES CANO, CONTRA ACTOS DEL JUEZ DE CONTROL LUK JUSTINO ROQUE RAMIREZ, ADSCRITO 
A LA UNIDAD DE GESTIÓN JUDICIAL NUEVE, DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO, SE ORDENÓ EMPLAZAR POR EDICTOS AL TERCERO INTERESADO CRISTIAN ROSALES 
ZAVALA, VICTIMA EN LA CARPETA JUDICIAL 09/1444/2021, DEL ÍNDICE DE LA UNIDAD DE GESTIÓN 
JUDICIAL NÚMERO NUEVE EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 
CUAL SE PUBLICARÁ POR TRES VECES DE SIETE EN SIETE DÍAS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN Y EN UNO DE LOS PERIÓDICOS DE MAYOR CIRCULACIÓN EN LA REPÚBLICA Y SE LE 
CONCEDE UN TÉRMINO DE TREINTA DÍAS HÁBILES CONTADOS A PARTIR DE LA ÚLTIMA 
PUBLICACIÓN PARA QUE COMPAREZCA A JUICIO A HACER VALER SUS DERECHOS Y SEÑALE 
DOMICILIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES EN ESTA CIUDAD, APERCIBIDA QUE DE NO 
HACERLO, LAS ULTERIORES NOTIFICACIONES AÚN LAS DE CARÁCTER PERSONAL, SE 
PRACTICARÁN POR MEDIO DE LISTA. 
 

Atentamente. 
Ciudad de México a tres de marzo de dos mil veintidós. 

Secretario del Juzgado Décimo Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 
Gilberto Alejandro Nolasco Martínez 

Rúbrica. 
(R.- 519202) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo Segundo de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 
EDICTO 

 
En el Juicio de Amparo 368/2021, promovido por Heladio Elías Ramírez Pineda, en su carácter de Director 

General Jurídico de la Auditoria Superior de la Federación; en el que se tuvo como terceras interesadas a 
María Pérez Gómez, María Pérez Pérez, Manuela Hernández Hernández, Alejandra Gómez Pérez, Rosa 
Pérez Pérez y Hermelinda Pérez Pérez, se ordenó emplazarlas por edictos, que deberán publicarse por tres 
veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en un periódico de mayor circulación en 
esta ciudad capital, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 30 fracción II de la Ley de Amparo y 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles. Haciéndoles saber que cuentan con un plazo de treinta días, 
contados a partir de la última publicación de tales edictos, para apersonarse en el juicio a hacer valer sus 
derechos; que deberán señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, apercibidas que de no 
hacerlo, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se les harán por medio de lista que se 
publica en este órgano jurisdiccional. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 29 de marzo de 2022 
El Secretario del Juzgado Décimo Segundo de Distrito de Amparo 

en Materia Penal en la Ciudad de México. 
Lic. Víctor Hugo Luna Vargas. 

Rúbrica. 
(R.- 519220) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EDICTOS 

 
AL MARGEN, EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.- 
JUZGADO OCTAVO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

TERCEROS INTERESADOS: 
ANGÉLICA JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, 
HÉCTOR HUGO SILVA JIMÉNEZ; E 

ISAAC SILVA JIMÉNEZ. 
En los autos del juicio de amparo número 820/2021-V, promovido por RICARDO SILVA HERNÁNDEZ, 

contra actos de la Tercera Sala Familiar y Juez Vigésimo Segundo de lo Familiar, ambos del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México; en el que se señala como terceros interesados a Angélica 
Jiménez Hernández, Héctor Hugo Silva Jiménez e Isaac Silva Jiménez, y al desconocerse su domicilio actual, 
con fundamento en la fracción III, inciso b) del artículo 27 de la Ley de Amparo, se ordena su emplazamiento 
al juicio de mérito por edictos, los que se publicarán por tres veces de siete en siete días, en el Diario Oficial 
de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República, y se hace de su 
conocimiento que en la Secretaría V de trámite de amparo de este juzgado, queda a su disposición copia 
simple de la demanda de amparo a efecto de que en un término de treinta días contados a partir de la última 
publicación de tales edictos, ocurra al juzgado para hacer valer su derecho. 
 

Atentamente. 
Ciudad de México, a nueve de marzo de dos mil veintidós. 

La Secretaria del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Lic. Diana Edith Hernández Castañeda. 

Rúbrica. 
(R.- 518840) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, 
con residencia en Tuxtla Gutiérrez 

J.A. 585/2021 
EDICTO 

 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice Estados Unidos Mexicanos, Juzgado Primero de 

Distrito en el Estado de Chiapas. 
Gustavo Adolfo Flores Alfaro. 
En el juicio de amparo 585/2021, promovido por Glenda Nilda Peimbert Terrones, contra actos del Juez 

de Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Oaxaca, radicado en este Juzgado Primero de 
Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en esta ciudad, sito en 
Palacio de Justicia Federal, Edificio “B”, Planta Baja, Boulevard Ángel Albino Corzo, número 2641, Colonia 
Las Palmas, código postal 29049, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, se dictó el acuerdo de fecha veintiocho de 
diciembre de dos mil veintiuno, mediante el cual se ordenó emplazarlo al presente juicio, en razón de que 
se le ha señalado como parte tercero interesada y, como se desconoce su domicilio actual, se ha ordenado 
emplazarlo por edictos que deberán publicarse por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la 
Federación, y en uno de los diarios de mayor circulación en la República Mexicana; de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 26, fracción III, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la citada ley de la materia; haciéndole saber que podrá presentarse dentro 
de los TREINTA DÍAS contados a partir del siguiente al de la última publicación, por sí o apoderado, 
apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones le surtirán efectos por medio de lista que se publican 
en estrados de este Juzgado. Quedando a su disposición en este órgano judicial la demanda de garantías de 
que se trata; asimismo, se le hace de su conocimiento que la audiencia constitucional se encuentra prevista 
para su celebración a las NUEVE HORAS DEL DIECIOCHO DE MARZO DE DOS MIL VEINTIDÓS. Fíjese en 
la puerta de este Tribunal un ejemplar de este edicto, por el término que dure la notificación. 

 
Atentamente 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a 28 de diciembre de 2021. 
Secretaria del Juzgado Primero de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas 

María del Rosario Villalobos Gómez 
Firmado Electrónicamente. 

(R.- 518903) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Puebla 
Puebla, Pue. 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo 804/2021, se ordenó emplazar por edictos a los terceros interesados Randy Cante 

Alonso, Isaías Sánchez Flores, Juan Xicohtencatl Romero, Humberto Meza Rodríguez y Daniel Adolfo Castor 
Silva, en términos del artículo 27, fracción III, inciso b), segundo párrafo, de la Ley de Amparo, en relación con 
el diverso 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles; y se hace de su conocimiento que el quejoso 
Concepción Reyes Díaz, promovió juicio de amparo indirecto contra el auto de formal prisión de veintiuno de 
julio de dos mil veintiuno, dictado por el Juez de lo Penal del Distrito Judicial de Huejotzingo, Estado de 
Puebla, en el proceso 505/2012. 

Se le previene a los terceros Randy Cante Alonso, Isaías Sánchez Flores, Juan Xicohtencatl Romero, 
Humberto Meza Rodríguez y Daniel Adolfo Castor Silva, que comparezcan por escrito a este Juzgado de 
Distrito dentro del plazo de los treinta días hábiles siguientes al de la última publicación, y señalen domicilio en 
esta ciudad de Puebla o en su zona conurbada (San Pedro Cholula, San Andrés Cholula o Cuautlancingo), ya 
que de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones, incluso las de carácter personal, se les harán por lista que 
se fija en este juzgado, sin ulterior acuerdo, y el juicio de amparo seguirá conforme a derecho proceda; queda 
a su disposición en la actuaría copia simple de la demanda y copia autorizada del proveído de admisión; 
asimismo, se les hace saber que se encuentran señaladas las DIEZ HORAS CON CUATRO MINUTOS DEL 
SIETE DE MARZO DE DOS MIL VEINTIDÓS, para celebrar la audiencia constitucional en el referido juicio de 
amparo; se les informa que desde que queden emplazados, quedan a su vista los informes justificados y 
constancias que se han recibido en este juicio, ello en términos del artículo 117 de la Ley de Amparo. 

Este edicto se expide para su publicación en el periódico de mayor circulación nacional y en el Diario 
Oficial de la Federación, que deberá efectuarse por tres veces consecutivas de siete en siete días hábiles. 
 

Puebla, Puebla, once de febrero de dos mil veintidós. 
El Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Puebla 

Juan Manuel González Cabrera 
Firma Electrónica. 

(R.- 519184) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México  
EDICTOS 

 
Al margen de un sello con el escudo nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos, Juzgado 

Séptimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, once de febrero de dos mil veintidós. 
En los autos del juicio de amparo número 312/2021-VII, promovido por Yolanda Salmerón Chávez, por 

derecho propio, contra actos del Juez Septuagésimo Tercero de lo Civil del Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México, se dictó un auto por el que se ordena emplazar al tercero interesado 
Cibanco, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, actuando únicamente en su carácter de 
Fiduciario en el Fideicomiso F/00429 hoy su cesionaria Baricol, Sociedad Anónima de Capital Variable, 
por medio de edictos, que se publicaran por tres veces, de siete en siete días en el diario oficial de la 
federación, y en un periódico de mayor circulación en esta ciudad, a fin de que comparezca a este juicio por 
conducto de quien legalmente le represente a deducir sus derechos en el término de treinta días contados, a 
partir del siguiente al en que se efectúe la última publicación, quedando en esta secretaria a su disposición, 
copia simple de la demanda de garantías y demás anexos exhibidos, apercibido que de no apersonarse al 
presente juicio, las ulteriores notificaciones se harán en términos de lo dispuesto artículo 27, fracción III, inciso 
b) de la Ley de Amparo, asimismo, se señalaron las once horas con treinta minutos del veintitrés de 
marzo de dos veintidós, para que tenga verificativo la Audiencia Constitucional. En acatamiento al auto de 
mérito, se procede a hacer una relación sucinta de la demanda de garantías, en la que la parte quejosa señalo 
como tercera interesada al antes señalado, y precisa como acto reclamado la sentencia interlocutoria de 
cuatro de mayo de dos mil veintiuno, dictada por el Juez Septuagésimo Tercero de lo civil del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México, en los autos del juicio especial hipotecario número 1011/2018-IV. 
 

Secretaria del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Lic. Norma Vaca Sánchez. 

Rúbrica. 
(R.- 519194) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Décimo Tercero de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

EDICTOS 
 
AL MARGEN DE UN SELLO CON EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, JUZGADO DECIMOTERCERO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD DE 
MÉXICO, OCHO DE MARZO DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO NÚMERO 926/2021, PROMOVIDO POR ANGÉLICA MARÍA 
TOLEDO COCA, CONTRA ACTOS DEL JUEZ Y ACTUARIOS ADSCRITOS AL JUZGADO DÉCIMO 
OCTAVO DE LO CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO; 
CON FECHA DIECISIETE DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTIDÓS, SE DICTÓ UN AUTO POR EL QUE SE 
ORDENA NOTIFICAR AL TERCERO INTERESADO OMAR ALEXANDER GONZÁLEZ PÉREZ, POR 
MEDIO DE EDICTOS, QUE SE PUBLICARÁN POR TRES VECES, DE SIETE EN SIETE DÍAS EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, Y EN EL PERIÓDICO “DIARIO DE MÉXICO”, A FIN DE QUE 
COMPAREZCA A ESTE JUICIO A DEDUCIR SUS DERECHOS EN EL PLAZO DE TREINTA DÍAS 
CONTADOS, A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE EFECTÚE LA ÚLTIMA PUBLICACIÓN, 
QUEDANDO EN ESTA SECRETARÍA A SU DISPOSICIÓN, COPIA SIMPLE DE LA DEMANDA DE AMPARO, 
APERCIBIDO QUE DE NO APERSONARSE AL PRESENTE JUICIO, LAS ULTERIORES NOTIFICACIONES 
SE HARÁN EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL INCISO A) DE LA FRACCIÓN III, DEL ARTÍCULO 
27 DE LA LEY DE AMPARO, ASIMISMO, SE SEÑALARON LAS ONCE HORAS CON TREINTA MINUTOS 
DEL CUATRO DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDÓS, PARA QUE TENGA VERIFICATIVO LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, ESTO EN ACATAMIENTO AL ACUERDO DE VEINTIUNO DE FEBRERO DE DOS MIL 
VEINTIDÓS. SE PROCEDE A HACER UNA RELACIÓN SUSCINTA DE LA DEMANDA DE AMPARO, EN EL 
QUE LA PARTE QUEJOSA SEÑALÓ COMO AUTORIDADES RESPONSABLES AL JUEZ Y ACTUARIOS 
ADSCRITOS AL JUZGADO DÉCIMO OCTAVO DE LO CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE 
LA CIUDAD DE MÉXICO, Y COMO TERCERO INTERESADO A OMAR ALEXANDER GONZÁLEZ PÉREZ, 
Y PRECISA COMO ACTO RECLAMADO EL ILEGAL EMPLAZAMIENTO Y TODO LO ACTUADO EN EL 
EXPEDIENTE 175/2019. 

 
El Secretario del Juzgado Decimotercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 

Lic. Edgardo González Sánchez 
Rúbrica. 

(R.- 519199) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Sexto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

Amparo Indirecto 478/2020 
 
En el juicio de amparo número 478/2020, promovido por promovido por David Isaac Delgado Velázquez, 

Gabriel Arriola Rodríguez, Aurea Nenetzin Rodríguez Maldonado y Diego Montiquin, por propio derecho; 
contra actos del JUEZ SEXAGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
DE LA CIUDAD DE MÉXICO; en el que se reclamó todo lo actuado en el juicio especial hipotecario, 
expediente número 1407/2018 del índice del JUZGADO SEXAGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, al no haber sido llamados como 
acreedores preferentes, así como también la diligencia de siete de septiembre de dos mil veinte, en razón 
de la cual fueron desposeídos del inmueble ubicado en: Calle Versalles, número 34-A, Fraccionamiento Villa 
Verdún, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México; se advierte que no se cuenta con el domicilio cierto y 
actual en donde pudiera ser emplazada a éste, la moral tercera interesada INMUEBLES SAHAMED, 
Sociedad Anónima de Capital Variable, pese a que, se agotaron todas las investigaciones y gestiones a las 
que este juzgado tiene acceso para localizar el domicilio de dicha parte; en consecuencia, se ha ordenado 
emplazarlo por medio de edictos, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de 
Amparo; quedando a disposición del tercero interesado antes mencionado, en la Secretaría de este 
JUZGADO SEXTO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD DE MÉXICO, copia simple de la 
demanda respectiva; asimismo, se hace de su conocimiento que cuentan con un término de treinta días, que 
se computarán a partir de la última publicación de los edictos de mérito, para que ocurran ante este órgano de 
control constitucional a hacer valer sus derechos si a sus intereses conviniere y señalen domicilio para oír y 
recibir notificaciones en esta Ciudad de México, apercibido de que en caso de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones, aún las de carácter personal se le harán por medio de lista de acuerdos que se publica en este 
órgano jurisdiccional. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, 29 de marzo de 2022. 
La Secretaria del Juzgado Sexto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Lic. Yitakivy Silverio Mosso 
Rúbrica. 

(R.- 519235) 



92      DIARIO OFICIAL Lunes 11 de abril de 2022 

 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales 

San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO 

 

Tercero interesado. René Quiroz Morales 

En cumplimiento a los proveídos de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, y veintidós de febrero de 

dos mil veintidós, dictados en el juicio de amparo indirecto número 853/2020 del índice del Juzgado Sexto de 

Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de 

Puebla, con residencia en San Andrés Cholula, promovido por José René Quiroz Córdova y/o René Quiroz 

Córdova y/o René Quirós Córdova contra actos del Juez de lo Civil del Distrito Judicial de Atlixco, Puebla y 

otras autoridades, del que se reclama la resolución de veintiséis de junio de dos mil veinte, relativa a la planilla 

de liquidación de sentencia dictada en el juicio de divorcio necesario y alimentos 1237/2005, del índice del 

Juzgado de lo Civil del Distrito Judicial de Atlixco, Puebla y la ejecución de dicha resolución, se tuvo a la 

persona arriba mencionada, como parte tercera interesada; y en términos de los artículo 27, fracción III, inciso 

b), de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la ley 

de la materia, se manda emplazar por medio de edictos, para que si a su interés conviniere se apersone a 

este juicio en el local de este Juzgado ubicado en Avenida Osa Menor número ochenta y dos, piso trece, ala 

sur, Ciudad Judicial Siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcayotl, código postal 72810, en San Andrés Cholula, 

Puebla; dentro del plazo de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación de este 

edicto; si pasado ese plazo no comparece el tercero interesado, las notificaciones se le harán en términos del 

artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo; para tal efecto se le hace saber que se han fijado las nueve 

horas con cuarenta minutos del diez de marzo de dos mil veintidós, para que tenga verificativo la audiencia 

constitucional, la cual podrá variar con motivo de su emplazamiento por esta vía. Queda a su disposición en la 

Secretaría de este Juzgado copia autorizada de la demanda y auto admisorio. 

Para su publicación por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en el 

periódico de mayor circulación en la República, se expide el presente, en San Andrés Cholula, Puebla, 

veintitrés de febrero de dos mil veintidós. Doy fe. 

 

Secretaria del Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo 

y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, con residencia en San Andrés Cholula. 

Itzel Angelica Ubierna Hernandez. 

Rúbrica. 

(R.- 518458) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito 

Mexicali, B.C. 

EDICTO 

 

María del Carmen Casillas Casillas 

En virtud de la demanda de amparo directo promovida por José Ángel Martínez Gutiérrez, contra el acto 

reclamado a la autoridad responsable Cuarta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja 

California, con residencia en esta ciudad, consistente en la sentencia definitiva dictada en su contra el 

veintisiete de febrero de dos mil tres, dentro del toca penal 3030/2002, por la comisión de los delitos de 

Homicidio Calificado; por auto de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, se registró la demanda de 
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amparo directo bajo el número 32/2022 y de conformidad con el artículo 5º, fracción III, inciso c) de la Ley de 

Amparo, este Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, consideró que la ofendida dentro de la 

causa penal 175/2001 de origen, María del Carmen Casillas Casillas, le asiste el carácter de tercero 

interesada en el presente juicio de amparo; sin embargo, este Órgano Colegiado agotó los medios legales a 

su alcance a efecto de lograr el emplazamiento de mérito; asimismo, de autos se advierte la insolvencia 

económica del quejoso para el pago de la publicación de éstos, por lo que este Tribunal solicita al Consejo de 

la Judicatura Federal a través de la Administración Regional del mismo el emplazamiento a los antes 

mencionados en términos el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo. 

Los edictos deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días hábiles, en el Diario Oficial de la 

Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República, para que dentro del plazo de 

treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación, la tercero interesada María del Carmen 

Casillas Casillas, se apersone al presente juicio, con el apercibimiento de que de no hacerlo, se les tendrá por 

emplazados y las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le practicarán por medio de 

lista que se publique en los estrados de este Órgano Colegiado, en términos del artículo 27, fracción III, inciso 

b), de la Ley de Amparo; asimismo, hágaseles saber por medio del edicto en comento, que la copia de la 

demanda de amparo promovida se encuentra a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano 

Colegiado. 

 

Mexicali, Baja California, 25 de febrero de 2022 

Secretario del Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito. 

Juan Carlos Flores Benítez 

Rúbrica. 

(R.- 518476) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito 

Mexicali, B.C. 

EDICT O 

 

Antonio Corces Guadarrama 

En virtud de la demanda de amparo directo promovida por Gonzalo Alberto Martínez Grijalba, contra el 

acto reclamado a la autoridad responsable Tercera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja 

California, con residencia en esta ciudad, consistente en la sentencia definitiva dictada en su contra el once de 

julio de dos mil trece, dentro del toca penal 1510/2013, por la comisión de los delitos de Homicidio Calificado y 

Secuestro Agraviado; por auto veintidós de octubre de dos mil veintiuno, se registró la demanda de amparo 

directo bajo el número 316/2021-I y de conformidad con el artículo 5º, fracción III, inciso c) de la Ley de 

Amparo, este Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, consideró que el ofendido dentro de la 

causa penal 1510/2013 de origen, Antonio Corces Guadarrama, le asiste el carácter de tercero interesado en 

el presente juicio de amparo; sin embargo, este Órgano Colegiado agotó los medios legales a su alcance a 

efecto de lograr el emplazamiento de mérito; asimismo, de autos se advierte la insolvencia económica del 

quejoso para el pago de la publicación de éstos, por lo que este Tribunal solicita al Consejo de la Judicatura 

Federal a través de la Administración Regional del mismo el emplazamiento a los antes mencionados en 

términos el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo. 

Los edictos deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días hábiles, en el Diario Oficial de la 

Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República, para que dentro del plazo de 

treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación, el tercero interesado Antonio Corces 

Guadarrama, se apersone al presente juicio, con el apercibimiento de que de no hacerlo, se les tendrá por 
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emplazados y las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le practicarán por medio de 

lista que se publique en los estrados de este Órgano Colegiado, en términos del artículo 27, fracción III, inciso 

b), de la Ley de Amparo; asimismo, hágaseles saber por medio del edicto en comento, que la copia de la 

demanda de amparo promovida se encuentra a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano 

Colegiado. 

 

Mexicali, Baja California, 24 de febrero de 2022 

Secretario del Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito. 

Juan Carlos Flores Benítez. 

Rúbrica. 

(R.- 518478) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 
Monterrey, Nuevo León 

EDICTO 
 

MISTY DANTAK, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE. 
GAMA ROAD, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE. 

(terceras interesadas) 
DOMICILIO IGNORADO 

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 170/2021, PROMOVIDO POR RECICLADOS DSL, 
SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, A TRAVÉS DE SU APODERADO JOSÉ LUIS 
VELÁZQUEZ LINDSEY, EL DÍA DE HOY, SE DICTÓ EL SIGUIENTE ACUERDO: 

Por auto de diecisiete de febrero de dos mil veintidós, con fundamento en el artículo 27, fracción III, 
inciso b) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, se 
ordenó emplazar de la demanda de garantías a las terceras interesadas Misty Dantak, Sociedad Anónima 
de Capital Variable y Gama Road, Sociedad Anónima de Capital Variable, por medio de edictos, los que 
deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico “EL NORTE” que se edita en esta ciudad, para que dentro del término de treinta días siguientes a 
la última publicación de este edicto, se apersonen en el referido juicio ante este Tribunal Colegiado, en su 
carácter de terceras interesadas, a fin de que se impongan de la tramitación del mismo y haga valer sus 
derechos, entre ellos, presentar los alegatos o promover amparo adhesivo si así lo deseare, de conformidad 
con el artículo 181 de la Ley de Amparo; asimismo, hágase saber a dichas terceras que el presente juicio de 
amparo directo se radicó bajo el número 170/2021, del índice de este Tribunal y, que la demanda de garantías 
la promueve Plásticos y Reciclados DSL, Sociedad Anónima de Capital Variable, a través de su 
apoderado José Luis Velázquez Lindsey, en contra de la sentencia de dos de febrero de dos mil 
veintiuno, dictada por la Octava Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado, en el toca 
413/2020 y su ejecución por parte del Juez Primero de Jurisdicción Concurrente del Primer Distrito 
Judicial del Estado, demanda de garantías en la cual se señalaron como preceptos legales violados los 
artículos 1, 14, 16 y 17 Constitucionales; en la inteligencia de que la copia de la demanda queda a su 
disposición en la Secretaría de Acuerdos de este órgano jurisdiccional. 

Publíquese en los estrados de este Tribunal, copia certificada del presente proveído, por todo el tiempo del 
emplazamiento, en el entendido de que, si pasado dicho término las terceras interesadas no comparecen, se 
seguirá el trámite del presente juicio y las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le 
harán por medio de la lista que para tal efecto se fija en los estrados de este Tribunal, en términos del artículo 
27, fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo. 

 
Atentamente 

Monterrey, Nuevo León, 25 de febrero de 2022. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 

Lic. Celso Escalante Córdova. 
Rúbrica. 

(R.- 518805) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 

Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales 

con residencia en Zacatecas, Zacatecas 

EDICTO 

 

Número de Expediente: 66/2021. Parte actora: Manuel Oswaldo Hurtado Sosa. Parte demandada a 

emplazar por edictos: Santa Cruz Silver Mining LTD. Prestaciones reclamadas: La inscripción ante el Instituto 

Mexicano del Seguro Social y pago de cuotas y aportaciones obrero patronales, ante la baja el diecinueve de 

agosto de dos mil veinte. El pago del tiempo extraordinario laborado entre el dieciocho de febrero de dos mil 

veinte al siete de febrero de dos mil veintiuno. El pago de días de descanso obligatorios laborados por 

$1,714.16 (mil setecientos catorce pesos con dieciséis centavos). El respeto irrestricto a las normas 

protectoras del salario. El pago, por $557.90 (quinientos cincuenta y siete pesos con noventa centavos) por 

diferencia en el pago de aguinaldo. El pago de las aportaciones de seguridad social, del fondo de la vivienda y 

del fondo de ahorro para el retiro, que la demandada debe enterar al Instituto Mexicano del Seguro Social, al 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Afore, sobre el salario integrado de 

$230.10 (doscientos treinta pesos con diez centavos). El pago por $ 200.00 (doscientos pesos 00/100 M.N.) 

mensuales por vales de despensa. La demandada Santa Cruz Silver Mining LTD tiene el término de treinta 

días hábiles, contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la última publicación del presente 

edicto, para producir su contestación a la demanda. Se apercibe a la demandada, que en caso de no hacerlo 

dentro de dicho término, se tendrán por admitidas las peticiones de la parte promovente -salvo aquellas que 

sean contrarias a la ley-, por perdido su derecho a ofrecer pruebas, así como objetar las de su contraria y, en 

su caso, a formular reconvención. Sin perjuicio de que hasta antes de la audiencia preliminar pueda ofrecer 

pruebas en contrario para demostrar que el actor no es trabajador o que no son ciertos los hechos afirmados 

por aquél. De igual manera, en términos del artículo 739 de la Ley Federal del Trabajo, se le requiere para 

que en su primer escrito o comparecencia señalen domicilio para oír y recibir notificaciones dentro del lugar de 

residencia de este Tribunal, apercibida que de no hacerlo, las notificaciones personales se les practicarán por 

boletín o por estrados. Se hace saber a la demandada Santa Cruz Silver Mining LTD que el traslado de la 

demanda y anexos correspondiente, están a su disposición en las oficinas de este Tribunal Laboral. Este 

tribunal laboral tiene su domicilio en calle Lateral, número 1202, Ciudad Gobierno, Cerro del Gato, código 

postal 98160, Zacatecas, Zacatecas. 

 

Atentamente 

Zacatecas, Zacatecas, nueve de marzo de dos mil veintidós 

Juez del Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Zacatecas, 

con sede en Zacatecas. 

Daniel Iduarte Ledesma. 

Rúbrica. 

(R.- 519005) 

Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales 

en el Estado de Baja California, con residencia en Tijuana 

Tijuana, B.C. 

 

Emplazamiento a Terceros Interesados. 

Angelina Carteño Juárez, Arcelia de los Ángeles Rojas Rivas, y quien resulte responsable de la fuente de 

trabajo denominada “Tacos el Gordo”. 

En los autos del juicio de amparo 1177/2019-D1, promovido por Humberto Castro Limón, José Alfredo 

Castro Limón, Alfredo Aispuro Dimas, Ramona Alicia Rubio Montoya, Fernando Salazar Hernández, Luz 

María Soto Ceja, Amanda Rosario Romo López, Griselda Fuentes Jáuregui, Alma Berenice Romo López, 

David Daniel Muñoz Hernández, Marcos Daniel Alvarado Barrera, Mayra Patricia Camacho Leyva, José 
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Alfredo Castro Leal, Ernesto Baca Alcántara, Francisco Javier Castro Rubio, Juan Navarrete Orozco, Julio 

César Alba Hernández y Olivia Armenta Armenta, contra actos del Pleno de la Junta Especial número 02 de la 

Local de Conciliación y Arbitraje, con sede en esta ciudad, y otras autoridades, en el cual reclaman 

esencialmente lo siguiente 

- La resolución interlocutoria de cinco de septiembre de dos mil diecinueve, pronunciada en el expediente 

2099/2019, embargo precautorio 13/0219, de la Junta Especial número Dos de la Local de Conciliación y 

Arbitraje de Tijuana, Baja California. 

- La omisión de notificar en términos de la ley a los demandados en el expediente 2099/2019, embargo 

precautorio 13/0219. 

Se ordenó emplazar a los terceros interesados Angelina Carteño Juárez, Arcelia de los Ángeles Rojas 

Rivas, y quien resulte responsable de la fuente de trabajo denominada “Tacos el Gordo”, por EDICTOS 

haciéndoles saber que podrán presentarse dentro de treinta días contados al siguiente de la última publicación 

apercibidos que de no hacerlo las posteriores notificaciones, aún las de carácter personal, se les practicarán 

por lista en los estrados de este juzgado en términos del artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo. En el 

entendido que se encuentran señaladas las diez horas con diez minutos del veintiocho de marzo de dos mil 

veintidós, para la celebración de la audiencia constitucional en este juicio; sin que ello impida que llegada la 

fecha constituya un impedimento para la publicación de los edictos, ya que este órgano jurisdiccional vigilará 

que no se deje en estado de indefensión al tercero interesado de referencia. 

 

Atentamente 

Tijuana, B.C., 17 de marzo de 2022. 

Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo 

y de Juicios Federales en el Estado de Baja California. 

Lic. Lorena Lugo Romero. 

Rúbrica. 

(R.- 519043) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EXTRACTO DE SENTENCIA. 

 
ACTOR: Revlon International Corporation. 
DEMANDADO: Revlon, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
En proveído de ocho de septiembre de dos mil veintiuno, dictado en la solicitud de cancelación y 

reposición de título 201/2020, del índice de este Juzgado Sexto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de 
México, promovido por Revlon International Corporation, se ordenó publicar un extracto de la sentencia de 
doce de julio de dos mil veintiuno, y al efecto, se inserta la misma: 

Ciudad de México, doce de julio de dos mil veintiuno. 
V I S T O S para resolver la solicitud de cancelación y reposición de título 201/2020 y; 
 

RESULTANDO 
PRIMERO. Por escrito presentado vía electrónica el dos de octubre de dos mil veinte, en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil, REVLON INTERNATIONAL 
CORPORATION, por conducto de su apoderado Alejandro González Alburquerque, demandó de REVLON, 
sociedad anónima de capital variable, en la vía especial mercantil las prestaciones siguientes: 

1. La declaración judicial de cancelación definitiva del título de acciones número 2 C.F., de 31 de 
enero de 2017, que ampara 37,069.582 acciones liberadas correspondientes al capital fijo, nominativas, con 
valor nominal de $1.00 M.N. (un peso 00/100 Moneda Nacional) cada una, totalmente suscritas y pagadas, 
representativas del capital social de la persona moral Revlon, S.A. de C.V., expedido a favor de Revlon 
International Corporation. 

2. La declaración judicial de cancelación definitiva del título de acciones número 2 C.V., de 31 de 
enero de 2017, que ampara 139,900,484 acciones liberadas correspondientes al capital variable, nominativas, 
con valor nominal de $1.00 M.N. (un peso 00/100 Moneda Nacional) cada una, totalmente suscritas y 
pagadas, representativas del capital social de la persona moral Revlon, S.A. de C.V., expedido a favor de 
Revlon International Corporation. 



Lunes 11 de abril de 2022 DIARIO OFICIAL      97 

 

3. La orden judicial a Revlon, S.A. de C.V. consistente en reponer a Revlon International Corporation, 
el título de acciones número 2 C.F., de 31 de enero de 2017,  que ampara 37,069,582 acciones liberadas 
correspondientes al capital fijo, nominativas, con valor nominal de $1.00 M.N. (un peso 00/100 Moneda 
Nacional) cada una, totalmente suscritas y pagadas, representativas del capital social de la persona moral 
Revlon, S.A. de C.V., expedido a favor de Revlon International Corporation, en términos de la fracción IV del 
artículo 45 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito. 

4. La orden judicial a Revlon, S.A. de C.V. consistente en reponer a Revlon International Corporation, 
el título de acciones número 2C.V. de 31 de enero de 2017, que ampara 139,900,484 acciones liberadas 
correspondientes al capital variable, nominativas, con valor nominal de $1.00 M.N. (un peso 00/100 Moneda 
Nacional) cada una totalmente suscritas y pagadas, representativas del capital social de la persona moral 
Revlon, S.A. de C.V., expedido a favor de Revlon International Corporation en términos de la fracción IV del 
artículo 45 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito. 

(…) 
Consecuentemente, con fundamento en el artículo 45 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito, se declara la cancelación del título acciones número 2 C.F., que ampara 37,069,582 acciones 
liberadas correspondientes al capital fijo nominativas; y, título de acciones número 2 C.V., que ampara 
139,900,484 acciones liberadas correspondientes al capital variable nominativas, representativas del capital 
social de REVLON, sociedad anónima de capital variable. 

Y, se dispone que REVLON, sociedad anónima de capital variable, a través de quien corresponda reponga 
al actor REVLON INTERNATIONAL CORPORATION, tales títulos de acciones, de conformidad con lo 
dispuesto en la fracción IV, del artículo 45 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Conforme a lo expuesto en la fracción III del diverso numeral 45 del ordenamiento legal antes citado, se 
ordena publicar una vez en el Diario Oficial de la Federación y a costa del actor, un extracto de la presente 
determinación que declara la cancelación de los títulos de acciones. 

Finalmente, se precisa que en caso de que nadie se oponga a la cancelación de los títulos aludidos, 
dentro de un plazo de sesenta días hábiles contados a partir de la publicación que se haga de esta resolución 
por medio del Diario Oficial de la Federación, la actora podrá reclamar los derechos que se generen a su favor 
con motivo de las acciones nominativas, materia de la presente controversia. 

Sin que haya lugar a hacer condena en costas, toda vez que el asunto no se sitúa en alguna de las 
hipótesis del artículo 1084 del Código de Comercio, pues en todo caso este tópico será materia de análisis 
para el caso de que se presenten opositores a la cancelación del título nominativo en términos del artículo 49 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Por lo expuesto y con fundamento, además en los artículos 1321, 1323, 1324 y 1325, del Código de 
Comercio, se 

R E S U EL V E: 
PRIMERO. La vía especial mercantil relativa al procedimiento especial de cancelación y reposición de 

título nominativo, propuesta por la parte actora es procedente. 
SEGUNDO. Se declara la cancelación de los títulos de acciones número 2 C.F., que ampara 37,069,582 

acciones liberadas correspondientes al capital fijo nominativas; y, título de acciones número 2 C.V., que 
ampara 139,900,484 acciones liberadas correspondientes al capital variable nominativas, representativas del 
capital social de REVLON, sociedad anónima de capital variable. 

TERCERO. Se dispone que REVLON, sociedad anónima de capital variable, a través de quien 
corresponda reponga a la parte actora REVLON INTERNATIONAL CORPORATION, tales títulos 
representativos de acciones, de conformidad con lo dispuesto en la fracción IV, del artículo 45 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

CUARTO.- Conforme a lo expuesto en la fracción III del artículo 45 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, se ordena publicar una vez en el Diario Oficial de la Federación, un extracto de la 
presente determinación. 

QUINTO.- No se hace especial condena en costas. 
NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LAS PARTES. 

 
Ciudad de México, 12 de julio de 2021. 

La Secretaria. 
Secretaria del Juzgado Sexto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Elba Alejandra Vargas Lugo. 
Rúbrica. 

(R.- 519231) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México,  
con residencia en Naucalpan de Juárez 

EDICTO 
 
Al margen un sello con el escudo nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos. 
Tercero interesado: Juan José Castillo Gil. 
“Inserto: Se comunica al tercero interesado Juan José Castillo Gil, que en el Juzgado Decimoprimero de 

Distrito en el Estado de México con residencia en Naucalpan de Juárez, el veintinueve de noviembre de dos 
mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda de amparo promovida por Rubén Velázquez Fonseca, misma 
que se registró con el número 1233/2021-IX, contra actos del Juez Tercero Civil de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Cuautitlán con residencia en Cuautitlán Izcalli, Estado de México, a quien se le atribuyó 
como acto reclamado la interlocutoria de veintinueve de octubre de dos mil veintiuno, que resolvió el recurso 
de revocación plantado en contra del auto de ocho del mismo mes y año en el que el juez responsable negó la 
solicitud de la quejosa respecto a resolver por separado los juicios 602/2020 y 722/2018 que acumuló. 
Haciéndole de su conocimiento que en la secretaría del juzgado queda a su disposición copia simple de la 
demanda de amparo y que cuenta con el término de treinta días hábiles, contado a partir de la última 
publicación de este edicto, para que ocurra a este juzgado a hacer valer sus derechos.” 

Para su publicación en el periódico de mayor circulación y en el diario oficial de la federación, por tres 
veces de siete en siete días hábiles. 

 
Atentamente. 

Secretario del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Gustavo Medrano González 

Rúbrica. 
(R.- 519244) 

 
 

 AVISOS GENERALES 
 
 
 

 
Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 

Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Arreguin Sánchez y Asociados, S.C. 

Vs. 

María Elena Sierra Diáz 

M. 1667749 AS Consultores 

Exped.: P.C. 537/2021 (N-162) 4326 

Folio: 30026 

“2021, Año de la Independencia” 

María Elena Sierra Diáz 

NOTIFICACION POR EDICTOS 

 

Derivado del escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 10 de marzo de 2021, al 

cual le correspondió el folio de entrada 004326, así como mediante escrito presentado en oficialía de partes 

de esta Dirección el día 17 de mayo de 2021, al cual le recayó el folio de entrada 009546, Javier Arreguin 

Ruiz, apoderado de ARREGUIN SÁNCHEZ Y ASOCIADOS, S.C., solicitó en vía de reconvención la 

declaración administrativa de nulidad a que se refiere el artículo 151 de la Ley de la Propiedad Industrial, 

respecto del registro marcario 1667749 AS CONSULTORES. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 

notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MARÍA ELENA SIERRA DIAZ, parte 

demandada, el término de UN MES, contado a partir del día siguiente al día en que aparezca esta publicación, 
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para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 

manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 

transcurrido el termino señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 

lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 

el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 

de la Propiedad Industrial. 

 

Atentamente. 

28 de octubre de 2021. 

El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos 

Victor Alberto Hernández López. 

Rúbrica. 

(R.- 519217) 

Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 

Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Arreguin Sánchez y Asociados, S.C. 

Vs. 

María Elena Sierra Diáz 

M. 1853466 AS Consultores y Diseño 

Exped.: P.C. 534/2021 (N-161) 4323 

Folio: 30017 

“2021, Año de la Independencia” 

María Elena Sierra Diáz 

NOTIFICACION POR EDICTOS 
 
Derivado del escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 10 de marzo de 2021, al 

cual le correspondió el folio de entrada 004323, así como mediante escrito presentado en oficialía de partes 
de esta Dirección el día 17 de mayo de 2021, al cual le recayó el folio de entrada 009544, Javier Arreguin 
Ruiz, apoderado de ARREGUIN SÁNCHEZ Y ASOCIADOS, S.C., solicitó en vía de reconvención la 
declaración administrativa de nulidad a que se refiere el artículo 151 de la Ley de la Propiedad Industrial, 
respecto del registro marcario 1853466 AS CONSULTORES Y DISEÑO. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 
notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MARÍA ELENA SIERRA DIAZ, parte 
demandada, el término de UN MES, contado a partir del día siguiente al día en que aparezca esta publicación, 
para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 
manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 
transcurrido el termino señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 
lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 
el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 
de la Propiedad Industrial. 

 
Atentamente. 

28 de octubre de 2021 
El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos 

Victor Alberto Hernández López. 
Rúbrica. 

(R.- 519219) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 

Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Arreguin Sánchez y Asociados, S.C. 

Vs. 

María Elena Sierra Diáz 

M. 1660926 AS Consultores y Diseño 

Exped.: P.C. 533/2021 (N-160)4322 

Folio: 30014 

“2021, Año de la Independencia” 

María Elena Sierra Diáz 

NOTIFICACION POR EDICTOS 

 

Derivado del escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 10 de marzo de 2021, al 

cual le correspondió el folio de entrada 004322, Javier Arreguin Ruiz, apoderado de ARREGUIN SÁNCHEZ Y 

ASOCIADOS, S.C., solicitó en vía de reconvención la declaración administrativa de nulidad a que se refiere el 

artículo 151 de la Ley de la Propiedad Industrial, respecto del registro marcario 1660926 AS CONSULTORES 

Y DISEÑO. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 

notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MARÍA ELENA SIERRA DIAZ, parte 

demandada, el término de UN MES, contado a partir del día siguiente al día en que aparezca esta publicación, 

para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 

manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 

transcurrido el término señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 

lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 

el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 

de la Propiedad Industrial. 

 

Atentamente. 

28 de octubre de 2021 

El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos 

Victor Alberto Hernández López. 

Rúbrica. 

(R.- 519221) 

AVISO AL PÚBLICO 
Se comunica que las cuotas por derechos de publicación, a partir del 1 de enero de 2022, son las 

siguientes: 
 1/8 de plana $    2,330.00 
 2/8 de plana $    4,660.00 
 3/8 de plana $    6,990.00 
 4/8 de plana $    9,320.00 
 6/8 de plana $  13,980.00 
 1 plana $  18,640.00 
 1 4/8 planas $  27,960.00 
 2 planas $  37,280.00 
Los pagos por concepto de derecho de publicación únicamente son vigentes durante el ejercicio fiscal en 

que fueron generados, por lo que no podrán presentarse comprobantes de pago realizados en 2021 o 
anteriores para solicitar la prestación de un servicio en 2022. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 
Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Arreguin Sánchez y Asociados, S.C. 
Vs. 

María Elena Sierra Diáz 
M. 1660926 AS Consultores y Diseño 
Exped.: P.C. 532/2021 (C-275) 4320 

Folio: 30011 
“2021, Año de la Independencia” 

María Elena Sierra Diáz 
NOTIFICACION POR EDICTOS 

 
Derivado del escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 10 de marzo de 2021, al 

cual le correspondió el folio de entrada 004320, Javier Arreguin Ruiz, apoderad de ARREGUIN SÁNCHEZ Y 
ASOCIADOS, S.C., solicitó en vía de reconvención la declaración administrativa de caducidad a que se refiere 
el artículo 152 de la Ley de la Propiedad Industrial, respecto del registro marcario 1660926 AS 
CONSULTORES Y DISEÑO. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 
notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MARÍA ELENA SIERRA DIAZ, parte 
demandada, el término de UN MES, contado a partir del día siguiente al día en que aparezca esta publicación, 
para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 
manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 
transcurrido el termino señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 
lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 
el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 
de la Propiedad Industrial. 

 
Atentamente. 

28 de octubre de 2021. 
El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos 

Victor Alberto Hernández López. 
Rúbrica. 

(R.- 519223) 

Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 
Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Arreguin Sánchez y Asociados, S.C. 
Vs. 

María Elena Sierra Diáz 
M. 1853466 AS Consultores y Diseño 
Exped.: P.C. 535/2021 (C-276)4324 

Folio: 30020 
“2021, Año de la Independencia” 

María Elena Sierra Diáz 
NOTIFICACION POR EDICTOS 

 
Derivado del escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 10 de marzo de 2021, al 

cual le correspondió el folio de entrada 004324, así como mediante escrito presentado en oficialía de partes 
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de esta Dirección el día 17 de mayo de 2021, al cual le recayó el folio de entrada 009543, Javier Arreguin 
Ruiz, apoderado de ARREGUIN SÁNCHEZ Y ASOCIADOS, S.C., solicitó en vía de reconvención la 
declaración administrativa de caducidad a que se refiere el artículo 152 de la Ley de la Propiedad Industrial, 
respecto del registro marcario 1853466 AS CONSULTORES Y DISEÑO. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 

notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MARÍA ELENA SIERRA DIAZ, parte 

demandada, el término de UN MES, contado a partir del día siguiente al día en que aparezca esta publicación, 

para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 

manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 

transcurrido el termino señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 

lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 

el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 

de la Propiedad Industrial. 

 

Atentamente. 

28 de octubre de 2021. 

El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos 

Victor Alberto Hernández López. 

Rúbrica. 

(R.- 519224) 

AVISO AL PÚBLICO 

Se informa que para la inserción de documentos en el Diario Oficial de la Federación, se deberán cubrir 
los siguientes requisitos: 

 Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación 
del documento, fundando y motivando su petición conforme a la normatividad aplicable, con dos copias 
legibles. 

 Documento a publicar en papel membretado que contenga lugar y fecha de expedición, cargo, nombre 
y firma autógrafa de la autoridad emisora, sin alteraciones, en original y dos copias legibles. 

 Versión electrónica del documento a publicar, en formato Word, contenida en un solo archivo, 
correctamente identificado. 

 Comprobante de pago realizado ante cualquier institución bancaria o vía internet mediante el esquema 
de pago electrónico e5cinco del SAT, con la clave de referencia 014001743 y la cadena 
de la dependencia 22010010000000. El pago deberá realizarse invariablemente a nombre del solicitante de la 
publicación, en caso de personas físicas y a nombre del ente público u organización, en caso de personas 
morales. El comprobante de pago se presenta en original y copia simple. El original del pago queda bajo 
resguardo de esta Dirección General Adjunta. 

Nota: No se aceptarán recibos bancarios ilegibles; con anotaciones o alteraciones; con pegamento o cinta 
adhesiva; cortados o rotos; pegados en hojas adicionales; perforados; con sellos diferentes a los de las 
instituciones bancarias. 

Todos los documentos originales, entregados al Diario Oficial de la Federación, quedarán resguardados en 
sus archivos. 

Las solicitudes de publicación de licitaciones para Concursos de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y 
Servicios, así como los Concursos a Plazas Vacantes del Servicio Profesional de Carrera, se podrán tramitar 
a través de la herramienta “Solicitud de publicación de documentos en el Diario Oficial de la Federación a 
través de medios remotos”, para lo cual además de presentar en archivo electrónico el documento a publicar, 
el pago correspondiente (sólo en convocatorias para licitaciones públicas) y la e.firma de la autoridad emisora 
del documento, deberá contar con el usuario y contraseña que proporciona la Dirección General Adjunta del 
Diario Oficial de la Federación. 

Por ningún motivo se dará trámite a las solicitudes que no cumplan los requisitos antes señalados. 
Teléfonos: 55 50 93 32 00 y 55 51 28 00 00, extensiones 35078 y 35079. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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